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Presentacion

En 1965, la Asamblea General de las Naciones Unidas aprobé la
Convencién Internacional sobre la Eliminacién de todas las Formas de
Discriminacién Racial. La Convencién entré en vigor el 4 de enero de 1969,
treinta dias después de que se depositara el vigésimo séptimo instrumento
de adhesién o ratificacién en poder del Secretario General de las Naciones
Unidas. La Convencién ha sido adherida o ratificada por 30 paises de
América Latina y el Caribe.

La Declaracién y el programa de accion de la Conferencia Mundial
contra el Racismo, celebrada en Durban (Sudafrica) del 31 de agosto al 8 de
septiembre de 2001, afirman que la Convencién es el principal instrumento
internacional para eliminar el racismo, la discriminacién racial, la xenofobia
y las formas conexas de intolerancia.

El proceso preparatorio en la region para Durban culminé con la
Declaracion de Santiago y el Plan de Accién para las Américas que fue
adoptada por consenso por los participantes al cierre de la Conferencia
Regional en diciembre del 2000. En ella se reconocié que la identidad de las
Américas no puede disociarse de su caracter multirracial, pluriétnico,
multicultural, multilinguistico y pluralista, y que esta diversidad social
constituye un aporte a la convivencia humana y a la construcciéon de
culturas de respeto mutuo y de sistemas politicos democraticos. Lo esencial
de este reconocimiento para las Américas puede circunscribirse a un hito
continental pues es la primera ocasion en que politicamente los gobiernos del
area no solamente aceptan la existencia de discriminacién institucionalizada
sino que establece ademads reparaciones por los sufrimientos y dafios causados.
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La Convencién entiende por “discriminacion racial” toda distincién,
exclusion, restriccion o preferencia basada en motivos de raza, color, linaje
u origen nacional o étnico que tenga por objeto o por resultado anular o
menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio, en condiciones de igualdad,
de los derechos humanos y libertades fundamentales en las esferas politica,
econdmica, social o cultural o en cualquier otra esfera de la vida ptblica.

La Convencién consta de un preambulo y 25 articulos y en ella los
Estados partes se comprometen, entre otras cosas: a no incurrir en ningtin
acto o practica de discriminacién racial contra personas, grupos de personas
o instituciones y a velar por que las autoridades e instituciones hagan lo
mismo; a no fomentar, defender o apoyar la discriminacién racial
practicada por personas u organizaciones; a revisar las politicas
gubernamentales nacionales y locales, y a enmendar o derogar las leyes y
las disposiciones reglamentarias que creen discriminacién racial o la
perpetden; a prohibir y hacer cesar la discriminacién racial practicada por
personas, grupos u organizaciones; y a estimular organizaciones y
movimientos multirraciales e integracionistas y otros medios encaminados
a eliminar las barreras entre las razas y a desalentar todo lo que tienda a
fortalecer la divisién racial.

La Convencién, en su articulo 8 crea un Comité, el Comité para la
Eliminaciéon de la Discriminaciéon Racial, con el fin de examinar los
progresos realizados en la aplicacién de las disposiciones de la Convencién.
Este Comité fue el primer 6rgano creado en virtud de un tratado
internacional de derechos humanos y desde entonces se han establecido
seis otros comités con composiciones y funciones comparables. El Comité
estd compuesto por 18 expertos de gran prestigio moral y reconocida
imparcialidad. Los expertos, que son elegidos por los Estados partes,
ejercen sus funciones a titulo personal, es decir, no representan a los
gobiernos de sus paises ni a ninguna institucién a la que pertenezcan.

En virtud del articulo 9 de la Convencién, los Estados partes se
comprometen a presentar al Comité informes sobre las medidas que hayan
adoptado para dar efectividad a los compromisos que han contraido en
virtud de la Convencién. Estos informes son examinados por el Comité, el
cual emite, tras un didlogo con la representacién del Estado parte,
conclusiones y recomendaciones para mejorar la aplicaciéon de la Convencion.
Estas conclusiones y recomendaciones se conocen con el nombre de
“observaciones finales”.

Como se observara en esta compilacién, el formato de estas
observaciones finales ha variado mucho a lo largo de los afios. Inicialmente,
no se adoptaban observaciones finales como tales, sino que se publicaba un
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resumen del didlogo entre el Comité y el Estado parte en el informe anual
del Comité a la Asamblea General de las Naciones Unidas. En la actualidad,
las observaciones finales contienen la evaluacién general que el Comité
hace del informe del Estado parte y del didlogo mantenido con la
delegacion. En ellas se destacan los progresos observados durante el
periodo que se examina, los factores y dificultades que afectan la aplicacion
de la Convencién, y los motivos de preocupacién relacionados con su
aplicacion. Incluyen asimismo sugerencias y recomendaciones al Estado
parte para mejorar la aplicacion de la Convencion.

La Convencion establece también un mecanismo para el examen de
las quejas de particulares. Segin el articulo 14, podran presentar
comunicaciones al Comité personas o grupos de personas que denuncien la
violacién de cualquiera de los derechos consagrados en la Convencién por
parte de un Estado parte que haya reconocido previamente la competencia
del Comité para recibir y examinar esas comunicaciones!.

Con el fin de prevenir violaciones graves de la Convencion, el
Comité ha establecido procedimientos de medidas de alerta temprana y de
urgencia?, en virtud de los cuales el Comité ha adoptado varias decisiones
sobre Estados partes de la regién3. Las medidas de alerta temprana tienen
por objeto evitar que los problemas estructurales en los Estados partes se
conviertan en conflictos mientras que el procedimiento de urgencia se usa
para responder a los problemas que requieren atenciéon inmediata a fin de
evitar o limitar la escala o el ntimero de violaciones graves de la
Convencion.

La presente compilacion recoge tanto los resimenes de didlogo del
Comité con los Estados partes como las observaciones finales propiamente
dichas desde 1970 hasta 2006 respecto a los paises de América Latina y el
Caribe. Esta publicacién contiene también el texto de la Convencién
Internacional sobre la Eliminacién de todas las Formas de Discriminacién
Racial, asi como un cuadro con el estado de las respectivas ratificaciones por
parte de los paises de la regién. En anexo de la compilacion, se han incluido
las decisiones que ha tomado el Comité respecto a los paises de la region.

La presente publicacién surge como iniciativa conjunta de la
Representacion Regional para América Latina y el Caribe de la Oficina del
Alto Comisionado para los Derechos Humanos (OACDH), del Instituto

1 Los siguientes paises de la region han reconocido la competencia del Comité para recibir y examinar
comunicaciones: Bolivia, Brasil, Chile, Costa Rica, Ecuador, México, Pert, Uruguay y Venezuela.

2 Ver Documento de Trabajo aprobado por el Comité sobre los procedimientos de urgencia y de alerta
temprana, Informe sobre el cuadragésimo octavo periodo de sesiones, Suplemento No. 18 (A/48/18),
Anexo 111, 1993.

3 Ver en anexo.
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Interamericano de Derechos Humanos (IIDH) y de la Secretaria Especial de
Politicas de Promocién de la Igualdad Racial de Brasil (SEPPIR), con el
apoyo de la Agencia Sueca de Cooperacién Internacional para el Desarrollo
(ASDI) y de la Universidad de Talca. La misma se integra dentro de la serie
de publicaciones relativas a 6rganos de tratado que han sido publicadas
durante 2004 y 2005.

Estas instituciones consideran fundamental para la promocién y
proteccion de derechos humanos difundir informacién relativa a los
mismos tanto a nivel nacional como regional. Conscientes de la importancia
de acercar el trabajo de los érganos de tratado de derechos humanos a la
realidad, estas instituciones quieren dar a conocer en la regién, a través de
esta publicacién, el contenido de las observaciones finales del Comité para
la Eliminacién de la Discriminacién Racial con el fin de ponerlas al alcance
de los Estados, instituciones académicas, sistema de Naciones Unidas en los
paises de la region, sociedad civil y putblico en general para facilitar su
cumplimiento y asegurar un mayor logro en la realizacién efectiva de los
derechos humanos en la vida de las personas y grupos de victimas de
discriminacién.

Carmen Rosa Villa Quintana Matilde Ribeiro
Representante Regional para América Ministra
Latina y el Caribe Secretaria Especial de
Oficina del Alto Comisionado de las Politicas de Promocién
Naciones Unidas para los Derechos de la Igualdad Racial
Humanos de Brasil
Roberto Cuéllar M.

Director Ejecutivo
Instituto Interamericano de
Derechos Humanos
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Capitulo |

Convencion Internacional sobre la
Eliminacion de todas las Formas
de Discriminacion Racial

Adoptada y abierta a la firma y ratificacién por la Asamblea
General en su resolucion 2106 A (XX), de 21 de diciembre de 1965 y
modificada por la Resolucién 47/111 de la Asamblea General, de 16 de
diciembre de 1992

ENTRADA EN VIGOR: 4 de enero de 1969, de conformidad con el
articulo 19 (1)

Predmbulo

Los Estados Partes en la presente Convencioén,

Considerando que la Carta de las Naciones Unidas esta basada en
los principios de la dignidad y la igualdad inherentes a todos los seres
humanos y que todos los Estados Miembros se han comprometido a
tomar medidas conjunta o separadamente, en cooperacién con la
Organizacion, para realizar uno de los propoésitos de las Naciones Unidas,
que es el de promover y estimular el respeto universal y efectivo de los
derechos humanos y de las libertades fundamentales de todos, sin
distincién por motivos de raza, sexo, idioma o religion,
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Considerando que la Declaracién Universal de Derechos Humanos
proclama que todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad
y derechos, y que toda persona tiene todos los derechos y libertades
enunciados en la misma, sin distincién alguna, en particular por motivos
de raza, color u origen nacional,

Considerando que todos los hombres son iguales ante la ley y
tienen derecho a igual protecciéon de la ley contra toda discriminacién y
contra toda incitacién a la discriminacion,

Considerando que las Naciones Unidas han condenado el
colonialismo y todas las practicas de segregacién y discriminacién que lo
acompafan, cualquiera que sea su forma y dondequiera que existan, y
que la Declaracién sobre la concesiéon de la independencia a los paises y
pueblos coloniales, de 14 de diciembre de 1960 [resolucién 1514 (XV) de la
Asamblea General], ha afirmado y solemnemente proclamado la
necesidad de ponerles fin rapida e incondicionalmente,

Considerando que la Declaracién de las Naciones Unidas sobre la
eliminacién de todas las formas de discriminacién racial, de 20 de
noviembre de 1963 [resoluciéon 1904 (XVIII) de la Asamblea General]
afirma solemnemente la necesidad de eliminar rapidamente en todas las
partes del mundo la discriminacién racial en todas sus formas y
manifestaciones y de asegurar la comprensién y el respeto de la dignidad
de la persona humana,

Convencidos de que toda doctrina de superioridad basada en la
diferenciacién racial es cientificamente falsa, moralmente condenable y
socialmente injusta y peligrosa, y de que nada en la teoria o en la practica
permite justificar, en ninguna parte, la discriminacién racial,

Reafirmando que la discriminacién entre seres humanos por
motivos de raza, color u origen étnico constituye un obstaculo a las
relaciones amistosas y pacificas entre las naciones y puede perturbar la
paz y la seguridad entre los pueblos, asi como la convivencia de las
personas aun dentro de un mismo Estado,

Convencidos de que la existencia de barreras raciales es
incompatible con los ideales de toda la sociedad humana,

Alarmados por las manifestaciones de discriminaciéon racial que
todavia existen en algunas partes del mundo y por las politicas
gubernamentales basadas en la superioridad o el odio racial, tales como
las de apartheid, segregacion o separacion,

Resueltos a adoptar todas las medidas necesarias para eliminar
rapidamente la discriminacién racial en todas sus formas y manifestaciones y
a prevenir y combatir las doctrinas y practicas racistas con el fin de promover
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el entendimiento entre las razas y edificar una comunidad internacional
libre de todas las formas de segregacion y discriminacién raciales,

Teniendo presentes el Convenio relativo a la discriminacién en
materia de empleo y ocupacién aprobado por la Organizaciéon
Internacional del Trabajo en 1958 y la Convencién relativa a la lucha
contra las discriminaciones en la esfera de la ensefianza, aprobada por la
Organizaciéon de las Naciones Unidas para la Educacién, la Ciencia y la
Cultura en 1960,

Deseando poner en practica los principios consagrados en la
Declaracion de las Naciones Unidas sobre la eliminacion de todas las
formas de discriminacién racial y con tal objeto asegurar que se adopten
lo antes posible medidas practicas,

Han acordado lo siguiente:

Parte |

Articulo 1

1. En la presente Convencién la expresiéon “discriminacion
racial” denotara toda distincién, exclusién, restricciéon o preferencia
basada en motivos de raza, color, linaje u origen nacional o étnico que
tenga por objeto o por resultado anular o menoscabar el reconocimiento,
goce o ejercicio, en condiciones de igualdad, de los derechos humanos y
libertades fundamentales en las esferas politica, econémica, social,
cultural o en cualquier otra esfera de la vida publica.

2. Esta Convencién no se aplicara a las distinciones,
exclusiones, restricciones o preferencias que haga un Estado parte en la
presente Convencién entre ciudadanos y no ciudadanos.

3. Ninguna de las cldusulas de la presente Convencién podra
interpretarse en un sentido que afecte en modo alguno las disposiciones
legales de los Estados partes sobre nacionalidad, ciudadania o naturalizacién,
siempre que tales disposiciones no establezcan discriminacién contra
ninguna nacionalidad en particular.

4. Las medidas especiales adoptadas con el fin exclusivo de
asegurar el adecuado progreso de ciertos grupos raciales o étnicos o de
ciertas personas que requieran la proteccion que pueda ser necesaria con
objeto de garantizarles, en condiciones de igualdad, el disfrute o ejercicio
de los derechos humanos y de las libertades fundamentales no se
consideraran como medidas de discriminacién racial, siempre que no
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conduzcan, como consecuencia, al mantenimiento de derechos distintos
para los diferentes grupos raciales y que no se mantengan en vigor
después de alcanzados los objetivos para los cuales se tomaron.

Articulo 2

1. Los Estados partes condenan la discriminacién racial y se
comprometen a seguir, por todos los medios apropiados y sin dilaciones,
una politica encaminada a eliminar la discriminacién racial en todas sus
formas y a promover el entendimiento entre todas las razas, y con tal objeto:

a) Cada Estado parte se compromete a no incurrir en ningtn acto
o practica de discriminacién racial contra personas, grupos de
personas o instituciones y a velar por que todas las autoridades
publicas e instituciones publicas, nacionales y locales, acttien en
conformidad con esta obligacion;

b) Cada Estado parte se compromete a no fomentar, defender o
apoyar la discriminacién racial practicada por cualesquiera
personas u organizaciones;

c¢) Cada Estado parte tomard medidas efectivas para revisar las
politicas gubernamentales nacionales y locales, y para
enmendar, derogar o anular las leyes y las disposiciones
reglamentarias que tengan como consecuencia crear la
discriminacién racial o perpetuarla donde ya exista;

d) Cada Estado parte prohibird y hara cesar por todos los medios
apropiados, incluso, si lo exigieran las circunstancias, medidas
legislativas, la discriminacién racial practicada por personas,
grupos u organizaciones;

e) Cada Estado parte se compromete a estimular, cuando fuere el
caso, organizaciones y movimientos multirraciales integracionistas
y otros medios encaminados a eliminar las barreras entre las razas,
y a desalentar todo lo que tienda a fortalecer la divisién racial.

2. Los Estados partes tomardn, cuando las circunstancias lo
aconsejen, medidas especiales y concretas, en las esferas social, econémica,
cultural y en otras esferas, para asegurar el adecuado desenvolvimiento y
proteccion de ciertos grupos raciales o de personas pertenecientes a estos
grupos, con el fin de garantizar en condiciones de igualdad el pleno disfrute
por dichas personas de los derechos humanos y de las libertades
fundamentales. Esas medidas en ningtin caso podran tener como consecuencia
el mantenimiento de derechos desiguales o separados para los diversos
grupos raciales después de alcanzados los objetivos para los cuales se tomaron.
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Articulo 3

Los Estados partes condenan especialmente la segregacion racial y
el apartheid y se comprometen a prevenir, prohibir y eliminar en los
territorios bajo su jurisdiccion todas las practicas de esta naturaleza.

Articulo 4

Los Estados partes condenan toda la propaganda y todas las
organizaciones que se inspiren en ideas o teorias basadas en la
superioridad de una raza o de un grupo de personas de un determinado
color u origen étnico, o que pretendan justificar o promover el odio racial
y la discriminacion racial, cualquiera que sea su forma, y se comprometen
a tomar medidas inmediatas y positivas destinadas a eliminar toda
incitacién a tal discriminacién o actos de tal discriminacion, y, con ese fin,
teniendo debidamente en cuenta los principios incorporados en la
Declaraciéon Universal de Derechos Humanos, asi como los derechos
expresamente enunciados en el articulo 5 de la presente Convencion,
tomaran, entre otras, las siguientes medidas:

a) Declararan como acto punible conforme a la ley toda difusién
de ideas basadas en la superioridad o en el odio racial, toda
incitaciéon a la discriminacién racial, asi como todo acto de
violencia o toda incitacién a cometer tales actos contra cualquier
raza o grupo de personas de otro color u origen étnico, y toda
asistencia a las actividades racistas, incluida su financiacién;

b) Declararan ilegales y prohibirdn las organizaciones, asi como
las actividades organizadas de propaganda y toda otra
actividad de propaganda, que promuevan la discriminacién
racial e inciten a ella, y reconoceran que la participacién en
tales organizaciones o en tales actividades constituye un delito
penado por la ley;

¢) No permitirdan que las autoridades ni las instituciones publicas
nacionales o locales promuevan la discriminacién racial o
inciten a ella.

Articulo 5

En conformidad con las obligaciones fundamentales estipuladas en
el articulo 2 de la presente Convencién, los Estados partes se
comprometen a prohibir y eliminar la discriminacién racial en todas sus
formas y a garantizar el derecho de toda persona a la igualdad ante la ley,
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sin distincién de raza, color y origen nacional o étnico, particularmente en
el goce de los derechos siguientes:

a)

b)

)

El derecho a la igualdad de tratamiento en los tribunales y
todos los demas 6rganos que administran justicia;

El derecho a la seguridad personal y a la proteccién del Estado
contra todo acto de violencia o atentado contra la integridad
personal cometido por funcionarios publicos o por cualquier
individuo, grupo o institucién;

Los derechos politicos, en particular el de tomar parte en
elecciones, elegir y ser elegido, por medio del sufragio
universal e igual, el de participar en el gobierno y en la
direccién de los asuntos publicos en cualquier nivel, y el de
acceso, en condiciones de igualdad, a las funciones ptublicas;

Otros derechos civiles, en particular:
i) El derecho a circular libremente y a elegir su residencia
en el territorio de un Estado;

ii)  El derecho a salir de cualquier pais, incluso del propio, y
a regresar a su pafs;

iii)  El derecho a una nacionalidad;
iv)  El derecho al matrimonio y a la eleccién del conyuge;

v)  El derecho a ser propietario, individualmente y en
asociacién con otros;

vi)  El derecho a heredar;

vii) El derecho a la libertad de pensamiento, de conciencia y
de religion;

viii) El derecho a la libertad de opinién y de expresién;

ix)  Elderecho a la libertad de reunién y de asociacién pacificas;
Los derechos econémicos, sociales y culturales, en particular:

i) El derecho al trabajo, a la libre eleccién de trabajo, a
condiciones equitativas y satisfactorias de trabajo, a la
proteccién contra el desempleo, a igual salario por trabajo
igual y a una remuneracién equitativa y satisfactoria;

(ii) El derecho a fundar sindicatos y a sindicarse;
(iii) EI derecho a la vivienda;

(iv) El derecho a la salud publica, la asistencia médica, la
seguridad social y los servicios sociales;
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(v)  Elderecho a la educacién y la formacién profesional;

(vi) El derecho a participar, en condiciones de igualdad, en
las avictividades culturales;

f) El derecho de acceso a todos los lugares y servicios destinados
al uso publico, tales como los medios de transporte, hoteles,
restaurantes, cafés, espectaculos y parques.

Articulo 6

Los Estados partes asegurardn a todas las personas que se hallen
bajo su jurisdiccién, protecciéon y recursos efectivos, ante los tribunales
nacionales competentes y otras instituciones del Estado, contra todo acto
de discriminacién racial que, contraviniendo la presente Convencién,
viole sus derechos humanos y libertades fundamentales, asi como el
derecho a pedir a esos tribunales satisfaccion o reparacién justa y
adecuada por todo dafio de que puedan ser victimas como consecuencia
de tal discriminacion.

Articulo 7

Los Estados partes se comprometen a tomar medidas inmediatas y
eficaces, especialmente en las esferas de la ensefianza, la educacién, la
cultura y la informacién, para combatir los prejuicios que conduzcan a la
discriminacién racial y para promover la comprension, la tolerancia y la
amistad entre las naciones y los diversos grupos raciales o étnicos, asi
como para propagar los propodsitos y principios de la Carta de las
Naciones Unidas, de la Declaracién Universal de Derechos Humanos, de
la Declaracién de las Naciones Unidas sobre la eliminacién de todas las
formas de discriminacion racial y de la presente Convencién.

Parte I

Articulo 8

1. Se constituirA un Comité para la Eliminacién de Ila
Discriminacién Racial (denominado en adelante el Comité) compuesto de
dieciocho expertos de gran prestigio moral y reconocida imparcialidad,
elegidos por los Estados partes entre sus nacionales, los cuales ejerceran sus
funciones a titulo personal; en la constitucién del Comité se tendré en cuenta
una distribucién geografica equitativa y la representacién de las diferentes
formas de civilizacién, asi como de los principales sistemas juridicos.
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2. Los miembros del Comité seran elegidos en votacién secreta
de una lista de personas designadas por los Estados partes. Cada uno de
los Estados partes podra designar una persona entre sus propios
nacionales.

3. La eleccién inicial se celebrara seis meses después de la fecha
de entrada en vigor de la presente Convencién. Al menos tres meses antes
de la fecha de cada eleccion, el Secretario General de las Naciones Unidas
dirigird una carta a los Estados partes invitdindoles a que presenten sus
candidaturas en un plazo de dos meses. El Secretario General preparara
una lista por orden alfabético de todas las personas designadas de este
modo, indicando los Estados partes que las han designado, y la
comunicara a los Estados partes.

4. Los miembros del Comité seran elegidos en una reunién de
los Estados partes que serd convocada por el Secretario General y se
celebrara en la Sede de las Naciones Unidas. En esta reunién, para la cual
formaran quérum dos tercios de los Estados partes, se consideraran
elegidos para el Comité los candidatos que obtengan el mayor ntimero de
votos y la mayoria absoluta de los votos de los representantes de los
Estados partes presentes y votantes.

5 a) Los miembros del Comité serdn elegidos por cuatro
afios. No obstante, el mandato de nueve de los miembros
elegidos en la primera eleccion expirara al cabo de dos afios;
inmediatamente después de la primera eleccién el Presidente
del Comité designara por sorteo los nombres de esos nueve
miembros.

b) Para cubrir las vacantes imprevistas, el Estado parte
cuyo experto haya cesado en sus funciones como miembro del
Comité, designara entre sus nacionales a otro experto, a
reserva de la aprobacién del Comité.

6. Los Estados partes sufragaran los gastos de los miembros del
Comité mientras éstos desempefien sus funciones.

Articulo 9

1. Los Estados partes se comprometen a presentar al Secretario
General de las Naciones Unidas, para su examen por el Comité, un
informe sobre las medidas legislativas, judiciales, administrativas o de otra
indole que hayan adoptado y que sirvan para hacer efectivas las
disposiciones de la presente Convencién: a) dentro del plazo de un afio a
partir de la entrada en vigor de la Convencion para el Estado de que se
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trate; y b) en lo sucesivo, cada dos afios y cuando el Comité lo solicite.
El Comité puede solicitar mas informacién a los Estados partes.

2. El Comité informara cada afio, por conducto del Secretario
General, a la Asamblea General de las Naciones Unidas sobre sus
actividades y podrd hacer sugerencias y recomendaciones de caracter
general basadas en el examen de los informes y de los datos transmitidos
por los Estados partes. Estas sugerencias y recomendaciones de caracter
general se comunicaran a la Asamblea General, junto con las
observaciones de los Estados partes, si las hubiere.

Articulo 10
1. El Comité aprobara su propio reglamento.
2. El Comité elegird su Mesa por un periodo de dos afios.
3. El Secretario General de las Naciones Unidas facilitara al

Comité los servicios de secretaria.

4, Las reuniones del Comité se celebrardn normalmente en la
Sede de las Naciones Unidas.

Articulo 11

1. Si un Estado parte considera que otro Estado parte no
cumple las disposiciones de la presente Convencién, podra sefialar el
asunto a la atencién del Comité. El Comité transmitird la comunicaciéon
correspondiente al Estado parte interesado. Dentro de los tres meses, el
Estado que recibe la comunicacién presentara al Comité explicaciones o
declaraciones por escrito para aclarar la cuestion y exponer qué medida
correctiva hubiere, en su caso, adoptado.

2. Si el asunto no se resuelve a satisfacciéon de ambas partes,
mediante negociaciones bilaterales o algin otro procedimiento adecuado,
en un plazo de seis meses a partir del momento en que el Estado
destinatario reciba la comunicacién inicial, cualquiera de los dos Estados
tendra derecho a someter nuevamente el asunto al Comité mediante la
notificacién al Comité y al otro Estado.

3. El Comité conocerd de un asunto que se le someta, de
acuerdo con el parrafo 2 del presente articulo, cuando se haya cerciorado
de que se han interpuesto y agotado todos los recursos de jurisdiccién
interna, de conformidad con los principios del derecho internacional
generalmente admitidos. No se aplicara esta regla cuando la substanciacion
de los mencionados recursos se prolongue injustificadamente.
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4. En todo asunto que se le someta, el Comité podra pedir a los
Estados partes interesados que faciliten cualquier otra informacién pertinente.

5. Cuando el Comité entienda en cualquier asunto derivado del
presente articulo, los Estados partes interesados podran enviar un
representante, que participard sin derecho a voto en los trabajos del
Comité mientras se examine el asunto.

Articulo 12

1. a) Una vez que el Comité haya obtenido y estudiado toda
la informacién que estime necesaria, el Presidente nombrara
una Comisién Especial de Conciliacién (denominada en
adelante la Comisién), integrada por cinco personas que
podran o no ser miembros del Comité. Los miembros de la
Comisién seran designados con el consentimiento pleno y
unédnime de las partes en la controversia y sus buenos oficios
se pondran a disposiciéon de los Estados interesados a fin de
llegar a una solucién amistosa del asunto, basada en el respeto
a la presente Convencién.

b) Si, transcurridos tres meses, los Estados partes en la
controversia no llegan a un acuerdo sobre la totalidad o parte
de los miembros de la Comisién, los miembros sobre los que
no haya habido acuerdo entre los Estados partes en la
controversia seran elegidos por el Comité, de entre sus propios
miembros, por voto secreto y por mayoria de dos tercios.

2. Los miembros de la Comision ejerceran sus funciones a titulo
personal. No deberan ser nacionales de los Estados partes en la controversia,
ni tampoco de un Estado que no sea parte en la presente Convencion.

3. La Comisién elegird su propio Presidente y aprobara su
propio reglamento.

4. Las reuniones de la Comisién se celebraran normalmente en
la Sede de las Naciones Unidas o en cualquier otro lugar conveniente que
la Comisién decida.

5. La secretaria prevista en el parrafo 3 del articulo 10 prestara
también servicios a la Comisién cuando una controversia entre Estados
partes motive su establecimiento.

6. Los Estados partes en la controversia compartirdn por igual
todos los gastos de los miembros de la Comisién, de acuerdo con una
estimacién que hard el Secretario General de las Naciones Unidas.
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7. El Secretario General podra pagar, en caso necesario, los
gastos de los miembros de la Comisién, antes de que los Estados partes en
la controversia sufraguen los costos de acuerdo con el pérrafo 6 del
presente articulo.

8. La informacién obtenida y estudiada por el Comité se
facilitard a la Comisién, y ésta podra pedir a los Estados interesados que
faciliten cualquier otra informacién pertinente.

Articulo 13

1. Cuando la Comisién haya examinado detenidamente el
asunto, preparara y presentard al Presidente del Comité un informe en el
que figuren sus conclusiones sobre todas las cuestiones de hecho pertinentes
al asunto planteado entre las partes y las recomendaciones que la Comisién
considere apropiadas para la solucién amistosa de la controversia.

2. El Presidente del Comité transmitira el informe de la
Comisién a cada uno de los Estados partes en la controversia. Dentro de
tres meses, dichos Estados notificaran al Presidente del Comité si aceptan
o no las recomendaciones contenidas en el informe de la Comisién.

3. Transcurrido el plazo previsto en el parrafo 2 del presente
articulo, el Presidente del Comité comunicard el informe de la Comisién y
las declaraciones de los Estados partes interesados a los demas Estados
partes en la presente Convencion.

Articulo 14

1. Todo Estado parte podra declarar en cualquier momento que
reconoce la competencia del Comité para recibir y examinar
comunicaciones de personas o grupos de personas comprendidas dentro
de su jurisdiccién, que alegaren ser victimas de violaciones, por parte de
ese Estado, de cualquiera de los derechos estipulados en la presente
Convencién. El Comité no recibird ninguna comunicacién referente a un
Estado parte que no hubiere hecho tal declaracién.

2. Todo Estado parte que hiciere una declaracién conforme al
parrafo 1 del presente articulo podra establecer o designar un érgano,
dentro de su ordenamiento juridico nacional, que serd competente para
recibir y examinar peticiones de personas o grupos de personas
comprendidas dentro de su jurisdiccién, que alegaren ser victimas de
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violaciones de cualquiera de los derechos estipulados en la presente
Convencién y hubieren agotado los demés recursos locales disponibles.

3. La declaraciéon que se hiciere en virtud del parrafo 1 del
presente articulo y el nombre de cualquier érgano establecido o designado
con arreglo al pérrafo 2 del presente articulo seran depositados, por el Estado
parte interesado, en poder del Secretario General de las Naciones Unidas,
quien remitird copias de los mismos a los demdas Estados partes. Toda
declaracién podra retirarse en cualquier momento mediante notificacion
dirigida al Secretario General, pero dicha notificacién no surtira efectos
con respecto a las comunicaciones que el Comité tenga pendientes.

4. El érgano establecido o designado de conformidad con el
parrafo 2 del presente articulo llevara un registro de las peticiones y
depositara anualmente, por los conductos pertinentes, copias certificadas
del registro en poder del Secretario General, en el entendimiento de que el
contenido de las mismas no se dara a conocer ptblicamente.

5. En caso de que no obtuviere reparacion satisfactoria del
organo establecido o designado con arreglo al parrafo 2 del presente
articulo, el peticionario tendrd derecho a comunicar el asunto al Comité
dentro de los seis meses.

6. a) El Comité senalara confidencialmente toda comunicacion
que se le remita a la atencién del Estado parte contra quien se
alegare una violaciéon de cualquier disposicién de la presente
Convencién, pero la identidad de las personas o grupos de
personas interesadas no se revelara sin su consentimiento
expreso. El Comité no aceptard comunicaciones anénimas.

b) Dentro de los tres meses, el Estado que reciba la
comunicacion presentard al Comité explicaciones o declaraciones
por escrito para aclarar la cuestiéon y exponer qué medida
correctiva, si la hubiere, ha adoptado.

7. a) El Comité examinara las comunicaciones teniendo en
cuenta todos los datos puestos a su disposicién por el Estado
parte interesado y por el peticionario. El Comité no examinara
ninguna comunicacién de un peticionario sin antes cerciorarse
de que dicho peticionario ha agotado todos los recursos
internos disponibles. Sin embargo, no se aplicard esta regla
cuando la substanciaciéon de los mencionados recursos se
prolongue injustificadamente.

b) El Comité presentara al Estado parte interesado y al
peticionario sus sugerencias y recomendaciones, si las hubiere.
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8. El Comité incluird en su informe anual un resumen de tales
comunicaciones y, cuando proceda, un resumen de las explicaciones y
declaraciones de los Estados partes interesados, asi como de sus propias
sugerencias y recomendaciones.

9. El Comité serd competente para desempefiar las funciones
previstas en este articulo sélo cuando diez Estados partes en la presente
Convencién, por lo menos, estuvieren obligados por declaraciones
presentadas de conformidad con el parrafo 1 de este articulo.

Articulo 15

1. En tanto no se alcancen los objetivos de la Declaracién sobre
la concesién de la independencia a los paises y pueblos coloniales que
figura en la resolucién 1514 (XV) de la Asamblea General, de 14 de
diciembre de 1960, las disposiciones de la presente Convencién no
limitardn de manera alguna el derecho de peticién concedido a esos
pueblos por otros instrumentos internacionales o por las Naciones Unidas
y sus organismos especializados.

2. a) El Comité constituido en virtud del parrafo 1 del
articulo 8 de la presente Convencién recibird copia de las
peticiones de los 6rganos de las Naciones Unidas que entienden
de asuntos directamente relacionados con los principios y
objetivos de la presente Convencién, y comunicara a
dichos o¢rganos, sobre dichas peticiones, sus opiniones y
recomendaciones, al considerar las peticiones presentadas por
los habitantes de los territorios bajo administracién fiduciaria o
no auténomos, y de cualesquiera otros territorios a los cuales
se aplique la resolucién 1514 (XV) de la Asamblea General,
relativas a asuntos tratados en la presente Convencién y
sometidos a examen de los mencionados érganos.

b) El Comité recibira de los érganos competentes de las
Naciones Unidas copia de los informes sobre las medidas
legislativas, judiciales, administrativas o de otra indole que, en
relaciéon directa con los principios y objetivos de esta
Convencién, hayan aplicado las Potencias administradoras en
los territorios mencionados en el anterior inciso a, y
comunicaré sus opiniones y recomendaciones a esos érganos.

3. El Comité incluird en su informe a la Asamblea General un
resumen de las peticiones e informes que haya recibido de los 6rganos de
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las Naciones Unidas y las opiniones y recomendaciones que les haya
comunicado acerca de tales peticiones e informes.

4. El Comité pedira al Secretario General de las Naciones
Unidas toda la informacién disponible que guarde relacién con los
objetivos de la presente Convencién y que se refiera a los territorios
mencionados en el inciso adel pérrafo 2 del presente articulo.

Articulo 16

Las disposiciones de la presente Convencion relativas al arreglo de
controversias o denuncias regirdn sin perjuicio de otros procedimientos
para solucionar las controversias o denuncias en materia de discriminacién
establecidos en los instrumentos constitucionales de las Naciones Unidas
y sus organismos especializados o en convenciones aprobadas por ellos, y
no impediran que los Estados partes recurran a otros procedimientos para
resolver una controversia, de conformidad con convenios internacionales
generales o especiales que estén en vigor entre ellos.

Parte Il

Articulo 17

1. La presente Convencién estara abierta a la firma de todos los
Estados Miembros de las Naciones Unidas o miembros de algtin organismo
especializado, asi como de todo Estado parte en el Estatuto de la Corte
Internacional de Justicia y de cualquier otro Estado invitado por la Asamblea
General de las Naciones Unidas a ser parte en la presente Convencion.

2. La presente Convencién esta sujeta a ratificaciéon. Los
instrumentos de ratificacion se depositaran en poder del Secretario
General de las Naciones Unidas.

Articulo 18
1. La presente Convencién quedard abierta a la adhesién de
cualquiera de los Estados mencionados en el parrafo 1 del articulo 17 supra.

2. Los instrumentos de adhesién se depositardn en poder del
Secretario General de las Naciones Unidas.
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Articulo 19
1. La presente Convencién entrara en vigor el trigésimo dia a

partir de la fecha en que haya sido depositado el vigésimo séptimo
instrumento de ratificaciéon o de adhesién en poder del Secretario General
de las Naciones Unidas.

2. Para cada Estado que ratifique la presente Convencién o se
adhiera a ella después de haber sido depositado el vigésimo séptimo
instrumento de ratificacién o de adhesién, la Convencién entrara en vigor
el trigésimo dia a partir de la fecha en que tal Estado haya depositado su
instrumento de ratificacion o de adhesion.

Articulo 20

1. El Secretario General de las Naciones Unidas recibird y
comunicard a todos los Estados que sean o lleguen a ser partes en la
presente Convencidn los textos de las reservas formuladas por los Estados
en el momento de la ratificacién o de la adhesién. Todo Estado que tenga
objeciones a una reserva notificara al Secretario General que no la acepta,
y esta notificacién deberd hacerse dentro de los noventa dias siguientes a
la fecha de la comunicacién del Secretario General.

2. No se aceptard ninguna reserva incompatible con el objeto y
el propésito de la presente Convencién, ni se permitird ninguna reserva
que pueda inhibir el funcionamiento de cualquiera de los o6rganos
establecidos en virtud de la presente Convencién. Se considerara que una
reserva es incompatible o inhibitoria si, por lo menos, las dos terceras partes
de los Estados partes en la Convencién formulan objeciones a la misma.

3. Toda reserva podra ser retirada en cualquier momento,
envidndose para ello una notificacion al Secretario General. Esta
notificaciéon surtird efecto en la fecha de su recepcion.

Articulo 21

Todo Estado parte podra denunciar la presente Convencién
mediante notificacién dirigida al Secretario General de las Naciones
Unidas. La denuncia surtird efecto un afio después de la fecha en que el
Secretario General haya recibido la notificacién.
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Articulo 22

Toda controversia entre dos o mas Estados partes con respecto a la
interpretaciéon o a la aplicaciéon de la presente Convencién, que no se
resuelva mediante negociaciones o mediante los procedimientos que se
establecen expresamente en ella, serd sometida a la decisién de la Corte
Internacional de Justicia a instancia de cualquiera de las partes en la
controversia, a menos que éstas convengan en otro modo de solucionarla.

Articulo 23

1. Todo Estado parte podréd formular en cualquier tiempo una
demanda de revision de la presente Convencién por medio de
notificacién escrita dirigida al Secretario General de las Naciones Unidas.

2. La Asamblea General de las Naciones Unidas decidira sobre
las medidas que deban tomarse, si hubiere lugar, respecto a tal demanda.

Articulo 24

El Secretario General de las Naciones Unidas comunicara a todos
los Estados mencionados en el parrafo 1 del articulo 17 supra:

a) Las firmas, ratificaciones y adhesiones conformes con lo
dispuesto en los articulos 17 y 18;

b) La fecha en que entre en vigor la presente Convencidn,
conforme a lo dispuesto en el articulo 19;

¢) Las comunicaciones y declaraciones recibidas en virtud de los
articulos 14, 20 y 23;

d) Las denuncias recibidas en virtud del articulo 21.

Articulo 25

1. La presente Convencién, cuyos textos en chino, espafiol,
francés, inglés y ruso son igualmente auténticos, serd depositada en los
archivos de las Naciones Unidas.

2. El Secretario General de las Naciones Unidas enviara copias
certificadas de la presente Convencién a todos los Estados pertenecientes a
cualquiera de las categorias mencionadas en el parrafo 1 del articulo 17 supra.
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Capitulo Il

Estado de ratificaciones de la Convencidén
Internacional sobre la Eliminacion de
todas las Formas de Discriminacion
Racial en América Latinay el Caribe

Segun el articulo 19 (1) de la Convencion, ésta entrard en vigor el
trigésimo dia a partir de la fecha en que haya sido depositado el vigésimo
séptimo instrumento de ratificaciéon o de adhesioén en poder del Secretario
General de las Naciones Unidas. El vigésimo séptimo instrumento de
ratificacién o adhesion fue depositado en poder del Secretario General el 5
de diciembre de 1968. La Convencién entré en vigor 30 dias después, es
decir, el 4 de enero de 1969. De acuerdo con el mismo articulo, para cada
Estado que ratifique la presente Convencién o se adhiera a ella después
de haber sido depositado el vigésimo séptimo instrumento de ratificacién
o de adhesién, la Convencién entrard en vigor el trigésimo dia a partir de
la fecha en que tal Estado haya depositado su instrumento de ratificacién
o de adhesion.
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Cuadro 1.1
ESTADO DE RATIFICACIONESf DE LA CONVENCION INTERNACIONAL
SOBRE LA ELIMINACION DE TQDAS LAS FORMAS DE
DISCRIMINACION RACIAL EN AMERICA LATINA'Y EL CARIBE

Fecha de lafirma

Fecha de recibo del
instrumento de
ratificacion / adhesion
(a) / sucesion (s)

Fecha de entrada
en vigor parael
Estado Parte

Antigua y Barbuda

25 octubre 1988 s

1 noviembre 1981

Argentina 13 julio 1967 2 octubre 1968 4 enero 1969
Bahamas 5 agosto 1975 s 10 julio 1973
Barbados 8 noviembre 1972 a 8 diciembre 1972
Belice 6 septiembre 2000 14 noviembre 2001 14 diciembre 2001
Bolivia 7 junio 1966 22 septiembre 1970 22 octubre 1970
Brasil 7 marzo 1966 27 marzo 1968 4 enero 1969
Chile 3 octubre 1966 20 octubre 1971 19 noviembre 1971
Colombia 23 marzo 1967 2 septiembre 1981 2 octubre 1981
Costa Rica 14 marzo 1966 16 enero 1967 4 enero 1969
Cuba 7 junio 1966 15 febrero 1972 16 marzo 1972
Dominica
Ecuador 22 septiembre 1966 a 4 enero 1969
El Salvador 30 noviembre 1979 a 30 diciembre 1979
Granada 17 diciembre 1981
Guatemala 8 septiembre 1967 18 enero 1983 17 febrero 1983
Guyana 11 diciembre 1968 15 febrero 1977 17 marzo 1977
Haiti 30 octubre 1972 19 diciembre 1972 18 enero 1973
Honduras 10 octubre 2002 a 9 noviembre 2002
Jamaica 14 agosto 1966 4 junio 1971 4 julio 1971
México 1 noviembre 1966 20 febrero 1975 22 marzo 1975
Nicaragua 15 febrero 1978 a 17 marzo 1978
Panama 8 diciembre 1966 16 agosto 1967 4 enero 1969
Paraguay 13 septiembre 2000 18 agosto 2003 17 septiembre 2003
Pera 22 julio 1966 29 septiembre 1971 29 octubre 1971
Republica 25 mayo 1983 a 24 junio 1983
Dominicana
San Kitts y Nevis
Santa Lucia 14 febrero 1990 s 22 febrero 1979
San Vicente y las 9 noviembre 1981 a 9 diciembre 1981
Granadinas
Surinam 15 marzo 1984 s 25 noviembre 1975
Trinidad y Tabago 9 junio 1967 4 octubre 1973 3 noviembre 1973
Uruguay 21 febrero 1967 30 agosto 1968 4 enero 1969
Venezuela 21 abril 1967 10 octubre 1967 4 enero 1969
Fuente: Naciones Unidas (Oficina de Asuntos Juridicos y Oficina del Alto Comisionado para los Derechos Humanos):

Pagina web oficial de “United Nations Treaty Collection, Status of Multilateral Treaties Deposited “with the Secretary-
General, Chapter IV (http://untreaty.un.org) y Pagina web oficial de la Oficina del Alto Comisionado para los Derechos
Humanos, Base de Datos de los Organos de Tratado (http://www.ohchr.org).

* Ratificaciones a fecha 1 de junio de 2006.
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Capitulo IlI

Observaciones finales del Comité para la
Eliminacidén de la Discriminacion
Racial sobre paises de América
Latinay el Caribe

A. AméricalLatinay el Caribe de habla hispana

1. ARGENTINA

Comité para la Eliminacién de la Discriminacién Racial
CERD/C/65/CO/1, 10 de diciembre de 2004

1. El Comité examind en sus sesiones 1656 y 1657%
(CERD/C/SR.1656 y 1657), celebradas los dias 10 y 11 de agosto de 2004,
los informes periddicos 16°, 17° y 18° de la Argentina, que debian
presentarse el 4 de enero de 2000, 2002 y 2004 respectivamente, y que se
presentaron refundidos en un solo documento (CERD/C/476/Add.2). En
su 1668 sesiéon (CERD/C/SR.1668), celebrada el 18 de agosto de 2004, el
Comité aprob¢ las siguientes observaciones finales.
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A. Introduccién

2. El Comité acoge con satisfaccién el puntual informe del
Estado Parte y la informaciéon adicional que la delegacion facilit6
oralmente y por escrito.

3. El Comité reconoce la dificil situaciéon econdmica
experimentada recientemente por el Estado Parte.

4. Aunque el Comité acoge con satisfaccion los esfuerzos
realizados por el Estado Parte para cumplir las directrices del Comité
relativas a la presentacién de informes, sefiala que en el informe no se han
tratado algunos de los motivos de preocupacion y de las recomendaciones
formuladas en las anteriores observaciones finales del Comité.

B. Aspectos positivos

5. El Comité celebra la entrada en vigor en enero de 2004 de la
Ley de inmigracion N°25871, que sustituye a la anterior Ley de
inmigracion N° 22439 y que dispone, entre otras cosas, lo siguiente:

a) El derecho a migrar como derecho esencial e inalienable;

b) El acceso de los migrantes a derechos basicos como la educaciéon
y la salud, independientemente de su condicién de migrantes;

¢) Los migrantes tinicamente pueden ser expulsados en virtud de
una orden judicial; y

d) La tipificacion del delito de trata de seres humanos.

6. El Comité acoge con satisfacciéon la labor en curso del Estado
Parte para elaborar un Plan Nacional contra la Discriminacién, la
Xenofobia y otras formas de Intolerancia, con el apoyo del PNUD vy el
ACNUDH, como medida de seguimiento de la Declaracién y Programa
de Accién de Durban, y en particular celebra el proceso altamente
participativo en que se estd elaborando el plan.

7. El Comité acoge también con satisfaccion la reciente firma
por el Estado Parte de la Convencién Internacional sobre la proteccién de
los derechos de todos los trabajadores migratorios y de sus familiares y
las seguridades dadas por el representante del Estado Parte de que esta
prevista su ratificacion.

C. Motivos de preocupacién y recomendaciones

8. Al Comité le preocupa la falta de datos estadisticos en el
informe del Estado Parte sobre la composiciéon demografica de la
poblaciéon. El Comité recuerda que esa informacién es necesaria para
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evaluar la aplicaciéon de la Convencién y supervisar las politicas en favor
de las minorias y los pueblos indigenas.

El Comité pide al Estado Parte que publique los resultados del
censo de 2001 que, entre otras cosas, recogié informacién sobre los
pueblos indigenas, y que finalice lo antes posible el estudio
complementario de 2003 sobre los pueblos indigenas. Ademas, a la
luz del parrafo 8 de las directrices relativas a la presentacién de
informes y de las Recomendaciones generales N° IV y N° XXIV, el
Comité recomienda que el Estado Parte incluya en su préximo
informe periédico informacién sobre la composicién demografica
de la poblacién, en particular sobre los pueblos indigenas y las
minorias, como los argentinos de origen africano y los romanies.

9. El Comité lamenta que en el informe del Estado Parte no se
facilite informacién suficiente sobre denuncias por actos de
discriminacién racial ni sobre las correspondientes acciones judiciales
emprendidas por las victimas y en su nombre, en particular las supuestas
denuncias de ataques racistas violentos y actos de brutalidad policial
cometidos por motivos raciales.

El Comité pide al Estado Parte que incluya en su préximo informe
periddico informacion estadistica desglosada sobre las investigaciones
y las causas instruidas y sobre las penas impuestas por delitos
relacionados con la discriminacién racial y en los que se hayan
aplicado las disposiciones pertinentes del derecho interno, en
particular ataques racistas violentos y presuntos delitos cometidos
por funcionarios encargados de la aplicacién de la ley. A este
respecto, el Comité recuerda su Recomendacién general N°XIII
relativa a la formacién de los funcionarios encargados de la
aplicacién de la ley en cuanto a la protecciéon de los derechos
humanos y alienta al Estado Parte a mejorar la formacién de los
funcionarios encargados de la aplicaciéon de la ley a fin de aplicar
plenamente las normas de la Convencién.

10.  Aunque alentado por el hecho de que el Instituto Nacional
contra la Discriminacién, la Xenofobia y el Racismo (INADI) fuera
reconocido como oérgano auténomo en 2002, el Comité observa con
preocupacion que su financiacién se ha reducido drésticamente.

El Comité recomienda que el Estado Parte tome medidas apropiadas
para mejorar el funcionamiento del INADI, aumentar su eficacia en
la supervision de todas las tendencias que puedan dar lugar a
comportamientos racistas y xenéfobos, combatir todas las formas de
discriminacién racial e investigar las denuncias a este respecto.
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11.  Aunque el Comité acoge con satisfacciéon la nueva Ley de
inmigracién N° 25871, observa que todavia deben adoptarse las medidas
necesarias para su aplicacion.

El Comité exhorta al Estado Parte a adoptar sin demora medidas
para aplicar la ley, teniendo plenamente en cuenta el principio de
no discriminaciéon. Ademas, el Comité recomienda que el Estado
Parte emprenda una campafia puablica de informaciéon y
sensibilizacién y vele por que se impartan cursos de formacién en
todos los organismos gubernamentales nacionales, provinciales y
municipales sobre los cambios que introduce la nueva ley.

12. Aunque el Comité acoge con satisfaccion los esfuerzos del
Estado Parte para elaborar un Plan Nacional contra la Discriminacién, la
Xenofobia y otras formas de Intolerancia, se percata de las dificultades
que pueden surgir durante su aplicacién.

El Comité recomienda que el Estado Parte fomente el apoyo al plan
en los ambitos nacional y provincial, dedique recursos financieros
suficientes para su cumplimiento y se asegure de que el plan forme
parte integrante de otros mecanismos de aplicacién de los derechos
humanos en la Argentina y se traduzca en politicas efectivas.

13.  Aunque toma nota con satisfaccién de las seguridades dadas
por el Estado Parte en relacién con su plan para intensificar la formacién
en derechos humanos de los funcionarios de fronteras y de inmigracion,
al Comité le preocupan los casos comunicados de devolucién de
refugiados y los procedimientos presuntamente injustos seguidos para
determinar el estatuto de refugiado. A este respecto, el Comité observa
que, aunque el Estado Parte se esfuerza generalmente por cumplir las
normas de la Convencién sobre el Estatuto de los Refugiados, aunque
dentro de un marco legislativo mas limitado, no existe una ley global
relativa a la proteccion de los refugiados. Ademas, el Comité sefala que
no se ha proporcionado informacién sobre la existencia de politicas y
programas para facilitar la integracién socioeconémica de los refugiados y
los solicitantes de asilo en el Estado Parte.

El Comité exhorta al Estado Parte a que aumente sus esfuerzos para
cumplir plenamente el parrafo b) del articulo 5 de la Convencién y
respetar el principio de no devolucién y para mejorar las
condiciones de proteccién y las salvaguardias en el caso de los
refugiados, en particular facilitando servicios de interpretacion,
especialmente en los aeropuertos y en otros puntos fronterizos.
También insta al Estado Parte a aprobar nuevas leyes que
determinen los requisitos para obtener el estatuto de refugiado y
los derechos de los refugiados y que especifiquen los procedimientos
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de determinacién del estatuto de refugiado y el derecho a interponer
recurso. El Comité recomienda que el Estado Parte facilite en su
proximo informe periédico mas informacién a este respecto.

14. Al Comité le preocupa la informacién recibida sobre trata de
migrantes, especialmente de mujeres migrantes explotadas como
trabajadoras sexuales.

El Comité insta al Estado Parte a elaborar politicas amplias y a
asignar recursos suficientes para prevenir, investigar y castigar esos
delitos, asi como a prestar asistencia y apoyo a las victimas, y
recomienda que el Estado Parte facilite en su préximo informe
periédico mas informacién sobre la vulnerable situacién de las
mujeres migrantes e indigenas.

15. Al Comité le preocupan los incidentes de incitacién al odio
racial y la propaganda racista en los medios de informacién, incluso en
Internet.

El Comité recuerda que el articulo 4 de la Convencién es aplicable
al fenémeno del racismo en los medios de informacion, incluida
Internet, y que el principio fundamental del respeto de la dignidad
humana exige que todos los Estados luchen contra la propagacion del
odio racial y la incitacién al odio racial. Recomienda al Estado Parte
que tome las medidas necesarias para combatir la propaganda
racista en los medios de informacién y que proporcione en su
proximo informe periédico informacién sobre la evolucién de la
situacién y las medidas adoptadas al respecto.

16. Al Comité le preocupa que el Estado Parte no haya
promulgado las leyes necesarias para aplicar el Convenio N° 169 de la
OIT, de 1989, sobre pueblos indigenas y tribales. El Comité observa
ademas las dificultades sefialadas para el reconocimiento de la
personalidad juridica de los pueblos indigenas, la proteccién insuficiente
en la practica de la propiedad y la tenencia de los pueblos indigenas sobre
las tierras ancestrales y la consiguiente disminucién de la capacidad de los
pueblos indigenas para practicar sus creencias religiosas.

A la luz de su Recomendacién general N° XXIII, el Comité insta al
Estado Parte a que aplique plenamente el Convenio N° 169 de la OIT;
adopte, en consulta con los pueblos indigenas, una politica general
de tenencia de la tierra y procedimientos juridicos efectivos para
reconocer los titulos de propiedad de la tierra de los pueblos indigenas
y demarcar sus territorios; adopte medidas para salvaguardar los
derechos de los indigenas sobre sus tierras ancestrales, especialmente
los lugares sagrados, e indemnice a los pueblos indigenas por la
desposesion de sus tierras; garantice el acceso a la justicia, reconozca



36 ARGENTINA

efectivamente la personalidad juridica de los pueblos indigenas y
sus comunidades en su forma de vida tradicional y respete la
importancia especial de la cultura y los valores espirituales de los
pueblos indigenas en su relacién con la tierra.

17. Al Comité le sigue preocupando la insuficiente informacién
proporcionada por el Estado Parte sobre la representacion de los pueblos
indigenas y las minorias en la administracién ptblica federal, provincial y
municipal, la policia, el sistema judicial, el Congreso y otras instituciones
publicas.

El Comité pide al Estado Parte que incluya en su préximo informe
periédico informacién detallada sobre la representacion de los pueblos
indigenas y los grupos minoritarios en la administracién publica.

18.  El Comité observa que todavia no se ha creado el Consejo
Coordinador de los Pueblos Indigenas Argentinos, previsto por la Ley
N° 23302 para representar a los pueblos indigenas en el Instituto Nacional
de Asuntos Indigenas.

El Comité recuerda su Recomendaciéon general N° XXIII relativa a
los derechos de las poblaciones indigenas, en la que exhorta a los
Estados Partes a no adoptar decision alguna directamente
relacionada con los derechos e intereses de las poblaciones
indigenas sin su consentimiento informado, e insta al Estado Parte
a crear el Consejo lo antes posible y a asignar fondos suficientes
para el funcionamiento efectivo del Consejo y del Instituto.

19.  El Comité lamenta que, a pesar de los esfuerzos del Estado
Parte, no se respete plenamente en la practica el derecho reconocido por la
Constitucién a una educacién bilingiie e intercultural para los pueblos
indigenas. Toma nota con preocupacién de las alegaciones de que no se
da formacién adecuada a los profesores indigenas, de la discriminacién a
que hacen frente y de las insuficientes medidas para preservar los idiomas
indigenas e incluir la historia y cultura de los pueblos indigenas en el
programa escolar.

El Comité recomienda que el Estado Parte adopte todas las
medidas necesarias para garantizar, en consulta con las
comunidades indigenas, una educaciéon bilingtie e intercultural
para los pueblos indigenas con pleno respeto de su identidad
cultural, idiomas, historia y cultura, teniendo también en cuenta la
importancia mas amplia de la educacién intercultural para la
poblacién en general. El Comité recomienda ademas que se imparta
una formacién adecuada a los profesores indigenas y se adopten
medidas efectivas para combatir todas las formas de discriminacién
contra ellos. El Comité pide también al Estado Parte que proporcione
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informacién sobre el namero y el porcentaje de nifios indigenas que
asisten a escuelas de ensefianza primaria y secundaria, incluidas las
escuelas bilingiies.

20. El Comité reitera su preocupacién ante el hecho de que el
Estado Parte no haya proporcionado informacién sobre el grado en que
los pueblos indigenas ejercen sus derechos econdémicos, sociales y
culturales, especialmente a la luz de la reciente crisis econémica y social.
Reitera también su preocupacion por la falta de un sistema de seguridad
social que tenga en cuenta las necesidades especificas de los pueblos
indigenas.

El Comité reitera su peticion al Estado Parte de que incluya
informacién detallada sobre estas cuestiones en su préximo
informe periédico, en particular las medidas adoptadas para
garantizar el disfrute efectivo de los derechos econdémicos,
culturales y sociales.

21. El Comité sigue preocupado por la lentitud de las
actuaciones judiciales en relacién con los atentados contra la Embajada de
Israel y la Asociacion Mutual Israelita Argentina que tuvieron lugar en
Buenos Aires en 1992 y 1994.

El Comité recomienda que, de conformidad con el articulo 6 de la
Convencioén, el Estado Parte finalice con cardcter de urgencia el
procedimiento a fin de cumplir su obligacién de garantizar el
derecho a obtener reparacioén e indemnizacién justa y adecuada por
los dafios sufridos como consecuencia de una violaciéon de los
derechos humanos.

22.  El Comité senala las reiteradas seguridades dadas por el
Estado Parte de que estd completando las medidas preparatorias para
formular la declaracién facultativa prevista en el articulo 14 de la
Convencién e insta al Estado Parte a que concluya lo antes posible esas
medidas y efectte dicha declaracién.

23.  El Comité recomienda al Estado Parte que, al preparar su
proximo informe periédico, consulte a las organizaciones de la sociedad
civil que participan en la lucha contra la discriminacién racial.

24. El Comité recomienda que se difundan los informes del
Estado Parte tan pronto como se presenten y que se publiquen asimismo
las observaciones del Comité al respecto.

25.  El Comité recomienda encarecidamente que el Estado Parte
ratifique la enmienda al parrafo 6 del articulo 8 de la Convencién, aprobada
el 15 de enero de 1992 en la 14* Reunién de los Estados Partes en la
Convencién y ratificada por la Asamblea General en su resolucién 47/111.
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A este respecto, el Comité se remite a la resolucién 57/194 de la
Asamblea General, en la que ésta inst6 encarecidamente a los Estados
Partes a que acelerasen sus procedimientos internos de ratificacién de la
enmienda y a que con prontitud notificasen por escrito al Secretario
General que la aceptaban. El llamamiento ha sido reiterado por la
Asamblea General en su resolucién 58/160.

26. El Comité recomienda que el Estado Parte presente sus
informes periédicos 19°y 20° el 4 de enero de 2008 y que trate en ellos
todas las cuestiones planteadas en las presentes observaciones finales.

khkhkkkhkrkk

Comité para la Eliminacién de la Discriminacién Racial
CERD/C/304/ Add.112, 27 de abril de 2001

1. El Comité examiné el 15° informe periédico de la Argentina
(CERD/C/338/Add.9), que debia presentarse el 4 de enero de 1998, en
sus sesiones 1439% y 1440* (CERD/C/SR.1439 y 1440), celebradas los dias
6y 7 de marzo de 2001. En su 1457% sesién (CERD/C/SR.1457), celebrada
el 19 de marzo de 2001, aprob¢ las siguientes observaciones finales.

A. Introduccion

2. El Comité celebra la presentaciéon del informe de la
Argentina y agradece la informacién complementaria y actualizada
suministrada por la delegacién verbalmente y por escrito, asi como las
detalladas y francas respuestas a las preguntas y los comentarios
formulados por los miembros del Comité.

B. Factores y dificultades que obstaculizan la aplicacion
de la Convencion

3. El Comité observa que la Argentina contintia atravesando
una dificil situacién econémica. Esta situacién afecta de manera especial a
sectores vulnerables de la poblacién, como los grupos indigenas y los
inmigrantes de paises limitrofes, muchos de los cuales estan
indocumentados. Esta situacién econémica también acarrea importantes
limitaciones presupuestarias para los organismos gubernamentales
encargados de combatir la discriminacién racial y adoptar medidas en
favor de los grupos méas vulnerables.
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C. Aspectos positivos
4. El Comité acoge con satisfaccion las medidas encaminadas al

fortalecimiento del Instituto Nacional contra la Discriminacién, la
Xenofobia y el Racismo (INADI). También celebra las actividades
realizadas por éste, como la organizacién de seminarios de formacién
para profesores de enseflanza primaria y secundaria tendientes a la
valorizacién del pluralismo, los cursos de formacién para funcionarios
encargados de hacer cumplir la ley, las camparias publicitarias en los
medios de comunicacién y el establecimiento de un mecanismo para la
recepciéon de denuncias y de mediacion e intervencién ante los érganos de
justicia en relacién con ellas.

5. El Comité acoge con agrado las medidas encaminadas a
otorgar mayor autonomia al Instituto Nacional de Asuntos Indigenas, a
fortalecer su capacidad y a elaborar un plan nacional para los pueblos
indigenas. El Comité toma nota con interés de los avances logrados hasta
la fecha por el Instituto en el marco del programa destinado a conseguir la
transferencia de tierras y propiedades ancestrales a las comunidades
indigenas que las han ocupado tradicionalmente.

6. El Comité celebra la reciente ratificacién por la Argentina del
Convenio sobre Pueblos Indigenas y Tribales en Paises Independientes
(Convenio N° 169 de la Organizacién Internacional del Trabajo).

D. Motivos de preocupacién y recomendaciones

7. El Comité observa que los planes del Gobierno de realizar un
censo actualizado en el que, entre otras cosas, se tendria en cuenta la
informacién sobre la pertenencia a un pueblo indigena, no cuenta con los
recursos suficientes. El Comité alienta al Gobierno a que adopte las
medidas necesarias para realizar el censo lo antes posible.

8. El Comité observa la ausencia en el informe peridédico de
informacién detallada acerca de la representacion de los pueblos
indigenas en los cargos publicos a nivel federal y provincial, la policia, la
justicia y el Congreso. También observa la falta de datos que ayuden a
apreciar el grado de disfrute de los derechos econémicos, sociales y
culturales por parte de estos sectores de la poblacién. El Comité reitera su
solicitud de que el Estado Parte incluya en su préximo informe periédico
informacion detallada sobre los aspectos mencionados.

9. El Comité toma nota con preocupacion de la afirmacién del
Estado Parte en el sentido de que los territorios donde se encuentran
asentadas comunidades indigenas coinciden con las zonas de mayor
indice de necesidades basicas insatisfechas, y que los indices de pobreza y
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desempleo de la poblacién indigena y de otros sectores vulnerables se han
incrementado como consecuencia de la crisis econémica. El Comité
recomienda que el Estado Parte adopte medidas para paliar esta situacién
y que le mantenga informado al respecto.

10.  El Comité también toma nota con preocupaciéon de que, a
pesar de los avances logrados en la practica de mantener consultas y
solicitar la participacién de los pueblos indigenas en las decisiones que les
afectan con miras a obtener su acuerdo, atin existen situaciones en las que
la consulta y la participaciéon no se producen. El Comité recomienda que el
Estado Parte encuentre los medios y arbitrios para facilitar esa participacion.

11.  Asimismo, el Comité toma nota con preocupacién de las
dificultades que se plantean en algunos casos para llevar a cabo la
transferencia de tierras y propiedades ancestrales a los pueblos indigenas,
debido principalmente a la existencia de titulos de propiedad de
particulares, asi como a conflictos de competencia entre los gobiernos
nacional y provinciales. El Comité recuerda las disposiciones pertinentes
previstas en su Recomendacién general XXIII y recomienda que se tomen
medidas para superar esas dificultades.

12.  El Comité toma nota con preocupaciéon de la falta de un
sistema de seguridad social que tome en cuenta las necesidades
especificas de los pueblos indigenas y recomienda la adopciéon de
medidas en ese sentido.

13.  Preocupa al Comité la existencia de actitudes xenoéfobas
contra inmigrantes, principalmente de paises limitrofes, solicitantes de
asilo y descendientes de africanos. Esas actitudes, que se manifiestan
incluso en algunos de los medios de comunicacién, parecen haber
aumentado como resultado de la actual crisis econémica y han dado
lugar, en algunas ocasiones, a incidentes violentos. El Comité recomienda
que el Estado Parte se mantenga vigilante respecto de esas actitudes e
incidentes y tome medidas apropiadas para hacer frente a ellos.

14. El Comité toma nota con preocupacién de las dificultades
con que tropiezan los inmigrantes, principalmente de paises vecinos, para
sufragar los gastos de obtencién de los documentos de residencia, asi
como los tramites de inmigracién lentos y excesivamente burocraticos, y
recomienda que el Estado Parte tome medidas al respecto, incluidas
medidas de asesoramiento gratuito. El Comité recomienda, en particular,
que el proyecto de ley de migraciones actualmente en examen incluya
disposiciones para superar los problemas sefialados.

15.  El Comité lamenta la lentitud de los procesos seguidos en
relacién con los atentados antisemitas de 1992 y 1994, aunque observa los
progresos realizados, e insta a que dichos procesos concluyan cuanto antes.
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16. El Comité observa con preocupacion que ha habido
denuncias por actos de brutalidad policial cometidos con diferentes
pretextos en todo el pais por motivos de raza, color u origen étnico, por lo
que recomienda que en los cursos y seminarios que se organizan para dar
instruccién en temas de derechos humanos a miembros de la policia, las
fuerzas armadas y personal de inmigraciones y de instituciones
penitenciarias se preste particular atencion a la difusiéon y al
cumplimiento de la Convencién.

17.  El Comité observa las dificultades que tiene el INADI para
abarcar todo el territorio nacional en lo que se refiere a la recepcién y
tramitacion de denuncias por actos de discriminacién racial, por lo que
recomienda que se adopten medidas al respecto.

18.  El Comité pide que el Estado Parte incluya en su préximo
informe datos estadisticos sobre procesos judiciales llevados a cabo en la
Argentina por actos de racismo. También solicita informacién sobre las
conclusiones de la Comisiéon del Ministerio de Justicia encargada de
ajustar la legislacion interna a los instrumentos internacionales en lo que
se refiere a la Convencién.

19. El Comité recomienda que se publiquen los informes del
Estado Parte en el momento en que son sometidos al Comité y que se dé
amplia difusién a las observaciones finales del Comité al respecto.

20.  El Comité toma nota de los tramites iniciados en los érganos del
Ejecutivo con miras a formular la declaracién prevista en el articulo 14 de la
Convencion y alienta al Estado Parte a que esos tramites concluyan en breve.

21. El Comité recomienda que el Estado Parte ratifique las
enmiendas al parrafo 6 del articulo 8 de la Convencién aprobadas el 15 de
enero de 1992 en la 14° Reunién de Estados Partes.

22.  El Comité recomienda que el Estado Parte presente sus
informes periédicos 16° y 17° junto con el 18° informe periédico, que debe
presentarse el 4 de enero de 2004, y que en ellos se refiera a las cuestiones
planteadas en las presentes observaciones.

kkhkhkkkkkkk

Comité para la Eliminacion de la Discriminacién Racial
CERD/C/304/Add.39, 18 de septiembre de 1997

1. El Comité examiné los informes periédicos 11° a 14° de la
Argentina, presentados en un solo documento (CERD/C/299/Add.11),
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en sus sesiones 1228% y 12297, celebradas el 12 y el 13 de agosto de 1997, y
en sus sesiones 1240 y 1241%, celebradas el 20 y el 21 de agosto de 1997
adopto6 las observaciones finales que figuran a continuacion.

A. Introduccién

2. El Comité celebra la ocasién que se le ofrece de proseguir el
dialogo con el Estado Parte sobre la base de sus informes periédicos 11° a
14° y del documento basico. La informacién suministrada verbalmente
por la delegaciéon, asi como las respuestas a las muchas preguntas
planteadas por los miembros del Comité, han llenado las lagunas debidas
a la brevedad de los datos suministrados en el informe acerca de algunos
articulos de la Convencién y han permitido que el Comité tenga una idea
mas precisa sobre el estado de aplicacion de la Convencién en la Argentina.

B. Factores y dificultades que obstaculizan la aplicacion
de la Convencion

3. Se observa que la Argentina esta pasando por un periodo de
dificultades econémicas que hacen mads dificil la aplicacion de la
Convencién, en la medida en que entre las principales victimas del
desempleo y de la pobreza figuran integrantes de los pueblos indigenas y
las minorias étnicas.

C. Aspectos positivos

4. Se toma nota con satisfaccion de que los tratados
internacionales de derechos humanos, especialmente la Convencién,
prevalecen sobre las leyes del pais con arreglo al inciso 22 del articulo 75
de la Constituciéon de 1994 y que las disposiciones de la Convencién
pueden invocarse directamente ante los tribunales.

5. Se acoge como una medida positiva la creacién del cargo de
Defensor del Pueblo (ombudsman) en virtud de la Ley N° 24284, del 1° de
diciembre de 1993, como un érgano independiente encargado de proteger
los derechos e intereses de las personas y de las colectividades contra los
actos o las omisiones de la administracién ptblica nacional y que puede
iniciar investigaciones de oficio o a solicitud de una persona.

6. Se sefiala con satisfacciéon que, con arreglo al articulo 43 de la
Constitucién de 1994, puede interponerse un recurso de amparo contra
cualquier forma de discriminacién.

7. Algunas disposiciones constitucionales relativas a los
pueblos indigenas, introducidas durante la revisién de la Constitucién en
1994, constituyen un progreso notable. Tal es el caso, entre otras, de la
concesion de la personeria juridica a las comunidades aborigenes, la
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garantia del respeto a la identidad cultural de esas comunidades, la
posesion y la propiedad comunitaria de las tierras, la participacién de los
aborigenes en la gestion referida a los recursos naturales y a los demds
intereses que los afecten.

8. Se acoge con satisfaccién la creacién del Instituto Nacional
contra la Discriminacién, la Xenofobia y el Racismo, en el seno del
Ministerio del Interior, que conforme a la Ley N° 24515 de 28 de julio de
1995 tiene el objeto de elaborar politicas nacionales y medidas concretas
para combatir la discriminacién, la xenofobia y el racismo.

9. Se sefiala sobre todo que el Instituto Nacional contra la
Discriminacién, la Xenofobia y el Racismo ha tomado medidas importantes
en la esfera de la ensefianza bilingtie e intercultural, la promocién de
becarios indigenas al sistema educativo formal y de la asistencia financiera
con vistas a realizar proyectos para mejorar el nivel de vida de determinadas
comunidades. En particular, se celebran los proyectos ejecutados en practica
en la regioén del Chaco y los que se refieren a la etnia wichi.

10. Se acogen con satisfaccién las gestiones realizadas por el
Instituto Nacional de Asuntos Indigenas para conseguir la transferencia
de tierras y propiedades ancestrales a las comunidades aborigenes que
tradicionalmente las han ocupado, procediendo, de modo especial, en
colaboracién con las autoridades de las provincias, a la regularizacién de
los titulos de propiedad.

11.  En el marco del articulo 5 de la Convencién, se acogen con
satisfaccién la concertacion de un acuerdo bilateral con Bolivia para
normalizar la situacién de alrededor de 500.000 bolivianos en condiciones
de ilegalidad en la Argentina y la regularizacién de la situacién de
250.000 extranjeros en la Argentina con arreglo al Decreto N° 1033 /92.

12.  Se considera positiva la creaciéon del Comité de Elegibilidad
para los Refugiados y su estrecha colaboraciéon con la Oficina del Alto
Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados.

13.  Se considera positiva la aprobaciéon del Decreto N° 232/92,
que dejo sin efecto toda reserva por razones de Estado que existiera sobre
documentacion relacionada con criminales nazis, a fin de facilitar la
investigacién de quienes hubiesen hallado refugio en territorio argentino,
y la creaciéon en 1992 de una Comisién para aclarar las actividades de los
nazis en la Argentina.

14. Se toma nota con satisfaccion de la organizacién de
seminarios y de programas de formacién en materia de derechos
humanos y de prevencién de la discriminacion racial para los magistrados
y el personal del Servicio Penitenciario Federal.
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15. También se manifiesta gran interés en la ejecucién por el
Ministerio del Interior del Programa Nacional contra la Discriminacion,
encaminado a prestar apoyo a los programas propuestos por las
organizaciones no gubernamentales en la esfera de la educacién popular,
que contempla la posibilidad de recurrir a acciones urgentes para dar
respuesta inmediata al hecho discriminatorio.

D. Principales motivos de preocupacion

16. Se lamenta la falta de informacién acerca de Ila
representaciéon de las poblaciones indigenas y de las otras minorias
étnicas en los cargos publicos, la policia, la justicia, el Congreso y, mas
generalmente, en la vida socioeconémica del pais, en la medida en que
ello obstaculiza una evaluacién completa por el Comité de la aplicacién
de las disposiciones de la Convencién respecto de esas poblaciones.

17.  Se toma nota con satisfaccion de que la Ley N° 23592 de 1988
considera el movil racial una circunstancia agravante de diversos delitos
reprimidos con arreglo al derecho penal, pero se lamenta que no se haya
aplicado plenamente lo dispuesto en el articulo 4 de la Convencién para
tipificar como delitos los distintos actos contemplados en ese articulo
como la difusién de ideas racistas y la propaganda racista, la incitaciéon a
la discriminacién racial, la violencia racial y la formacién de
organizaciones racistas.

18.  Se lamenta la brevedad de las informaciones suministradas
acerca de la aplicacion de las disposiciones del articulo 5 de la
Convencion, y se constata la discriminacién que sufren los integrantes de
las poblaciones indigenas y de las minorias en el disfrute de ciertos
derechos, sobre todo los previstos en los incisos i), iv) y v) del apartado e)
del articulo 5 de la Convencion.

19. En lo que respecta a la transferencia de las tierras y
propiedades ancestrales a las comunidades aborigenes, se toma nota con
preocupacion de que los problemas subsisten en la practica y de que, en
ciertos casos, enormes dificultades, a menudo ocasionadas por los
propietarios de las tierras, retrasan la transferencia. También se sefiala con
inquietud que algunas comunidades han sido objeto de intimidacién y
presion para que renuncien a la reivindicacion de esas tierras. Ademas, se
lamenta que no se haya suministrado informacién acerca de los
procedimientos de consulta de las comunidades indigenas durante el
proceso de transferencia de las tierras.

20. Se lamenta que subsista una falta de informacién acerca de
los recursos presentados, las sentencias dictadas y las medidas de
reparacion ordenadas por actos de racismo, asi como acerca de los
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recursos de amparo presentados a raiz de actos de discriminacién.
Esta falta de informacién impide al Comité determinar en qué medida se
ha aplicado efectivamente en la Argentina el articulo 6 de la Convencién,
y evaluar la funcién y las posibles deficiencias de la autoridad judicial en
este dmbito.

E. Sugerencias y recomendaciones

21.  El Comité recomienda que en el préoximo informe periédico
se dé mas informacién sobre el estatuto, la composicion y las actividades
del Instituto Nacional contra la Discriminacién, la Xenofobia y el Racismo,
el Instituto Nacional de Asuntos Indigenas y la ejecucién del Programa
Nacional contra la Discriminacién.

22.  El Comité pide al Estado Parte que en su préximo informe
periédico incluya toda la informacién disponible sobre la situaciéon
socioecondmica de los miembros de las comunidades indigenas y de las
minorias étnicas, principalmente sobre su participacién en la vida politica
y econdmica del pais, asi como su representaciéon ante las
administraciones, federal y provinciales. También pide al Estado Parte
que en su proximo informe suministre informacién precisa acerca del
ejercicio de todos los derechos previstos en el articulo 5 de la Convencién
respecto de todos los habitantes de la Argentina. A este respecto, el
Comité sefiala a la atencién del Estado Parte la necesidad de establecer
indicadores para evaluar las politicas y programas encaminados a la
protecciéon y promocion de los derechos de las poblaciones vulnerables.

23.  El Comité insta encarecidamente al Estado Parte a cumplir la
obligacién que le corresponde, con arreglo al articulo 4 de la Convencién
de declarar como acto punible por ley la difusién de ideas racistas y la
propaganda racista, la incitacién a la discriminacién racial, la violencia
racial y la formacién de organizaciones racistas.

24. En lo que se refiere a la transferencia de tierras a las
comunidades indigenas, el Comité recomienda que las autoridades
locales y federales, incluidas las autoridades judiciales, sigan de cerca la
aplicacién de las disposiciones tomadas a este respecto a fin de prevenir y
combatir todo posible incumplimiento de estas disposiciones. Invita al
Estado Parte a que le informe de manera integral acerca de esta cuestion
en su préoximo informe periédico, precisando la medida en que se ha
consultado a las poblaciones indigenas durante este proceso. En este
contexto, se sefiala a la atencion del Estado Parte la Recomendacion
general del Comité N° XXIII sobre las poblaciones indigenas.

25.  El Comité recomienda que en el 15° informe periédico del
Estado Parte se incluya informacién acerca del nimero y la situacién de
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los refugiados e inmigrantes en la Argentina, asi como del régimen
juridico aplicable a ellos.

26.  Recordando su decisién N° 3 (45), de 16 de agosto de 1994, el
Comité invita al Estado Parte a tomar todas las medidas en su poder para
dar curso a los procedimientos relacionados con los atentados antisemitas
de 1992 y 1994, y senala a su atencién a este respecto el apartado a) del
articulo 5y el articulo 6 de la Convencién.

27.  En lo que respecta al articulo 6 de la Convencién, el Comité
recomienda que el préximo informe periédico de la Argentina contenga
informacién especifica acerca de los recursos presentados, las sentencias
dictadas y las medidas de reparacién ordenadas por actos de racismo.

28.  En el marco de la aplicacién del articulo 7 de la Convencién,
el Comité recomienda que el Estado Parte tome todas las medidas
necesarias para asegurar la formacién y la educacién en materia de
derechos humanos y de prevenciéon de la discriminacién racial de los
funcionarios encargados de la aplicacién de las leyes, de los educadores y
de los estudiantes.

29. El Comité recomienda que se publiquen y difundan
ampliamente entre la poblacién los informes periddicos 11° a 14° del
Estado Parte, asi como las presentes observaciones finales.

30.  El Comité recomienda que el Estado Parte ratifique, lo antes
posible, las enmiendas al parrafo 6 del articulo 8 de la Convencién
aprobadas en la 14® reunién de los Estados Partes.

31. Se toma nota de que el Estado Parte no ha hecho la
declaraciéon prevista en el articulo 14 de la Convencién y que algunos
miembros del Comité han pedido que se estudie la posibilidad de hacerla.

32.  El Comité recomienda que el préoximo informe periédico del
Estado Parte, previsto para el 5 de enero de 1998, actualice la informacién y
aborde todas las cuestiones planteadas en las presentes observaciones finales.

kkhkkkkkkrkk

Comité para la Eliminacion de la Discriminacién Racial
Informe sobre el cuadragésimo sexto periodo de sesiones
Suplemento No. 18 (A/46/18), 1992

48.  El décimo informe periédico de Argentina (CERD/C/172/
Add. 18) fue examinado por el Comité en sus sesiones 892a. y 8%a.,
celebradas los dias 6 y 7 de mayo de 1991 (véanse CERD/C/SR.892 y SR.894).
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49.  El informe fue presentado por el representante del Estado
Parte, quien declar6 que la Argentina tenfa una larga tradiciéon
republicana en la cual la igualdad de oportunidades se consideraba la
base de todos los aspectos de la vida publica. La Constitucién garantizaba
la igualdad de trato a todos los ciudadanos, independientemente de su
raza u origen, y no dejaba espacio para la discriminacién. La Argentina se
enorgullecia de sus raices indigenas y reconocia en su cultura aborigen un
elemento esencial de su realidad como nacién. El préximo censo nacional,
que se realizarfa el 14 de mayo de 1991, permitirfa saber con exactitud la
cantidad de habitantes indigenas, sin lugar a dudas ni malentendidos.
Como la mayoria de los paises latinoamericanos, Argentina estaba
pasando por una grave crisis econémica que hacia dificil acceder a los
justos reclamos de los ciudadanos y plasmar en realidad el principio
de la igualdad de oportunidades. La Argentina habia rechazado
constantemente el régimen segregacionista de Sudafrica, negandose a
comerciar con ese pais mientras no finalizara de una vez y para siempre el
oprobioso sistema de apartheid, concediera a cada ciudadano sudafricano
los mismos derechos civiles y politicos, permitiéndole gozar de todos sus
derechos econémicos, sociales y culturales. La Argentina habia
denunciado enérgicamente las distintas formas de discriminacién que
sufren los trabajadores palestinos en los territorios drabes ocupados por
Israel y se habia sumado a quienes denunciaban la violacién de los
derechos humanos de las minorias, como en el caso de los kurdos.

50. La politica del Gobierno para con la poblacién indigena
otorgaba maxima prioridad a la promocién de los intereses de los
indigenas, dentro de las limitaciones que imponia la situacién actual del
pais. Mediante la aplicacion de esa politica se proponia mejorar la
situacién de las comunidades indigenas, en particular los guaranies, que
vivian en la provincia de Misiones, en las esferas socioeconémica,
sanitaria y cultural. El Gobierno de la Argentina estaba decidido, como
parte de su politica de justicia social, a preservar el acervo histérico y
cultural que representaban las comunidades indigenas argentinas y
celebraba que 1993 se hubiera proclamado Afio Internacional de las
Poblaciones Indigenas del Mundo.

51. Los miembros del Comité elogiaron al Gobierno de la
Argentina por los esfuerzos realizados para fortalecer el proceso
democratico iniciado en 1983, tras los dias sombrios de la dictadura
militar, adoptando medidas legislativas para garantizar los derechos
humanos e introducir un programa para promover la libertad cultural y la
identidad nacional. También elogiaron al Gobierno por haber cumplido
sus obligaciones en cuanto a la periodicidad de los informes y por haber
presentado un informe excelente, que seguia estrictamente las directrices
del Comité sobre la preparaciéon de informes, que tenia en cuenta las
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preguntas formuladas por los miembros durante el examen por el Comité
del anterior informe de la Argentina y que estaba ampliamente
documentado.

52.  Con referencia a las medidas adoptadas por la ciudad de
Buenos Aires y la provincia de Cérdoba para salvaguardar los derechos
humanos, los miembros desearon saber cudl era la situacién en las demas
provincias, que no gozaban de tales medidas. Habiendo tomado nota de
la informacién sobre la nueva Ley No. 2627.89 relativa a la protecciéon de
la comunidad guarani en la provincia de Misiones, pidieron informacién
sobre la situacién en otras provincias; andlogamente, se pidi6 informacién
mas reciente sobre la Ley No. 23.302, que habia sido enmendada tras
consultas con las comunidades indigenas. También se pidié informacién
mas precisa y actualizada sobre la actual situacién econdémica, social y
politica del pais y sobre los problemas existentes; sobre las tasas de
emigracion de la poblacién rural a las ciudades y sobre las tensiones
resultantes en los barrios de tugurios que rodeaban a las grandes
ciudades; sobre como la designacién de un nuevo Ministerio de Justicia
afectaria a las instituciones publicas encargadas de aplicar la politica en
materia de derechos humanos; y sobre los informes presentados por
algunas organizaciones no gubernamentales de derechos humanos, en las
que se denunciaba la discriminacién en los tribunales contra algunos
miembros de organizaciones izquierdistas que habian participado en el
ataque contra el cuartel La Tablada en Buenos Aires en 1989. Con
referencia a la creacion de la Contraloria General Comunal por la
Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires, los miembros desearon
saber si el Gobierno de la Argentina estaba pensando en establecer
oficinas similares en otras zonas del pais; si se habian presentado casos de
discriminacién racial a esa Contralorfa desde su creaciéon en 1985; y si se
habian remitido algunos casos al Procurador General para que procediera
en consecuencia.

53.  Enrelacién con la aplicacién del articulo 2 de la Convencién,
los miembros del Comité expresaron su deseo de recibir informacién
sobre la proyectada revision de la Ley No. 23.302, en particular con
respecto a la sustitucién del Instituto Nacional de Asuntos Indigenas por
una autoridad que habria de designar el poder ejecutivo. A ese respecto
preguntaron qué medidas se estaban adoptando para prevenir el riesgo
de control gubernamental y qué papel desempefiaria la propia poblacién
indigena en la nueva autoridad. Dado que la definicién de comunidad
indigena habia de basarse en el autorreconocimiento, era importante
saber si una comunidad podia rechazar la solicitud de miembro
presentada por una persona y cémo podia terminarse la personalidad
juridica de una comunidad. Con referencia a la propuesta de prever
programas interculturales bilingties en la ensefianza, los miembros
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preguntaron qué garantias se concedian para asegurar que la poblacion
indigena tuviera acceso a la ensefianza de su propia cultura, hasta la
aplicacién de la nueva legislacion propuesta. Los miembros desearon
también saber si la supervivencia de las comunidades indigenas estaba en
peligro, si se estaban adoptando medidas para aumentar sus
posibilidades de supervivencia y si la poblacién indigena tendia a
trasladarse desde el campo a los barrios de tugurios.

54.  Con respecto al articulo 3 de la Convencién, los miembros
del Comité acogieron complacidos la valerosa decisiéon de la Argentina,
de 22 de mayo de 1986, de romper las relaciones diplomaticas con
Sudafrica, pese a la importante pérdida de comercio que suponia, y
preguntaron si atin se mantenia esa politica. También desearon saber si
aun subsistian contactos o relaciones comerciales o financieras entre la
Argentina y Sudafrica.

55.  Con respecto al articulo 4 de la Convencién, los miembros
del Comité observaron que el odio racial se consideraba una circunstancia
agravante en varios delitos segin el Cédigo Penal de la Argentina y
preguntaron si la instigacién al odio racial y las declaraciones racistas
constitufan en si delitos punibles. También sefalaron que el informe no
suministraba ejemplos ni estadisticas de las penas impuestas por los
delitos relacionados con el racismo. Hubo miembros que preguntaron si
en la Argentina existian algunos de los grupos u organizaciones
mencionados en al articulo 4 b) y, en caso afirmativo, si se habia
procedido penalmente contra sus miembros. A ese respecto sefialaron que
el alcance de la Ley de 1988 relativa al castigo de los actos
discriminatorios no estaba totalmente claro y pidieron mas aclaraciones.
Observando que en la Argentina habfa una tradicién de antisemitismo,
que ocasionalmente producia incidentes antisemiticos, los miembros
sefialaron que en el informe no se habia hecho referencia a este aspecto.
Observando también que la exclusién sistemdtica de los judios de
instituciones importantes como las fuerzas armadas era también
discriminatoria, los miembros preguntaron si se habfa adoptado alguna
medida por ese motivo contra las personas encargadas del reclutamiento.

56.  Con referencia al articulo 5 de la Convencion, los miembros
del Comité desearon recibir informacién sobre el grado de representacion
indigena en el Parlamento y particularmente en los 6rganos legislativos
de las provincias con grandes concentraciones de indigenas; sobre el uso
de los idiomas indigenas en los tribunales; y sobre el nivel educacional
general de la poblacién indigena. También desearon saber si era posible
expropiar tierras para trasladar a las comunidades indigenas y si las
autoridades podian declarar ilegales y sin valor las compras injustas de
esas tierras realizadas en el pasado; preguntaron cémo se llevaban a la
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préactica los programas interculturales bilingties, en particular dadas las
dificultades mencionadas en el informe; y si era cierto que los inmigrantes
de la Reptblica de Corea tenian que pagar una gran suma a fin de tener
derecho a residir en la Argentina.

57.  Enrelacién con la aplicacién del articulo 6 de la Convencién,
los miembros del Comité desearon saber la naturaleza de los delitos por
los que se incoaba de oficio un procedimiento penal; cudl era el sistema
para incoar un procedimiento respecto de otros delitos y con cudnta
frecuencia se habfan aplicado las vias recursivas extraordinarias
mencionadas en el parrafo 66 del informe y, a ese respecto, cudles eran las
funciones respectivas de la Subsecretaria de Derechos Humanos del
Ministerio del Interior y de los tribunales ordinarios.

58.  En su respuesta a las preguntas y observaciones formuladas,
el representante del Estado informante subrayé que la Argentina habia
absorbido a personas de muchas culturas diferentes y que por esa razén el
racismo, en el sentido europeo, era desconocido. En los 10 dltimos afios el
producto del pais habia disminuido un 10%, en gran parte a causa de las
condiciones internacionales imperantes, como el creciente proteccionismo
en los mercados extranjeros y la desfavorable relacién de intercambio. Las
circunstancias econémicas podian influir en las condiciones de vida de la
poblacién en otros ambitos, pero no en los derechos humanos, ya que la
poblacién era muy consciente de los derechos y las libertades
fundamentales. Tras el periodo de gobierno militar, se habia consolidado
la democracia en lo que se referia a la libertad de palabra, la libertad de
prensa y todas las garantias especificadas en la Convencién Internacional
sobre la Eliminacion de todas las Formas de Discriminacién Racial. El
derecho a otorgar amnistia o indulto era prerrogativa personal exclusiva
del Presidente. El sistema judicial argentino era independiente y el poder
ejecutivo no podia intervenir en las actividades de los tribunales. La
institucién del ombudsman (Contralor General Comunal) existia también
en las provincias de Rio Negro y San Luis y se estudiaba la posibilidad de
introducirla en el Chubut, en el sur. Las enmiendas propuestas por el
Gobierno a la Ley No. 23.302 atn no habian sido aprobadas y, por tanto,
la Ley continuaba vigente en su forma actual. Por el Decreto No. 2347, de
17 de diciembre de 1986, se habia creado la Direccién General de la Mujer,
dentro de la Subsecretaria de Derechos Humanos en el Orden
Internacional del Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto. No se
disponia de informacién reciente sobre la tasa de inmigracién de las zonas
rurales a los centros urbanos.

59.  Enrelacién con el articulo 2 de la Convencién, el representante
del Estado informante indic6 que gran parte de la legislacién provincial,
sobre todo en el norte y en la regién andina, se remontaba a tiempos
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antiguos y muchas veces no habia recopilaciones. El objetivo de las
enmiendas a la Ley sobre politica indigena y apoyo a las comunidades
indigenas era proteger a las comunidades indigenas, pues se daban casos
de personas o entidades que fraudulentamente reivindicaban tierras en
nombre de comunidades indigenas que ya no existian. Las enmiendas a la
Ley No. 23.302 se adoptarian en consulta con las comunidades indigenas.

60.  Con respecto al articulo 3 de la Convencién, el representante
dijo que las relaciones diplomaticas con Sudafrica se habian roto en 1986 y
s6lo se mantenian relaciones a nivel consular. Se mantenian los vinculos
culturales y no se ponia impedimento a las relaciones entre ciudadanos
particulares de los dos paises. No habia leyes que impidieran las
inversiones ni las propiedades sudafricanas en la Argentina.

61.  Con referencia al articulo 4 de la Convencién, el representante
del Estado Parte sefialé que dedicarse a actividades de propaganda racista
era un delito que castigaba la ley. Toda incitacién a tal discriminacién o
actos de tal discriminacion en el sentido del articulo 4 de la Convencién
constitufan una violacién de la ley, en particular el Cédigo Civil y el
Codigo Penal y las leyes aprobadas para dar vigencia a las convenciones
internacionales en las que era parte la Argentina. El antisemitismo
pertenecia al pasado. Habian ocurrido incidentes aislados, pero no eran
sintomas de un fendmeno social mas amplio en la Argentina, que tenia la
mayor concentracion judia de América Latina y contaba también con
importantes comunidades drabes en el norte del pafs.

62.  Enrelacion con el articulo 5 de la Convencién, el representante
declar6 en cuanto a la representaciéon de la poblaciéon indigena en el
Parlamento que no se hacia una diferencia oficial entre los representantes
indigenas y los no indigenas, si bien habia muchos parlamentarios que
por su raza pertenecian a un grupo indigena. Aunque el espafiol era el
idioma oficial de los tribunales, la defensa de los ciudadanos que no
hablaban castellano estaba garantizada, pues se contaba con servicios de
interpretacion. El Gobierno procuraba fortalecer la posiciéon de las
diversas comunidades indigenas en lo relativo a la propiedad de la tierra.
El periodo durante el cual las tierras concedidas no se podian enajenar ni
traspasar se habia prolongado de 20 a 40 afios. Sin embargo, un problema
que persistia era la falta de catastros con los titulos de propiedad de las
tierras en zonas situadas a més de 400 kilometros de Buenos Aires. La
ensefianza era laica, gratuita y obligatoria para todos, si bien evidentemente
los alumnos que vivian en zonas muy alejadas tropezaban con
dificultadas. En general el nivel docente era elevado y la tasa de
alfabetizacion de la Argentina, del 94%, era la mas alta de América Latina.
El Gobierno era consciente de la necesidad de proteger la cultura indigena
mediante programas adecuados, como los programas bilingties, que estaban
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todavia en fase de elaboracién, y a través de los medios de difusién.
Habia programas radiofénicos especiales en algunas provincias, como La
Pampa y Misiones. Los programas bilingiies sélo se podian proporcionar
en las provincias donde vivian grandes comunidades indigenas. Un
problema actual era el de salvaguardar esos idiomas, como el guarani, el
quechua y el mapuche, que estaban desapareciendo. A ese respecto era
perenne el problema de la falta de maestros que pudieran ensefiar en
idiomas indigenas.

63.  Con respecto al articulo 6 de la Convencién, el representante
sefial6 que aunque en épocas anteriores si habia habido abusos contra la
poblacién indigena, tltimamente no se habia denunciado ningtn caso. En
el proximo informe de la Argentina se responderia a las demés preguntas.

Observaciones finales

64. Al concluir el examen del décimo informe periédico de la
Argentina, los miembros del Comité dijeron que el informe habia
aportado una contribucién positiva, ya que habfa dado una imagen
bastante completa de la situacién en lo relativo a la adopcién de
instrumentos internacionales y habia analizado las nuevas leyes
nacionales, en particular la Ley No. 23.302 sobre politica indigena y apoyo
a las comunidades indigenas y la Ley de 1988 relativa al castigo de los
actos de discriminacién basada en la raza, la religién o la nacionalidad. El
andlisis de las nuevas instituciones creadas para combatir la discriminacién,
tales como la Contraloria General Comunal y la Subsecretaria de Derechos
Humanos también habian sido interesantes. No obstante, en el informe
habia algunas lagunas. Por ejemplo, no se habia facilitado informacién
sobre las decisiones judiciales relativas a la discriminacién racial, ni se
habian proporcionado cifras sobre la medida en que las poblaciones
indigenas participaban en el Congreso, la Administracién o las instituciones
encargadas de los asuntos indigenas. Las respuestas orales dadas por el
representante de la Argentina habian sido excelentes.
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Comité para la Eliminacion de la Discriminaciéon Racial
Informe sobre el cuadragésimo segundo periodo de sesiones
Suplemento No.18 (A/42/18), 1987

467. En su 783a. sesién, celebrada el 5 de marzo de 1987
(CERD/C/SR.783), el Comité examiné el noveno informe periédico de la
Argentina (CERD/C/149/Add.1).
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468. Presento el informe el representante de la Argentina, que dijo
que el objetivo primordial del Gobierno democrético que tomé posesiéon
el 10 de diciembre de 1983 fue el de restaurar el imperio de la ley, asi
como el pleno respeto de los derechos humanos, después de un largo
periodo en el que la dictadura militar habfa violado flagrante y
sistematicamente los derechos humanos fundamentales. Durante el
periodo en estudio, la Argentina habfa adoptado disposiciones para
ratificar todas las convenciones internacionales de derechos humanos, que
podrian alegarse directamente ante los tribunales nacionales y los
organismos administrativos. El 30 de septiembre de 1985, el Congreso de
la Nacién aprobé la Ley No. 23.302 que tenfa por objeto permitir a las
comunidades indigenas participar en tareas de gobierno, conservar su
identidad cultural y lingtiistica y ser indemnizadas por las tierras de las
que hubieren sido despojadas. El 22 de mayo de 1986, el Gobierno
argentino decidi6é romper relaciones diplomaticas con el Gobierno racista
de Pretoria de conformidad con el articulo 3 de la Convencién. La Camara
de Diputados aprobé un proyecto de ley, que ahora estaba ante el Senado,
contrario a todo tipo de discriminaciéon o de incitacién a la misma y
compatible con el articulo 4 de la Convencién. En mayo de 1986, la
Argentina organiz6 un seminario latinoamericano contra la discriminacién
en el contexto del articulo 7 de la Convencién. El representante de la
Argentina aseguré al Comité que la Convencién se estaba aplicando en
toda la Argentina, pero no en las Islas Malvinas (Falkland) donde se
impedia a su Gobierno ejercer la soberania.

469. El Comité rindi6 tributo al Gobierno de la Argentina por la
notable labor de reparacién y saneamiento llevada a cabo con rapidez y
decisiéon después de los afos catastréficos de la dictadura militar. El
Gobierno y el Congreso de la Argentina habian logrado restaurar un
sistema democratico. Los miembros del Comité elogian el informe por su
franqueza y por su nuevo espiritu. La Argentina, que habia constituido un
caso dificil, participaba ahora activamente en la lucha contra la
discriminacién dentro y fuera del pafs. La formulacién de una legislacién
nacional y la ratificacién de los instrumentos internacionales de derechos
humanos eran convincentes medidas tendentes a constituir un fuerte
sistema de garantias destinado a mantener los derechos humanos y
constitufan una prueba de la voluntad del Gobierno de superar los
problemas heredados del pasado. El informe, oportunamente presentado,
se ajustaba a las normas rectoras del Comité (CERD/C/70/Rev.1) y venia
enriquecido con wuna valiosa informacién proporcionada por el
representante de la Argentina. Un miembro lament6 que el informe sé6lo
pudiera abarcar el territorio continental de la Argentina.

470. Algunos miembros del Comité sefialaron que el informe no
contenfa datos sobre la composiciéon demografica de la poblacion,
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solicitados en ocasiones precedentes, y formularon la esperanza de que
esa informacién se incluyera en el proximo informe periddico. Asimismo
se pidi6 informacién complementaria sobre la cifra de refugiados y
exiliados y sobre la soluciéon dada a ese problema. Algunos miembros
desearon saber en qué medida la carga de la deuda y las medidas de
austeridad impuestas por el Fondo Monetario Internacional (FMI) habian
influido en la aplicaciéon de la Convencién y de otros instrumentos de
derechos humanos en la Argentina y en particular, en qué medida
afectaba a la situacién de las poblaciones indigenas y a los sectores maés
pobres de la poblacién.

471. En relacién con el articulo 2 de la Convencién, algunos
miembros del Comité notaron con satisfaccién que el Gobierno habia
promulgado una serie de leyes en beneficio de las poblaciones indigenas y
pidieron informacién mas detallada sobre el Instituto Nacional de
Asuntos Indigenas, sobre el Registro Nacional de comunidades
aborigenes y sobre la inscripcion de nombres indigenas. Solicitaron
informacién sobre las medidas de redistribucion de tierras, a saber: qué
autoridad estarfa encargada de indemnizar a las poblaciones indigenas,
cuando se facilitarfan tierras a las poblaciones indigenas, si las
comunidades indigenas iban a ser redistribuidas, devueltas a las tierras
que eran suyas primitivamente o reasentadas donde el Gobierno estimare
que mejorarian sus condiciones de vida, si se habfan consignado partidas
presupuestarias para que las personas afectadas se ganaran la vida en las
tierras que ocuparen, y quién determinaria el precio de la tierra en caso de
expropiacién. Se pidieron aclaraciones sobre las posibilidades de
conservacién por las poblaciones indigenas de su identidad histérica y
cultural, y al mismo tiempo sobre su asimilacién en la sociedad nacional.
Se pidi6 ulterior informacién sobre las dimensiones de las comunidades
indigenas, la proporcién de la poblacién total que representaban, la
cantidad de escuelas para comunidades indigenas y el idioma en que se
impartian las ensefianzas. También se pregunté si las comunidades
estaban dispersas por todo el pais o concentradas en zonas concretas y si
los pueblos némadas y semindémadas estaban incluidos en la
denominacién de comunidades indigenas. Algunos miembros del Comité
expresaron la esperanza de que en el préoximo informe periédico de la
Argentina se incluyera informacién sobre la medida en que la politica y
las medidas del Gobierno se habian llevado a la practica, sobre la
extension de los terrenos transferidos, sobre la cantidad de indigenas que
habian recibido titulos sobre la tierra, sobre las medidas adoptadas para
fomentar la produccién agropecuaria y sobre los programas destinados a
facilitar a los indigenas el acceso a todos los niveles de la educacioén, de la
asistencia médica y de los programas gubernamentales.
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472. En lo referente a la aplicaciéon del articulo 3, algunos
miembros del Comité se congratularon de las medidas adoptadas por el
Gobierno. De todos modos expresaron la esperanza de que se
interrumpiera todo tipo de relacién con Pretoria. Algunos miembros
pidieron informacién sobre el comercio privado que ciudadanos
argentinos mantenian con Sudafrica y sobre la postura de la Argentina en
lo referente a las sanciones obligatorias y amplias. Se pregunt6 cémo
estaba facultado el funcionario consular argentino en la ciudad de El Cabo
para firmar en nombre de la Embajada clausurada en Pretoria. También se
pidi6 informacién sobre las relaciones de la Argentina con movimientos
de liberacion del Africa meridional, aparte del Congreso Nacional
Africano de Sudéfrica (ANC) y de la Organizacién Popular del Africa
Sudoriental (SWAPO).

473. En relacion con el articulo 4, los miembros del Comité
felicitaron al Gobierno por la legislacién promulgada para cumplir las
obligaciones impuestas por ese articulo. Las enmiendas al Cédigo Penal
propuestas en el proyecto de ley presentado al Congreso parecian
responder a los requisitos del articulo 4. El tinico elemento que faltaba al
parecer era la financiacién de las organizaciones racistas por personas que
no fuesen miembros de ellos. Esa financiacién se consideraba delito en el
articulo 4, pero no figuraba en el proyecto de ley. Se agradecerdn maés
detalles al respecto. También se pregunté si el antisemitismo seguia
siendo un problema en la Argentina y cémo se estaba abordando.

474. Enrelacién al articulo 6, los miembros se congratularon de la
creacién de la Subsecretaria de Derechos Humanos en el Ministerio del
Interior. Quisieron saber cémo estaba organizada, cémo funcionaba,
cuantas personas empleaba y si también tenia a su cargo a las poblaciones
indigenas. También se pregunt6 si no seria mas adecuado incluirla en el
Ministerio de Justicia. Algunos miembros quisieron saber hasta qué punto
habian tenido éxito los esfuerzos de la Subsecretaria de Derechos
Humanos por dar parte de las infracciones de los derechos humanos a las
autoridades y qué medidas se habian tomado en consecuencia.
Comprobaron con satisfaccion que el Ministerio de Educaciéon habia
repuesto a todo el personal docente despedido por motivos politicos
durante la dictadura militar y preguntaron si los funcionarios repuestos
habian sido indemnizados por los sueldos que habian dejado de percibir y
si otros ministerios habian adoptado medidas anédlogas. Se pregunto si el
articulo 5 del proyecto de ley contra la discriminacién, que establecia
indemnizacién en algunas circunstancias, era ya aplicable y hasta qué
punto eran expeditivos los tramites legales. Algunos miembros
manifestaron preocupacion por la legislacion del “punto final” y pidieron
una explicacién sobre las consecuencias reales de aplicar la prescripciéon a
los delitos contra los derechos humanos perpetrados por los militares
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durante la “guerra sucia”. Se pregunt6 si la legislacién del “punto final”
no serfa contraria al articulo 6 de la Convencién, ya que la prescripcién
que establecia podria privar a las victimas de un resarcimiento efectivo.

475. Con respecto al articulo 7 de la Convencién, se felicité al
Gobierno por el cursillo sobre derechos humanos para funcionarios,
organizado por la Subsecretaria de Derechos Humanos. Se pregunto si los
funcionarios de policia se consideraban miembros de la administracién
civil a esos efectos.

476. Referente al articulo 14 de la Convencién, algunos miembros
quisieron saber si el Gobierno estudiaba la posibilidad de formular la
declaracién prevista en ese articulo, por la que se reconoceria la competencia
del Comité para recibir y examinar comunicaciones de particulares.

477. En respuesta a los miembros del Comité, el representante de
la Argentina dijo que, segun el dltimo censo, el de 1965, la poblacién
indigena se calculaba en 150.000 almas, pero que era muy posible que
fuera el doble. Representaba el 0,64% del total de la poblacién. Los
principales grupos étnicos vivian en nueve provincias. El anterior sistema
educativo, en el que se impartia la ensefianza en espafiol a nifios que no
entendian ese idioma, contribuy6 a marginar atin mas a las poblaciones
indigenas. Esa nueva legislaciéon tendria por objeto poner remedio a esa
situaciéon. Se realizaban esfuerzos para fomentar la educacién y la cultura
indigena, haciendo hincapié en los aspectos indigenas, en el empleo de
maestros indigenas y en la ensefianza en lenguas indigenas. Informé6 al
Comité de que en el nuevo proyecto de ley sobre comunidades indigenas
se preveia la concesién de tierras a los indigenas en las zonas donde
vivieren. No serian trasladados a otras zonas; las tierras estarian situadas
en el lugar donde vivieren o en su proximidad y serian adecuadas para la
explotacion. Explicé que la integracion de los indigenas en la sociedad en
pie de igualdad significaba la eliminacién de la opresién y de la
marginacién y la concesién de igualdad de oportunidades. La nueva Ley
No. 23.162 por la que se autorizaba la inscripcién de nombres indigenas
en el registro, colmaba una laguna legislativa. El funcionamiento del
nuevo Instituto Nacional de Asuntos Indigenas, propuesto por un nuevo
proyecto de ley, quedaria determinado por el Ejecutivo y tendria la
misma competencia pero no los mismos inconvenientes burocraticos del
anterior Instituto al que iba a sustituir. De conformidad con las
disposiciones pertinentes de este proyecto de ley, las autoridades
practicarian un censo de las poblaciones indigenas con objeto de recabar
los datos requeridos como base para esa ley. Confiaba en que se
aportarian los datos adecuados en el préoximo informe periddico.

478. Con respecto a la deuda externa, el representante dijo que,
aunque la Argentina podia restablecer los derechos civiles y politicos, le
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era evidentemente dificil garantizar el ejercicio de los derechos econémicos,
sociales y culturales en una situacién en que un injusto sistema econémico
internacional ocasionaba deudas abrumadoras porque los intereses de
esas deudas eran superiores a la balanza comercial.

479. Con referencia a las preguntas sobre Sudafrica y Namibia,
hizo saber al Comité que, ademds de la informacién facilitada en el
informe y a la ruptura de las relaciones diplomaticas con Sudaéfrica, la
Argentina habia votado a favor de todas las resoluciones de las Naciones
Unidas sobre Sudéfrica y Namibia, incluida una resolucién del Consejo de
Seguridad patrocinada por la delegacién de su pais.

480. Indicé que las observaciones formuladas por los miembros
del Comité con relacién al proyecto de ley contra la discriminacion,
acorde con lo dispuesto en el articulo 4 de la Convencion, se transmitirian
a las autoridades competentes. Afadié que el Comité habia efectuado una
contribucién valiosa y que el resumen del debate se transmitirfa al
Congreso junto con las recomendaciones referentes a la declaraciéon en
virtud del articulo 14 de la Convencion.

481. Se habian adoptado una serie de normas sobre el tema de las
reparaciones legales en cuya virtud el derecho internacional se
incorporaba al derecho interno argentino. Argentina se habia adherido de
hecho a casi todas las convenciones internacionales relativas a refugiados,
ya que deseaba modificar su legislacién interna de modo que el derecho
de asilo se aplicase a todos los refugiados. La ley anterior suponia que
s6lo los nazis podian solicitar asilo, ya que ese derecho se aplicaba
Unicamente a los pueblos derrotados en guerra. En 1984, el Congreso
promulgé una ley revocando esa reserva.

482. La Subsecretaria de Derechos Humanos, que sustituy6 a la
Comisién Nacional sobre la Desaparicion de Personas, tenia a su cargo la
continuacion de la labor de esa Comisién, aportando pruebas y llevando a
los culpables a los tribunales. No incumbia s6lo al Ministerio de Justicia el
tema de las personas desaparecidas. Otros departamentos iban a
intervenir y se organizaron cursillos para funcionarios sobre la
legislacion, los derechos humanos y otros temas pertinentes. Con relacién
a la reposiciéon de maestros y antiguos funcionarios, dijo el orador que
todos los ministerios trataban de indemnizar adecuadamente y cada uno
tenia una lista de solicitudes de ex funcionarios que habian regresado del
extranjero. Muchos, por supuesto, habfan desaparecido.

483. En cuanto al castigo de los delitos perpetrados bajo la
dictadura militar, que tuvieron por resultado la desapariciéon de miles de
personas, menciond la revocacién de la ley promulgada por el anterior
Gobierno indultandose a si mismo, y el juicio espectacular del ex
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Presidente militar, condenado a cadena perpetua. El hecho de que el
Parlamento hubiera aprobado una ley que fijaba un término para esos
procedimientos penales no significa que todos los criminales fueran a
quedar protegidos. Habia amplias pruebas y los juicios proseguirian hasta
que se demostrase la culpabilidad.

484. Por ultimo, en relacién con el territorio sobre el que
Argentina ejercia su autoridad, recordé que su Gobierno siempre habia
impugnado los esfuerzos del Reino Unido por extender la aplicacién de
cualquier convencioén a las Islas Malvinas (Falkland). Afadié que en el
caso de los territorios no auténomos, el Comité no era competente para
recibir informacién directamente de los Estados partes en la Convenciéon
acerca de esos territorios y cité las disposiciones del articulo 15 de la
Convencioén y la resolucién 1514 (XV) de la Asamblea General.
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Comité para la Eliminacién de la Discriminaciéon Racial
Informe sobre el trigésimo noveno periodo de sesiones
Suplemento No. 18 (A/39/18), 1984

438. El Comité examiné el octavo informe periédico de la
Argentina (CERD/C/118/Add. 1 y Add.16) junto con la declaracion
introductoria hecha por la representante del Estado informante, la cual
sefial6 que el informe se habia preparado sobre la base de material
informativo procedente de las autoridades de facto que ocupaban el
poder antes del 10 de diciembre de 1983. El nuevo Gobierno estaba
dedicado a la ardua labor de reconstruir el pais a fin de que pudiera
superar la profunda crisis politica, social y moral prevaleciente. La
representante declar6 también que el Gobierno estaba prestando atencién
especial a la situacion de las comunidades indigenas y habia adoptado
diversas medidas, incluido un programa de emergencia, para que se
pudieran asentar en sus propias tierras y bajo su propia organizacion.
Ademas, la representante inform6é al Comité sobre otras medidas
politicas, juridicas y socioeconémicas tomadas para aplicar la
Convencioén, refirmar el respeto a las personas y ayudar a los sectores de
la poblacién de bajo nivel de ingresos.

439. El Comité felicité a la representante de la Argentina por la
amplia y completa informacién que habia proporcionado, especialmente
acerca de la cuestion de la poblacion indigena, y tomé nota con interés de
los esfuerzos considerables que estaba haciendo el Gobierno de la Argentina
para establecer un sistema en el cual todos gozaran de la igualdad de
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derechos con el debido respeto a la unidad nacional. Los miembros tenian
gran interés en poder cooperar mas estrechamente con el Gobierno de la
Argentina y expresaron la esperanza de que el siguiente informe
periédico fuera ain mas sustantivo.

440. Los miembros del Comité elogiaron el enfoque humanitario
del nuevo Gobierno, encaminado a lograr el mejoramiento rapido de las
condiciones de la poblacién indigena de conformidad con el parrafo 4 del
articulo 1 y el parrafo 2 del articulo 2 de la Convenciéon. No obstante,
algunos miembros pidieron que se proporcionara mas informacién sobre
los grupos étnicos del pais y que se diera una imagen completa de la
composicién demografica de la nacién a fin de averiguar si la situacién de
determinados grupos habfa mejorado o empeorado. Los miembros
preguntaron si habfa mejorado el acceso de los sectores vulnerables de la
poblacion a los cargos publicos a nivel de distrito y niveles superiores, y
en caso afirmativo, hasta qué punto; preguntaron también si esos sectores
vulnerables estaban limitados a actividades tradicionales como la
artesania y la agricultura de subsistencia, o si estaban en condiciones de
incorporarse sin limitaciéon alguna a la vida del pafs gracias a la
educacién; y si en las leyes sobre el matrimonio habia disposiciones
concretas aplicables a los grupos indigenas. Se pidié informacién
adicional sobre la estrategia del nuevo Gobierno acerca de las minorias
nacionales, especialmente sobre las reservas para grupos indigenas, y se
pregunto si el Gobierno proyectaba mantener esas reservas, o si trataria
de suprimirlas de modo que sus habitantes pudieran vivir como los
demas ciudadanos.

441. Se invit6 al Gobierno a que en el préximo informe informara
al Comité acerca de las esferas concretas en las cuales se asignaba a los
extranjeros una funcién en la explotaciéon de los recursos nacionales, y
sobre la forma en que la explotacién de los recursos nacionales por los
extranjeros afectaba a los terrenos y los recursos de los grupos indigenas.

442. Se pidié informaciéon adicional sobre la posicién del
Gobierno de la Argentina respecto de las Islas Malvinas (Falkland), y
especialmente si diferia de la del régimen anterior.

443. Respecto del articulo 3, el Comité acogié con beneplacito el
hecho de que la Argentina hubiera mantenido su decisién de no conceder
visados a los representantes de organizaciones deportivas sudafricanas, y
de que hubieran cesado los vuelos de la linea aérea nacional argentina a
Sudafrica. Se expresd la esperanza de que el nuevo Gobierno siguiera
avanzando en esa direccién, a fin de cumplir plenamente las muchas
resoluciones de la Asamblea General sobre el tema.
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444. En relacion con el articulo 4, los miembros del Comité
esperaban con interés recibir en el siguiente informe periédico
informacién sobre el resultado del examen del alcance de las medidas
concretas mencionadas en ese articulo que habia hecho en diciembre de
1983 el Congreso de la Nacion.

445. En cuanto a la aplicacién del articulo 5, el Comité pidi6
informacién sobre las cuestiones planteadas durante el examen del
séptimo informe periédico acerca del derecho a la libertad de conciencia y
de religién, la libertad de pensamiento y la libertad de opinién y de
expresion, y también sobre las medidas que el Gobierno podia adoptar en
caso de que los establecimientos docentes privados, que debian aplicar las
normas del sistema oficial de educacién, aplicaran procedimientos
discriminatorios. Un miembro pidié informacién sobre la cuestién de los
desaparecidos.

446. Respecto del articulo 6, los miembros recordaron que,
durante su examen del séptimo informe periédico de la Argentina, el
comité habia pedido informacién sobre las medidas para contrarrestar los
actos gubernamentales de discriminaciéon racial. A ese respecto, se
pregunto si se habia logrado o se esperaba algtin progreso en relacién con
la situacion existente al momento del examen del séptimo informe, y si se
estaban tomando medidas para informar a las personas en posicion
vulnerable sobre sus derechos y los recursos disponibles.

447. En respuesta a las preguntas hechas por los miembros del
Comité, la representante declar6 que la politica del Gobierno era
garantizar la participacion plena de las comunidades indigenas en todos
los planes y programas destinados a ellas, que el Gobierno era totalmente
consciente de que la poblacién indigena tenia un derecho histérico a
recibir compensacién y que ésta se basarfa en la concesiéon de derechos de
propiedad de tierras a los grupos indigenas. Ya se habia celebrado una
reunioén preparatoria para una reunién nacional sobre politica indigena
que se celebraria pronto y en la cual debian estar plena y efectivamente
representadas todas las comunidades. La representante dijo también que
su Gobierno se daba cuenta de la necesidad de obtener y analizar datos
demograficos, y que el proyecto de ley previsto con ese fin contendria una
seccién relativa al registro de las personas pertenecientes a comunidades
indigenas. La representante aseguré al Comité que el objetivo de la
politica educacional de su Gobierno para las comunidades indigenas era
garantizar su integraciéon en la vida nacional preservando al mismo
tiempo estrictamente su identidad mediante la ensefianza de los idiomas
indigenas y programas de ensefianza especiales. No se pretendia en modo
alguno incorporarlas completamente a la vida nacional, con la
consiguiente desaparicién de la cultura indigena.
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448. Enrespuesta a la pregunta relativa a la politica de la Argentina
respecto de las Islas Malvinas (Falkland), la representante declar6 que una
de las bases principales de la politica de su Gobierno era la defensa de su
soberania nacional y que no habia duda alguna acerca de sus derechos
soberanos legitimos sobre las Islas Malvinas (Falkland), las Islas Georgia del
Sur y las Islas Sandwich del Sur. Al mismo tiempo, el Gobierno de la
Argentina apoyaba el principio del arreglo pacifico de las controversias
internacionales y hacia totalmente suya la resolucién 38/12 de la Asamblea
General. Deseoso de celebrar negociaciones para lograr la paz, el Gobierno
de la Argentina habia enviado representantes, por invitacién del Gobierno
de Suiza, a una reunién celebrada en Berna el 18 y 19 de julio de 1984.
Por desgracia, el Gobierno del Reino Unido no habia estado dispuesto a
negociar en esa reunién sobre la soberania de las Islas Malvinas (Falkland).
No obstante, la representante aseguré al Comité que su Gobierno seguiria
utilizando todos los medios pacificos de solucién hasta que se reconocieran
sus derechos legitimos a las Islas Malvinas (Falkland).

449. En cuanto al articulo 3, la representante dijo que la Argentina
siempre habia condenado el apartheid y habia estado a favor de la libre
determinacién del pueblo de Namibia. Habian cesado los vuelos de la
linea aérea nacional argentina a Sudafrica y el Gobierno seguiria
negandose a conceder visados a los atletas sudafricanos.

450. Respecto de las disposiciones del articulo 4, la representante
sefial6 que en cuanto se promulgara la ley se enviaria el texto de la misma
a los miembros del Comité para que la estudiaran y pudieran comprobar
que cubria todos los aspectos de dicho articulo.

451. En cuanto a las preguntas sobre el derecho a la educacién, en
los planes de estudio de las escuelas privadas mencionadas en el informe
no habia en absoluto elementos que pudieran conducir a la
discriminacién racial. Esas escuelas estaban subvencionadas por el
Gobierno y sus programas debian ser aprobados por el Ministerio de
Educacién, que no aceptaria nunca la inclusién de tales elementos.

452. Respondiendo a otra pregunta, la representante indicé que el
Comité conocia bien el problema de los desaparecidos. Por desgracia,
muchos de esos desaparecidos eran refugiados de paises vecinos que
habian sufrido la represion de las autoridades militares; no obstante, el
Gobierno se estaba esforzando al maximo por encontrar una solucién al
problema. El Gobierno habia adoptado también muchas medidas
concretas para el retorno de los exiliados argentinos. Se habia establecido
una comisién nacional para el retorno de los exiliados y se habia firmado
un acuerdo con el ACNUR y el Comité Intergubernamental para las
Migraciones (CIM), y su resultado habia sido la iniciacién de un
programa de repatriacién de refugiados argentinos.
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453. La representante de la Argentina asegur6é por ultimo al
Comité que su Gobierno estaria dispuesto a proporcionar informacién
mas amplia, adn antes de la fecha en que debia presentar su préximo
informe periédico.
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Comité para la Eliminacién de la Discriminaciéon Racial
Informe sobre el trigésimo séptimo periodo de sesiones
Suplemento No. 18 (A/37/18), 1982

296. El séptimo informe periddico de la Argentina
(CERD/C/91/Add.8) fue presentado por el representante del Estado
informante quien declar6, en especial, que el informe se habia preparado
para reflejar el progreso social y juridico conseguido en los dltimos dos
afios, a fin de que sirvieran de complemento a la informacién
suministrada en informes anteriores y respondan a las preocupaciones
expresadas por los miembros del Comité durante su examen del sexto
informe periédico. En el informe figuraba informacion detallada acerca de
la situacién de las comunidades aborigenes, asunto que habia sido objeto
de la mayoria de los comentarios de los miembros. En respuesta a las
preguntas relacionadas con la existencia de asociaciones multirraciales o
integracionistas en la Argentina, el representante declar6 que existian
muchas de esas organizaciones y, como ejemplo, ley6 una lista de unas 40
organizaciones civicas, fraternas, culturales y de otro tipo. Declaré que el
odio racial y religioso constituia una circunstancia agravante de los
delitos contra la persona y contra la libertad, segin el Codigo Penal
argentino. Aunque no se habia presentado ningtn caso de discriminacién
racial, la Corte Suprema habia recientemente pronunciado un fallo
anulando un acto administrativo por ser discriminatorio. El caso, que
afectaba los derechos religiosos y educacionales de un extranjero,
ilustraba por analogia los recursos de que disponian todos los habitantes
para la aplicacion de sus derechos.

297. El Comité elogi6 al Gobierno argentino por el informe
amplio y detallado que habia presentado. Con respecto a la politica
seguida por el Gobierno hacia las poblaciones autdctonas, se hizo
referencia a la historia de la Argentina como pais de asentamiento de
inmigrantes procedentes de Europa occidental y central, lo que habia
tenido como resultado en el desplazamiento de las poblaciones
autdctonas. Se elogié al Gobierno por su programa de distribucion de
tierras a las poblaciones autéctonas, aunque se sefialaron los problemas
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planteados por la existencia de latifundios y por el tamafo del territorio
nacional y su estructura federal. Algunos de los miembros observaron
que, aunque el informe abundaba en detalles acerca de las diversas
regiones, era dificil entender la situacion juridica y constitucional precisa
de las poblaciones autéctonas y cudles eran sus derechos, especialmente
en vista de su agrupacion en reservas. Asimismo, se hicieron preguntas
referentes a la situacién socioeconémica de esos grupos, su desarrollo
cultural y lingiiistico y su participaciéon en todos los niveles de la vida
politica y publica en la Argentina. También se solicité informacién acerca
de la composiciéon y funcionamiento de los érganos gubernamentales
establecidos para tratar del problema, y el grado de participacién de las
poblaciones autdctonas en la adopcién de decisiones, asi como acerca de
los resultados de las medidas tomadas. Se invit6é al Gobierno argentino a
que incluyera esa informacién en su préximo informe al Comité.

298. En relacién con el articulo 3, se expresé satisfaccién por las
medidas ya adoptadas contra el apartheid. Se solicité6 informacién
adicional sobre las relaciones diplomaéticas, econémicas y de otro tipo que
aun existian entre la Argentina y Sudéfrica.

299. En relacion con el articulo 4, varios de los miembros
observaron que las disposiciones del Cédigo Penal, mencionadas en el
informe, no satisfacian las obligaciones establecidas en dicho articulo. Se
sefial6 que el articulo 4 requeria la promulgacién de leyes concretas por
los Estados partes, en las que se declarara como delito punible por ley la
difusién de ideas basadas en la superioridad o el odio raciales, la
incitacién a la discriminacién racial y los actos de violencia racial y en las
que se prohibieran, ademads, las organizaciones y actividades que
fomentaran la discriminacién racial. Por consiguiente, eran inadecuadas
las leyes que declaraban simplemente que el odio racial constitufa una
circunstancia agravante para otro tipo de delitos. El Comité expres6 la
esperanza de que la comisién gubernamental que trabajaba en una
reforma del Cédigo Penal recomendara la adopcién de leyes apropiadas
para satisfacer las obligaciones asumidas por la Argentina de
conformidad con el articulo 4 de la Convencién. Se invité al Gobierno a
que informara al Comité en su préximo informe acerca de las medidas
tomadas en ese sentido.

300. Con respecto al articulo 5, los miembros sefalaron que en la
seccién pertinente del informe se hacia referencia principalmente a las
disposiciones constitucionales y solicitaron informacién sobre
cualesquiera disposiciones legislativas concretas en aplicacién de los
derechos de libertad de pensamiento, conciencia y religion, libertad de
opinién y de expresion y libertad de reunirse pacificamente.
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301. Asimismo, se solicité informacién con respecto al articulo
6 en relacién con los recursos disponibles contra actos gubernamentales.
Se recordé que, cuando el Comité examiné el sexto informe de la
Argentina, el representante habia declarado que no existian recursos
especiales y que no eran necesarios. Sin embargo, en el séptimo informe
se hizo mencién de recursos contra el arresto y el encarcelamiento. Se
pregunté de qué recursos disponian las victimas de cualquier tipo de
discriminacién racial que no llevara aparejada el arresto.

302. También se solicité informacién adicional en relacién con la
aplicacién del articulo 7, en especial sobre si habia algtn tipo de
educacioén civica en las escuelas primarias en beneficio de la mayoria de
los nifios que no proseguian sus estudios en las escuelas secundarias.

303. El representante argentino declar6 que era imposible
responder en ese momento a todas las preguntas planteadas acerca del
informe, que habia sido preparado por una comisién interministerial. Sin
embargo, las solicitudes de informacién serian transmitidas al Gobierno
argentino con indicaciones del deseo del Comité de que se introdujeran
una mayor concisiéon asi como una descripcién de tipo general, en los
informes futuros. Refiriéndose a la politica de su Gobierno hacia las
poblaciones autéctonas, el representante sefialé que era muy dificil
promover el desarrollo sin integraciéon y que siempre existia el peligro de
segregar a las personas bajo el pretexto de la autonomia. Indicé que las
reservas indigenas no eran ghettos o prisiones sino lugares de explotaciéon
agricola provistos de servicios para desarrollar sus posibilidades. La gente
de las reservas podia asistir a la escuela en cualquier parte del pais y tenia
el mismo derecho a viajar que cualquier otra persona. En cuanto a la
preocupacion expresada acerca de la participacién de las poblaciones
autdctonas en los proyectos de desarrollo que les concernian, se habian
hecho progresos notables, como lo demostraba la formacién de
asociaciones de comunidades y grupos y la participacién de sus dirigentes
naturales (jefes, alcaldes, maestros, etc.) en las diferentes etapas de las
actividades de los proyectos. Junto con la situacién de los grupos
autdctonos, las corrientes migratorias habian retenido la atencién de las
autoridades argentinas desde hacfa mucho tiempo. La Argentina acogia
en la actualidad a 5.000 familias laosianas, ademas de a otras
nacionalidades. El representante de Argentina aseguré también al Comité
que las minorfas disfrutaban de los mismos derechos que los demés
ciudadanos de la Argentina de conformidad con los articulos 14 y 15 de la
Constitucion. Con respecto al articulo 3, declar6 que la Argentina no
solamente condenaba el apartheid sino que habia prohibido las
actividades deportivas o culturales con Sudafrica y habfa reducido sus
vinculos diplomaticos a nivel de agregado comercial.
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304. En respuesta a las observaciones formuladas sobre la
aplicaciéon del articulo 4 de la Convencién, el representante declaré que
los acuerdos internacionales tenian fuerza de ley suprema en la Argentina
de conformidad con el articulo 31 de la Constitucion. Como en la
Convenciéon no se fijaban sanciones por infraccién, se aplicaban las
disposiciones pertinentes de la legislacién nacional, tal como se describia
en el informe. En cuanto al fomento de nociones de superioridad racial,
habia varias medidas que prohibian la publicacién de propaganda racista
y disposiciones concretas para hacer frente a determinadas situaciones. En
relacién al articulo 5, declaré que desde 1853, la legislacion argentina
habia incorporado, en todas sus leyes y jurisprudencia disposiciones que
expresaban el principio de la igualdad, de conformidad con los incisos
vii), viii) y ix) del apartado d) del articulo 5 de la Convencién. Respecto a
la preocupacién expresada en cuanto a los recursos juridicos de que
disponfan las victimas de discriminacién, en relacién con el articulo
6, declaré que en el caso judicial ya descrito se demostraba que se habian
cumplido los requisitos de dicho articulo y que todos los habitantes,
incluidos los extranjeros y las minorfas, tenian igual acceso a los
tribunales para obtener una reparacion.
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Comité para la Eliminacién de la Discriminacién Racial
Informe sobre el trigésimo quinto periodo de sesiones
Suplemento No.18 (A/35/18), 1980

268. El sexto informe periédico de la  Argentina
(CERD/C/66/Add.6) fue presentado por la representante del Estado
informante, quien sefial6 que el informe se referia en particular a tres
asuntos que previamente habfan atraido la atencién del Comité las
medidas especiales adoptadas por el Gobierno argentino respecto de la
poblacion indigena que vive en el pais, las novedades acerca de la
aplicacion del articulo 4 de la Convencién con especial referencia a la
reforma del Cédigo Penal argentino y las medidas relativas al problema
de los trabajadores migrantes o de temporada.

269. El Comité elogié al Gobierno de la Argentina por su informe,
que mostraba que el Gobierno seguia tratando de cooperar con el Comité,
y tomd nota con especial interés de la informacién que en él se
proporcionaba sobre muchas medidas précticas y programas relativos a la
situacioén real y los derechos de los diversos grupos étnicos del pais. Sin
embargo, algunos miembros del Comité consideraron que en el informe
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faltaba un resumen en que se diera un panorama general de los resultados
de las diversas medidas adoptadas por el Gobierno y, a este respecto,
expresaron el deseo de disponer de una visién global del efecto de esas
medidas gubernamentales, asi como una descripcién de todos los grupos
indigenas, designados por su nombre étnico, en que se dieran detalles de
su tamafio y ubicacién. En particular se pregunt6 si se podia disponer de
informacién mas concreta, como el ingreso medio per capita, la tasa de
alfabetizacion, la tasa de mortalidad y la esperanza media de vida de los
pueblos indigenas para que el Comité pudiera evaluar los progresos
realizados por el Gobierno en la tarea de asistir a esos pueblos. También
se observé que, si bien en diversas constituciones provinciales habia
disposiciones relativas a la situacién y los derechos de los diversos grupos
étnicos, el informe no contenia informacién sobre disposiciones similares
que se aplicaran en el plano nacional y, a este respecto, se pregunto si los
representantes de los grupos étnicos podian participar en los niveles
nacional o local en la formulacién de las politicas que afectaban su vida y
su trabajo y si habia cierto grado de autonomia, gobierno propio u otro
mecanismo para tratar los problemas internos en el plano local
En relacién con el articulo 71 de la Constituciéon de la Provincia de
Chubut, que se refiere a la legislacién especial que se dictarfa para defensa
del aborigen, un miembro pregunt6 si de hecho se habia promulgado esa
legislacion.

270. Refiriéndose, en particular, a la informacién proporcionada
por el Gobierno de la Argentina sobre la aplicacién del parrafo 2 del
articulo 2 de la Convencién, algunos miembros del Comité observaron
que en las actividades de la Coordinacién de Area de Promocién
Comunitaria se daba prioridad a las comunidades aborigenes y a las
asentadas en las zonas de frontera y preguntaron si habia normas y
disposiciones que guiaran a las autoridades en la asignaciéon de
prioridades o si la cuestion quedaba a discrecién de las autoridades
competentes, si habia algtn tipo de participacion de las personas
directamente interesadas en el trabajo de la Coordinacién de Area y si los
proyectos del Sector de Asuntos Indigenas tramitados en 1979 debian
considerarse proyectos aislados. Observando que uno de los objetivos de
la creaciéon de fuentes primarias de trabajo consistia en evitar el éxodo de
la poblacién en busca de mejores oportunidades laborales, se pregunt6 si
habia alguna ley que prohibiera que una persona o un grupo de personas
emigrara de una zona si asi lo deseaba. Los miembros del Comité también
se refirieron a la informacion relativa a la legislaciéon que regula el sistema
de tenencia de la tierra y las disposiciones de las distintas provincias. A
este respecto, se observd que se habfa intentado garantizar a las
poblaciones indigenas de la Argentina la propiedad de la tierra que
ocupaban y se preguntd si ese intento habia tenido éxito; ademads, se
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observé que existian diferencias en las leyes relativas a la propiedad de la
tierra de las diversas provincias y se pidieron aclaraciones respecto de los
criterios en que se basaban esas diferencias legislativas, la posibilidad de
que los aborigenes tuvieran derecho a las regalias derivadas de la
explotaciéon de minerales de tercera categoria encontrados en las reservas
y la politica de Gobierno en cuanto a la cantidad de tierra concedida a
cada persona. A este respecto, se pidié informacién sobre el ntimero de
reservas que existian en la Argentina y su poblaciéon total. Algunos
miembros del Comité también destacaron la importancia de proteger las
culturas y lenguas de los grupos étnicos que viven en la Argentina y
preguntaron si habia organizaciones culturales o de otro tipo para los
distintos grupos étnicos.

271. Con respecto al articulo 3 de la Convencién, se pidi6
informacioén sobre las relaciones entre la Argentina y el régimen racista de
Sudéfrica.

272. El Comité consideré que las disposiciones de los Cédigos
Civil y Penal de la Argentina a que se hacia referencia en el informe no
satisfacfan los requisitos del articulo 4 de la Convencién, en particular del
parrafo b) de este articulo y expresé la esperanza de que la Comisién
establecida para reformar el Cédigo Penal tuviera plenamente en cuenta
los requisitos de la Convencién antes de terminar su labor. Algunos
miembros preguntaron, en particular, si habfa en el Coédigo Penal
disposiciones que protegieran a los grupos étnicos, cudl era el significado
de la expresion “asociacion ilicita” empleada en el articulo 210 del Cédigo
Penal existente y si el nuevo Cddigo Penal proporcionaria una nueva
definicién.

273. En relaciéon con el articulo 5 de la Convencién, algunos
miembros del Comité pidieron mayor informacién sobre las condiciones
de trabajo de los trabajadores de temporada y los trabajadores migratorios
no calificados, en particular datos estadisticos, desglosados por zonas y
regiones, que permitieran ver en qué medida sus salarios habian
registrado aumentos que los elevaran a los niveles prevalecientes en el
pais. Se pregunté si habia alguna ley que prohibiera a las personas
abandonar una regién para buscar mejores oportunidades de trabajo.
Algunos miembros también preguntaron si en la Argentina habia
disposiciones legales relativas al enjuiciamiento en caso de violacién de la
ley N° 22.105 de 15 de noviembre de 1979 sobre Asociaciones Gremiales,
en particular de su articulo 7 relativo a la discriminacién en su
constitucién, y cudl era el significado y el objetivo del articulo que
disponia que “los sindicatos no podran constituirse en razén de ideologias
politicas”. Ademads, se pidi6 informacién sobre las responsabilidades del
Gobierno y los empleadores en lo que se refiere a asegurar condiciones de



68 ARGENTINA

vida adecuadas, servicios bdasicos y bienestar a los trabajadores
migratorios y lo que ocurrfa en la practica a ese respecto; sobre la
observaciéon en la Argentina del Convenio de la OIT relativo a los
trabajadores migrantes y sobre las garantias relativas al derecho de acceso
a los lugares y servicios destinados al uso ptblico de conformidad con el
parrafo f) del articulo 5 de la Convencion.

274. Con respecto al articulo 6 de la Convencién, algunos
miembros del Comité preguntaron si se habia establecido algtn
mecanismo o recurso para las posibles victimas de la discriminacién
racial. También se observé que parecia que en el plano administrativo, en
la Argentina, una victima de discriminacién por parte de un organismo
oficial no tenia medios expeditivos de salvaguardar sus derechos.

275. El Comité tomdé nota con interés de la informacién
proporcionada por el Gobierno argentino sobre las medidas adoptadas
para aplicar el articulo 7 de la Convencién. Sin embargo, pidié mayores
detalles, en particular, en relacién con los programas escolares, las
medidas para difundir informacién en las escuelas sobre los males del
apartheid y las medidas para ensefiar la tolerancia y promover el
reconocimiento de la existencia y los valores de otras religiones a fin de
liberalizar las actitudes respecto de los no cristianos.

276. La representante de la Argentina, respondiendo a preguntas
planteadas por miembros del Comité se refiri6 a la informacién ya
proporcionada en los informes de su Gobierno y explicé que la poblacién
de su pais incluia muchas personas de ascendencia mixta y que su
Gobierno no podia proporcionar cifras exactas sobre la cantidad de
indigenas. También explicé que los proyectos destinados a promover el
desarrollo integrado de las comunidades indigenas diferfan
considerablemente de una provincia, a otra segin las necesidades de los
diversos grupos indigenas, y proporcioné detalles sobre los criterios que
rigen la distribucién de la tierra. Ademas, la representante dijo que, aun
cuando cada provincia tenia su propia politica, habia coordinacién a nivel
nacional para asegurar que se respetaran ciertas normas en los resultados
obtenidos.

277. En cuanto a las relaciones con Sudafrica, la representante
destacéd los compromisos internacionales adquiridos por la Argentina
contra la politica del apartheid y, en lo que se refiere a las medidas para la
aplicacion del articulo 4 de la Convencién, dio mayor informacién sobre
la aplicacién de las disposiciones penales existentes y sobre los trabajos
pertinentes de la Comisién establecida podra reformar el Cédigo Penal
argentino que, segtn dijo, trataria de los actos de violencia motivados por
el odio racial.
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278. Refiriéndose a algunas de las preguntas planteadas en
relacion con el articulo 5 de la Convencién, la representante explicé que el
objetivo del articulo 7 de la Ley N° 22.105 sobre Asociaciones Gremiales
era asegurar que no se impidiera a nadie ingresar a un sindicato en razén
de su pertenencia a un partido politico o sus convicciones politicas y
prohibir el establecimiento de sindicatos que estuvieran abiertos
exclusivamente a quienes suscribieran a la misma ideologfa politica.
También dijo que el derecho de acceso a los lugares y servicios destinados
al uso publico estaba plenamente protegido en la Argentina.

279. En lo que respecta a los recursos de que disponian las
victimas de la discriminacién racial, la representante declar6 que, lo
mismo que las victimas de cualquier delito, podian entablar demandas
judiciales, aunque no se habia establecido ningtin mecanismo juridico en
relaciéon con el articulo 6 de la Convencién. El hecho de que hasta el
momento no se hubieran interpuesto ante los tribunales demandas por
discriminacién racial tal vez podria explicarse por la eficacia con que los
mecanismos sociales del pais controlaban el prejuicio racial e inhibian la
violencia racial.

280. Con referencia al articulo 7, la representante proporcioné
algunos detalles relativos a la ensefianza de la tolerancia religiosa y racial
en las escuelas primarias y aseguré a los miembros del Comité de que su
Gobierno procuraria proporcionar la informacién solicitada en el
siguiente informe periédico. En lo que respecta a la situaciéon de los
trabajadores migratorios, sefalé que, la solicitud del Comité, se habia
proporcionado informacién detallada en los anexos del informe de la
Argentina, los cuales, sin embargo, no se habian traducido.
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Comité para la Eliminacién de la Discriminacién Racial
Informe sobre el trigésimo tercer periodo de sesiones
Suplemento No. 18 (A/33/18), 1978

244. El Comité examind el quinto informe periédico de la
Argentina junto con la declaracién introductoria formulada por la
representante del Estado informante, que complement6 y actualizé la
informacion proporcionada en el informe.

245. Con referencia al articulo 31 de la Constitucién argentina se
pregunto si un tratado, al entrar en vigor, derogaba automaticamente las leyes
que no eran compatibles con €|, o si para ello se requeria legislacién especial.
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246. Durante su examen del informe, el Comité presté mucha
atencion a la informacién sobre la poblacién “aborigen” y a las medidas
adoptadas por el Gobierno en relacién con ella. Algunos miembros
expresaron dudas acerca de la propiedad del término “aborigen”, que no
fueron compartidas por los demas. Se pidi6 el texto de las directrices
relacionadas con el desarrollo de las comunidades aborigenes, asi como
informaciones adicionales sobre su aplicacion. Se recalc6 que la politica de
“integraciéon voluntaria” debfa aplicarse en forma gradual a fin de
asegurar que las comunidades “aborigenes” mantuvieran su identidad
cultural y que su objetivo debia consistir en lograr el desarrollo
econémico y social de esos grupos étnicos, permitiéndoles al mismo
tiempo conservar sus caracteristicas culturales. Se pregunté a la
representante de la Argentina si las caracteristicas de los “aborigenes”
enumeradas en el informe se consideraban requisitos indispensables para
que dichos grupos gozaran de los beneficios de las medidas especiales
adoptadas a su favor; cudles eran las instituciones responsables de aplicar
esas medidas, y cudles eran sus fuentes de financiacién; y si la ignorancia
del idioma espariol constituia un impedimento para que un “aborigen”
pudiera votar y participar en la administracién publica local de las
regiones en que se hablaba su dialecto.

247. Larepresentante de la Argentina aseguré al Comité que en el
proximo informe periédico su Gobierno proporcionaria informacién
adicional y las aclaraciones solicitadas respecto de la legislaciéon y
reglamentaciones en vigor. Afirmé que se hacfan grandes esfuerzos por
conservar la cultura indigena, incluidas sus artesanfas. Habia organismos
oficiales, como el Fondo Nacional de las Artes, y organismos provinciales
y privados que se ocupaban de mantener esa cultura. Ademaés el Gobierno
procuraba mejorar el nivel de vida de las comunidades “aborigenes”, a
pesar de las dificultades para alcanzar esos grupos, que suelen ser
némadas y “no estdin compuestos exclusivamente de indigenas”.
El organismo competente era la Secretaria de Estado de Promocién y
Asistencia Social, que no se ocupaba exclusivamente de las comunidades
“aborigenes”, sino también del resto de la poblacién, en especial de los
grupos mds desfavorecidos. Sefial6é asimismo que el desconocimiento del
idioma espafiol constitufa un problema grave, ya que las lenguas
autdctonas eran s6lo orales y carecfan de escritura, de manera que cuando
los “aborigenes” aprendian a leer y a escribir no podian aplicar esos
conocimientos a su propia lengua. El derecho al voto era universal y sin
excepciones; pero para ser funcionario publico se requeria necesariamente
saber leer y escribir.

248. El Comité tom6 nota de la informacién proporcionada por la
representante de la Argentina en su declaracién introductoria en el
sentido de que se habia establecido una comisién, presidida por un
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ex-miembro del Comité para la Eliminacién de la Discriminacién Racial,
para que preparara una reforma del Cédigo Penal y de que dicha
comisién estaba considerando un texto inspirado en el articulo 4 de la
Convencion y se esperaba que lo terminara a tiempo para incluirlo en el
siguiente informe de la Argentina. Un miembro del Comité, refiriéndose
al articulo 80 del Cédigo Penal argentino, observé que sélo parecia referirse al
caso de homicidio y no incluia los actos de violencia o la incitacién a cometer
tales actos contra un grupo de personas, tal como se estipula en el articulo
4 de la Convencién. Otro miembro pidié una interpretacién de la frase
“asociarse con fines ttiles” que figuraba en el articulo 14 de la Constitucion.
La representante de la Argentina dijo que la frase significaba que las
personas podian asociarse con cualesquiera fines que no fueran ilicitos ni
perjudiciales para los demas; el Cédigo Civil argentino decia que la ley no
amparaba el ejercicio abusivo de los derechos.

249. En lo que respecta a la informacién sobre las medidas
adoptadas por el Gobierno en la esfera de la educacién para aplicar el
articulo 7 de la Convencién, un miembro del Comité pregunté acerca de
la utilizacién de programas de radio y televisién. La representante de la
Argentina confirm6 que habia iniciativas oficiales para asegurar que la
prensa reflejara las actitudes antirracistas oficiales. Por ejemplo, en
ocasiones especiales se emitian comunicados oficiales que tenfan amplia
difusién en la prensa.

250. Un miembro del Comité pidié informacién adicional sobre
los derechos de los trabajadores migrantes, y, en particular, sobre sus
derechos respecto de la agremiacioén, la vivienda y los beneficios sociales,
y pregunto si se habia promulgado legislacién al respecto.

251. Un miembro del Comité pidié que la informacién que
figuraba en el informe en respuesta a la recomendacién general Il y a la
decision 2 (XI) del Comité se ampliara en el siguiente informe.

kkhkkhkkkkrkk

Comité para la Eliminacién de la Discriminaciéon Racial
Informe sobre el trigésimo primer periodo de sesiones
Suplemento No. 18 (A/31/18), 1976

99. Al mismo tiempo que observaron que el cuarto informe
periédico de la Argentina no contenia nueva informacién que no
estuviera incluida ya en anteriores informes, los miembros del Comité
tomaron nota de las respuestas a alguna de las preguntas formuladas en
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anteriores periodos de sesiones y, en particular, a las relacionadas con los
derechos de que disfrutaban los trabajadores migrantes y otras personas
de nacionalidad extranjera, los casos de discriminacién racial planteados
ante los tribunales y las relaciones con los regimenes racistas del Africa
Meridional. Se sefial6, sin embargo, que no se habia respondido a las
restantes preguntas y se subrayé que, por consiguiente, seguian siendo
validas las observaciones hechas durante el examen del tercer informe.

100. Ademas de las preguntas formuladas en un periodo de
sesiones anterior a las que atn no se habian respondido, se hicieron
durante el debate actual dos preguntas adicionales: a) ;Implicaba el
articulo 31 de la Constitucién argentina, en virtud del cual la Convencién
tenia la fuerza de una ley nacional, que la Convencién dejarfa sin efecto
s6lo leyes o constituciones provinciales anteriores y contrarias, o
implicaba que la Convencion se aplicarfa también en los casos que una ley
federal anterior estuviera en desacuerdo con los fines de la Convencién?
b) ¢Seguia en vigor la Constitucién nacional de 1853?

101. Se observé que el informe no contenia informacién sobre las
formas de discriminacién racial existentes en las Malvinas (Falkland
Islands), territorio ocupado por una Potencia extranjera y reclamado por
Argentina.

102. El representante del Gobierno de Argentina comentd
primeramente algunas de las preguntas formuladas en anteriores
periodos de sesiones y que seguian sin repuesta. En lo tocante a la
aplicacion del articulo 7 de la Convencién, manifest6 que la responsabilidad
de la educacién publica correspondia primordialmente a las autoridades
provinciales, once de las cuales tenian programas de educacién primaria
que cumplian los requisitos de dicho articulo. Respecto de los
trabajadores extranjeros y otros no nacionales, dijo que, a los efectos
legales, eran tratados exactamente sobre la misma base que los
trabajadores argentinos y que sus derechos y obligaciones se estipulaban
en acuerdos bilaterales; y que la Constitucién garantizaba a los extranjeros
los mismos derechos civiles de que disfrutaban los nacionales de
Argentina. En cuanto a los derechos politicos de que disfrutaban los
extranjeros, remiti6 al Comité el segundo informe peridédico de su
Gobierno. Confirm6 que, en caso de discriminacién racial, las personas o
los grupos de personas afectadas podian interponer recurso de amparo.
Informé también al Comité de que el procedimiento era aplicable
igualmente en la parte argentina de la Antértida. Las restantes preguntas,
a las que no estaba en condiciones de responder, serian transmitidas a su
Gobierno. Respecto de las dos preguntas formuladas en el actual periodo
de sesiones, dijo que, en virtud del articulo 31 de la Constitucién, la
Convencioén tenia prioridad sobre cualquier legislacién contraria, ya fuera
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provincial o federal, y que la Constitucién de 1853, que contenia dicho
articulo, seguia en vigor y no habia sido enmendada por ninguna
legislacion posterior. En cuanto a la observacién (mencionada en el parr.
101 supra) de que el informe de su Gobierno no contenfa informacién
sobre la situaciéon en las Malvinas (Falkland Islands), reafirmé la
soberania de la Argentina sobre ese territorio, pero dijo que transmitiria a
su Gobierno la pregunta relativa a las formas de discriminacién racial
practicadas en ellas.

kkhkkkhhkikk

Comité para la Eliminacion de la Discriminaciéon Racial
Informe sobre el trigésimo periodo de sesiones
Suplemento No. 18 (A/100/18), 1975

79.  Los miembros del Comité observaron que en la informacién
que figuraba en el tercer informe periédico de la Argentina, junto con la
informaciéon suministrada en los informes anteriores, se describia el
cumplimiento por el Estado informante de sus obligaciones en virtud de
los articulos 4, 5 y 6 de la Convencion. También se advirtié que, ademas
de ocuparse de los articulos constitucionales y las disposiciones
legislativas, el informe se referfa a las medidas judiciales, tal como se
solicitaba en el parrafo 1 del articulo 9 de la Convencion. Se observé que
se suministraban los textos completos de todos los articulos pertinentes de
la Constituciéon y todas las disposiciones legislativas a que se hacia
referencia en dicho informe o en informes anteriores. En cambio, no se
presentaba informaciéon en virtud del articulo 7 de la Convencién. El
Estado informante tampoco proporcionaba la informacién prevista en las
recomendaciones generales III (sobre relaciones con regimenes racistas) y
IV (sobre poblacién).

80. Algunos miembros dudaron de que la informacién
disponible fuese suficiente para demostrar que el Estado informante habia
dado pleno cumplimiento a las exigencias del articulo 4 de la Convencién,
y otros quedaron en la incertidumbre con respecto a la situacion actual de
la legislacién correspondiente al tema de los pérrafos a) y b) de ese
articulo. Los miembros opinaron que, segtn lo informado, la legislacién
en vigencia sélo satisfacia parcialmente los requisitos de los articulos 5 y 6
de la Convencion.

81.  Se formularon preguntas sobre el alcance de los “derechos
civiles” en la legislacién argentina; sobre la connotacién de la expresién
“prerrogativas de sangre y nacimiento” empleada en el articulo 16 de la
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Constitucién; sobre los derechos de que gozaban los trabajadores
migrantes; sobre si los derechos de que gozaban los extranjeros, segin los
articulos 14 a 20 de la Constituciéon, que al parecer aseguraban a los
extranjeros los mismos derechos de que gozaban los ciudadanos, incluian
los derechos politicos; sobre la aplicabilidad del recurso de amparo a los
actos de discriminacién racial perpetrados por particulares o grupos; y
sobre el alcance territorial de la aplicacién de la ley relativa al recurso de
amparo, y en especial si era aplicable a la Antartida.

82.  La representante de Argentina hizo comentarios sobre las
preguntas relativas a los derechos de los trabajadores migrantes y a la
aplicabilidad del recurso de amparo a la Antartida. Indicé que
transmitiria a su Gobierno las observaciones formuladas por los
miembros del Comité, para que fueran tenidas en consideracién en
informes futuros.

kkhkkkkkkrkk

Comité para la Eliminacion de la Discriminaciéon Racial
Informe sobre el vigésimo octavo periodo de sesiones
Suplemento No. 18 (A/90/18), 1973

84. El Comité, en su tercer periodo de sesiones, examind el
informe inicial de Argentina, de fecha 30 de diciembre de 1969,
juntamente con un informe complementario de fecha 27 de abril de 1970,
los que consider¢ insatisfactorios. Se solicité informacién complementaria,
pero ésta no fue presentada. El segundo informe periédico, presentado el
10 de noviembre de 1971, fue examinado en el séptimo periodo de
sesiones del Comité (126" y 127° sesiones).

85.  Algunos miembros del Comité sefialaron que el Gobierno de
Argentina habia tratado de dar respuesta a algunos puntos planteados en
el curso del examen de sus informes anteriores, agregaron que en el
actual informe figuraba informacion sobre disposiciones legales
correspondientes a algunos articulos de la Convencién y que esa
informacién no sélo abarcaba determinadas normas del Cédigo Penal, en
los que se describfan actos prohibidos de discriminacién racial, sino que
también se mencionaban las penas estipuladas para tales delitos. Se tomé
nota especialmente de las afirmaciones de que, con arreglo a los articulos
20 y 21 de la Constitucién, “se garantizaba la igualdad civil entre el
extranjero y el nacional”, y de que “la condicién politica del extranjero...
es una de las mas ventajosas”.
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86. En cambio, se observé que el informe no se ajustaba a las
directrices establecidas por el Comité, y no siempre figuraban en el los
textos de las normas juridicas a las que se hacia referencia. Ademas, para
algunos miembros el pérrafo 4 del Articulo 80 del Cédigo Penal parecia
tener un alcance mas restringido que el articulo 213 bis, que habia sido
derogado.

87.  Algunos miembros manifestaron su deseo de que en el
informe se hubiese incluido informacién acerca de aspectos demograficos.
Se pregunté si se habfa adoptado alguna medida legislativa,
administrativa o de otra indole a fin de poner en practica las disposiciones
de la Convencién que requerian que los Estados partes tomaran medidas
positivas para impedir la posible comisién de actos de discriminaciéon
racial. Al tomar nota de que se presentaba informacién relativa a normas
legislativas que, en parte, correspondian a los requisitos previstos en el
parrafo a) del articulo 4 de la Convencién, algunos miembros
preguntaron si existia alguna ley que cumpliera los requisitos de parrafo
b) de dicho articulo, cuya aplicacién el Comité consideraba obligatoria.
Se pregunt6 también si se habia adoptado alguna medida para poner en
practica el articulo 7 de la Convencién. Ademas, se pregunté al
representante de Argentina si podia comunicar al Comité alguna
informacion relativa a la situacién en materia de las relaciones de su pais
con los regimenes racistas de Africa meridional, de conformidad con la
Recomendacion General III que fuera aprobada por el Comité después de
la presentaciéon del informe que se examinaba. También se hicieron
preguntas especificas en cuanto al alcance de los articulos 80 y 209 del
Codigo Penal.

88. En su intervencién ante el Comité en su 1272 sesién, el
representante de Argentina expresé que su delegacion esperaba que el
informe que se examinaba, presentado casi un afio y medio antes, seria
actualizado y mejorado sobre la base de las directrices del Comité y de las
observaciones hechas durante los debates en el mismo. Ademads, dio
algunas explicaciones acerca del alcance de los articulos 80 y 209 del
Codigo Penal. En cuanto a las relaciones de la Argentina con los
regimenes racistas del Africa meridional, el representante de ese pais
menciond la Ley 19846 de septiembre de 1972, en virtud de la cual se
incorporaron al derecho positivo argentino las disposiciones de la
resolucion 253 (1968) del Consejo de Seguridad.

89. El Comité decidi6 considerar satisfactorio el Informe y
expres6 su confianza en la continua cooperacién del Gobierno de la
Argentina.



76 BOLIVIA

2. BOLIVIA

Comité para la Eliminacién de la Discriminaciéon Racial
CERD/C/63/C0O/2,10 de diciembre de 2003

1. El Comité examiné los informes periédicos 14° a 16° de
Bolivia, que debian haberse presentado de 1997 a 2001, y que se
presentaron en un dnico documento (CERD/C/409/Add.3), en sus
sesiones 1594% y 1595% (CERD/C/SR.1594 y 1595), celebradas los dias 11 y
12 de agosto de 2003. En su 16107 sesién (CERD/C/SR.1610), celebrada el
21 de agosto de 2003, el Comité aprobo las siguientes observaciones finales.

A. Introduccién

2. El comité acoge con satisfaccion el informe presentado por el
Estado Parte y la informaciéon adicional facilitada por la delegacion
verbalmente y por escrito. Sin embargo, lamenta que esta nueva
informacién adicional por escrito se haya presentado tarde y los miembros
no hubieran podido examinarla antes del didlogo con la delegacién.

3. El Comité agradece las respuestas aclaratorias que ofrecié la
delegacion del Estado Parte y su disponibilidad para entablar un didlogo
constructivo con el Comité. Ademas, el Comité celebra que la delegacién
del Estado Parte estuviera encabezada por el Viceministro de Asuntos
Indigenas.

B. Factores y dificultades que obstaculizan la aplicacion
de la Convencién

4. El Comité observa que, pese a los considerables progresos
realizados por el Estado Parte y sus destacados esfuerzos, Bolivia sigue
siendo uno de los paises mas pobres y menos adelantados de América
Latina. Segtn los indicadores de la pobreza de 2002, el 64,3% de la
poblacion vive por debajo del umbral de la pobreza (el 53,3% de la
poblacion urbana y el 82,1% de la poblacién rural). El Comité estd
particularmente preocupado por esos datos y subraya que la discrepancia
entre las zonas urbana y rural afecta especialmente a las poblaciones
indigenas y a su subsistencia diaria.

C. Aspectos positivos

5. El Comité reconoce que el amplio y detallado informe del
Estado Parte se ajusta en general a las directrices para la presentaciéon de
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informes y que aborda algunas de las preocupaciones y recomendaciones
formuladas por el Comité después de haber examinado el informe anterior.

6. El Comité observa con satisfacciéon que Bolivia es Parte en
una serie de instrumentos internacionales de derechos humanos, entre
ellos el Convenio N° 169 de la OIT sobre pueblos indigenas y tribales en
paises independientes y la Convencién Internacional sobre la proteccion
de los derechos de todos los trabajadores migratorios y de sus familiares.

7. El Comité celebra las numerosas medidas adoptadas para
promover y proteger los derechos humanos, incluido el reconocimiento
en la nueva Constitucién de 1995 de que Bolivia es un pais multiétnico y
pluricultural, el reciente establecimiento del cargo de Defensor del
Pueblo, la entrada en vigor en 1999 del nuevo Cédigo de Procedimiento
Penal y la aprobacién del Plan nacional de equidad de género 2003-2007.
El Comité observa asimismo con reconocimiento la creacion en cada
municipio de un Defensor del Pueblo para los nifios y adolescentes.

8. En cuanto al articulo 2 de la Convencion, el Comité toma
nota con satisfaccion de que se han abierto oficinas locales dependientes
del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos para recibir denuncias de
violaciones de los derechos humanos.

9. El Comité elogia los esfuerzos del Estado Parte para asegurar
que los miembros de las poblaciones indigenas, que, segin el censo de
2001, representan el 61,8% de toda la poblacién, gocen de libertad y de
igualdad en dignidad y derechos sin discriminacién alguna, incluidas las
disposiciones juridicas encaminadas a reconocer la titulaciéon y la
propiedad de las tierras de grupos y particulares indigenas, asi como el
derecho al aprovechamiento exclusivo de los recursos naturales
renovables situados en sus tierras. A este respecto, el Comité se
congratula especialmente del establecimiento del Tribunal Agrario.

10. Si bien el Comité estd profundamente preocupado por la
informacién acerca de una reunién “neonazi” programada para abril de
2001, asi como de la existencia de ese fenémeno en el pais, celebra las
medidas adoptadas por el Estado Parte, que logré impedir esa reunioén, en
consonancia con el apartado b) del articulo 4 de la Convencion.

11.  El Comité también toma nota agradecido de las medidas
adoptadas para reconocer adecuadamente los idiomas indigenas.

D. Motivos de preocupacién y recomendaciones

12.  El Comité lamenta la escasa informacién proporcionada en
relacion con el articulo 4 de la Convencién y observa con preocupacion la
falta de disposiciones legislativas que castiguen la difusién de ideas
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basadas en la superioridad o el odio racial, asi como los actos de violencia
o incitacién a la violencia y las organizaciones que fomentan la
discriminacién racial, como se exige en el articulo 4 de la Convencién.

A este respecto, el Comité reitera su recomendacién anterior,
instando al Estado Parte a que cumpla su obligacion de tipificar
como delito todas las formas de discriminacién racial, como se
especifica en el articulo 4 de la Convencion.

13. Si bien el Comité celebra los esfuerzos que despliega el
Estado Parte para asegurar el disfrute y el ejercicio de los derechos de los
pueblos indigenas mediante la adopcién de reformas constitucionales,
juridicas e institucionales, observa con preocupacién la informacion
recibida sobre la cuestién de tierras indigenas que al parecer se han
asignado a empresas privadas, especialmente en las comunidades de
Chiquitano, Beni y Santa Cruz.

El Comité invita al Estado Parte a que aplique sistematicamente la
encomiable legislacién que adopté para reconocer los derechos
fundamentales de los pueblos indigenas y mejorar sus condiciones
de vida. A este respecto, el Comité sefiala a la atencién del Estado
Parte su Recomendacién general N° XXIII en la que, entre otras
cosas, se exhorta a los Estados Partes a que reconozcan y protejan
los derechos de las poblaciones indigenas a poseer, explotar,
controlar y utilizar sus tierras, territorios y recursos comunales, y en
los casos en que se les haya privado de sus tierras y territorios, de
los que tradicionalmente eran duefios, o se hayan ocupado o
utilizado esas tierras y territorios sin el consentimiento libre e
informado de aquellas poblaciones, que adopten medidas para que
les sean devueltos las tierras y los territorios.

14. Al Comité también le preocupan los informes de que los
defensores de derechos humanos que prestan asistencia a los miembros
de grupos indigenas en conflictos sobre la tierra siguen siendo
amenazados y hostigados por agentes de la policia, especialmente en la
regién del Chapare.

El Comité recomienda que el Estado Parte adopte todas las
medidas necesarias para proteger a los defensores de los derechos
humanos contra todo tipo de violencia, amenazas, represalia,
discriminacién, presién o cualquier acto arbitrario como consecuencia
de sus actividades. A este respecto, el Comité recuerda su
Recomendaciéon general N° XIII relativa a la formacién de los
funcionarios encargados de la aplicacién de la ley en cuanto a la
proteccion de los derechos humanos y alienta al Estado Parte a que
mejore la formacién de los funcionarios encargados de aplicar la
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ley, especialmente los agentes de policia, de manera que se dé
pleno efecto a las normas de la Convencién.

15. El Comité observa la falta de informacién acerca de la
comunidad afroboliviana, que, segtin datos recibidos, esta constituida por
unas 31.000 personas que se hallan en el extremo mas bajo de la escala
socioecondmica y que sufren graves carencias en materia de salud,
esperanza de vida, educacién, ingresos, alfabetismo, empleo y vivienda.
El Comité observa ademdas que en la legislacion interna no hay
disposiciones especificas que se refieran a ese grupo.

El Comité recomienda que el Estado Parte adopte medidas para
asegurar que los miembros de la comunidad afroboliviana gocen
plenamente de los derechos enumerados en el articulo 5 de la
Convencién y que proporcione informacién a este respecto en su
proximo informe periédico, en particular sobre el nivel de vida y
otros indices educacionales y sociales de esa comunidad.

16.  Si bien comprende la necesidad de que se elaboren politicas
destinadas a reducir la produccion y el tréfico ilegales de coca, al Comité
le preocupan las posibles consecuencias negativas de esas politicas,
particularmente para los miembros de las comunidades indigenas.

A este respecto, el Comité recomienda que el Estado Parte
proporcione en su proximo informe peridédico informacién
adicional y mas especifica sobre la superficie de tierra que se ha
retirado de la producciéon de coca, las alternativas de cultivo o
aprovechamiento de esa tierra, la superficie de tierra que sigue
destindndose a la produccién de coca, el nimero de personas
afectadas y su origen étnico, asi como el efecto que tienen las
politicas del Estado Parte en sus niveles de vida.

17.  El Comité sefiala la falta de informacién sobre las medidas
legislativas, judiciales, administrativas o de otro tipo que dan efecto a la
disposicion del articulo 6 de la Convencién. El Comité recuerda que la
mera falta de denuncias y acciones judiciales de parte de las victimas de la
discriminacién racial puede ser principalmente un indice de la falta de
legislacion especifica al respecto o del desconocimiento de los recursos
judiciales a disposicién o de una insuficiente voluntad de las autoridades
para proceder al enjuiciamiento.

El Comité pide al Estado Parte que se asegure de que en el
ordenamiento juridico interno existan disposiciones apropiadas e
informe al publico de todos los recursos judiciales en materia de
discriminacién racial. El Comité pide ademas que el Estado Parte
incluya en su préximo informe periédico informacién estadistica sobre
las causas instruidas y las penas impuestas en los casos de delitos
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relacionados con la discriminacién racial y en qué casos se han
aplicado las disposiciones pertinentes de la legislacion interna en vigor.

18.  En cuanto al articulo 7 de la Convencion, el Comité alienta al
Estado Parte a que despliegue esfuerzos adicionales para difundir la
Convencion y otros instrumentos internacionales de derechos humanos
en los principales idiomas.

19.  El Comité anima al Estado Parte a que, en la preparacion del
proximo informe periédico, entable consultas con las organizaciones de la
sociedad civil que luchan contra la discriminacién racial.

20. El Comité observa que el Estado Parte no ha hecho la
declaracién facultativa prevista en el articulo 14 de la Convencién y le
insta a que estudie la posibilidad de hacerlo.

21.  El Comité recomienda encarecidamente que el Estado Parte
ratifique las enmiendas al parrafo 6 del articulo 8 de la Convencién,
aprobadas el 15 de enero de 1992 en la 14° Reunién de los Estados Partes
en la Convencién y ratificadas por la Asamblea General en su resoluciéon
47/111. A este respecto, el Comité se remite a la resoluciéon 57/194 de la
Asamblea General, de 18 de diciembre de 2002, en que la Asamblea
instaba encarecidamente a los Estados Partes a que aceleraran sus
procedimientos internos de ratificaciéon de la enmienda y a que con
prontitud notificaran por escrito al Secretario General su aceptacion de la
misma.

22.  El Comité recomienda al Estado Parte que tenga en cuenta
los elementos pertinentes de la Declaracién y Programa de Accién de
Durban al incorporar en su ordenamiento juridico interno la aplicacién de
la Convencién, en particular los articulos 2 a 7, y que en su préximo
informe periédico facilite informacién sobre los planes de accién u otras
medidas que se hayan adoptado para dar cumplimiento a nivel nacional a
la Declaracién y Programa de Accién de Durban.

23.  El Comité recomienda que los informes del Estado Parte se
pongan a disposicién del pablico desde el momento en que se presentan y
que también se hagan publicas las observaciones del Comité sobre los
informes.

24.  El Comité recomienda que el Estado Parte presente su 17°
informe periédico conjuntamente con su 18° informe periédico, el 21 de
octubre de 2005 a mas tardar, y que en dicho informe se traten todas las
cuestiones planteadas en las presentes observaciones finales.
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Comité para la Eliminacién de la Discriminacién Racial
CERD/C/304/Add.10, 27 de septiembre de 1996

1. El Comité examino los informes periédicos 8°, 9°, 10°, 11°, 12°
y 13° de Bolivia, que fueron presentados en un solo documento
(CERD/C/281/Add.1) en sus sesiones 1157% y 1160, celebradas el 5 y el 7
de agosto de 1996. A la luz del examen del informe y de las observaciones
hechas por los miembros del Comité, en su 11767 sesion, el 19 de agosto
de 1996, el Comité adopto las siguientes observaciones finales.”

A. Introduccién

2. Si bien el Comité lamenta el largo periodo transcurrido desde
1983, durante el cual el Estado Parte no present6 ningtin informe, celebra
que se hayan presentado combinados los informes periédicos 8°, 9°, 10°,
11°, 12° y 13°. El Comité expresa su reconocimiento por la franqueza con
que se expone la situacion actual de Bolivia en el informe. Agradece
asimismo la informacién adicional facilitada por los miembros de la
delegacion del Estado Parte y su voluntad de entablar un didlogo
constructivo con el Comité. Gracias a la informacion que figura en el
informe y a las respuestas orales a sus preguntas el Comité pudo obtener
una visién mas clara de la situaciéon general de los derechos humanos en
el Estado Parte en lo que respecta a la discriminacién racial.

3. El Comité observa que el Estado Parte no ha hecho la
declaracién prevista en el articulo 14 de la Convencién, y algunos miembros
del Comité solicitaron que se considerara la posiblilidad de hacerla.

B. Factores y dificultades que obstaculizan la aplicacion
de la Convencion

4. Se toma nota con preocupacién de las condiciones de extrema
pobreza que afectan principalmente a la poblacién indigena. La pobreza queda
demostrada por la falta de acceso a servicios basicos como el abastecimiento de
agua potable, la atencién médica, la educacién y la electricidad.

5. Se toma nota con preocupaciéon de la elevada tasa de
analfabetismo y de que s6lo el 44% de la poblacion habla el idioma oficial del
pais, el espafiol, asi como del gran nimero de idiomas y dialectos que se
hablan en el pais, ya que todo ello dificulta la comunicacién entre los distintos

*

El Comité toma nota del documento presentado por el Gobierno de Bolivia el 21 de agosto de
1996 en relacion con las propuestas legislativas formuladas por el Ministerio de Justicia para la
eliminacion de todas las formas de discriminacion racial. EI Comité podra examinar ese documento
cuando Bolivia presente su proximo informe periddico.
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grupos étnicos y en muchas ocasiones sitda a los indigenas en situacién de
desventaja para defender sus derechos humanos ante los tribunales.

6. También se expresa preocupacién por el complejo problema
del trafico de drogas y por el de la produccién de drogas en las zonas
rurales, que afecta principalmente a la poblacién indigena y que el
Gobierno, enfrentado a problemas econémicos y violaciones de la ley, asi
como a presiones externas, se esfuerza por erradicar.

C. Aspectos positivos

7. Se celebran los progresos realizados para estabilizar la
economia nacional, asi como los esfuerzos que realiza el Gobierno para
reducir las grandes disparidades de nivel de desarrollo entre la capital y
otras zonas urbanas y las remotas zonas rurales de Bolivia.

8. Ademas, se encomia la Ley de participacién popular de 1994
por cuanto reconoce la categoria de persona juridica a las comunidades
indigenas y les otorga la capacidad de participar en determinadas
actividades con independencia de las autoridades centrales. Entre esas
facultades figura la de contratar proyectos publicos y recibir asistencia
internacional para el desarrollo local.

9. Se celebra asimismo la abolicién de la practica de prisién por
deudas. Por definicién, esta préctica ha afectado siempre a los sectores
mas pobres de la sociedad, por lo que ha tenido importantes
consecuencias raciales.

10.  Las nuevas medidas para ofrecer cuidados de maternidad y
atencion médica a los nifios hasta los 5 anos, en virtud del Decreto
Supremo N° 24.303, son dignas de encomio y se consideran conformes al
apartado e) del articulo 5.

11. La proteccion de la poblaciéon indigena debera verse
reforzada con la adopcién proyectada de disposiciones juridicas para
establecer diversas instituciones con esferas concretas de responsabilidad
en el ambito de la protecciéon de los derechos humanos, incluidos el
Organismo Nacional del Menor, la Mujer y la Familia y la Subsecretaria
de derechos humanos del Ministerio de Justicia. También se acoge con
satisfaccién la institucién del Defensor del Pueblo prevista en las reformas
constitucionales de 1994.

D. Principales motivos de preocupacion

12.  Se expresa profunda preocupacion por la falta de
disposiciones legislativas que, como se dispone en el articulo 4, tipifiquen
como delito la difusién de ideas basadas en la superioridad o el odio
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raciales, los actos de violencia o la incitacién a la violencia contra
cualquier raza o grupo de personas de otro color u origen étnico, y la
prestacion de asistencia para actividades racistas. En este sentido, se
sefiala que el hecho de no adoptar tales medidas dificulta la aplicacién del
articulo 6 relativo al derecho a proteccién y recursos eficaces.

13.  Se sefiala el apartado c) del articulo 5, segtn el cual todas las
personas tienen derecho a acceso, en condiciones de igualdad, a la funcién
publica. En este sentido, se lamenta que la Ley del servicio publico
aprobada en 1992 no prohiba expresamente la discriminacién racial en la
seleccion de los funcionarios ptblicos.

14. Se toma nota de las diferencias de acceso a los beneficios
econdmicos, sociales y culturales entre los diferentes grupos étnicos. Si
bien se aprecian las dificultades de ofrecer esos beneficios en regiones
muy alejadas de la capital, son motivo de gran preocupacién los efectos
desproporcionados que pueden dificultar el desarrollo relativo de las
distintas comunidades, ya que quizas perpettien la discriminacién racial
contra los grupos desfavorecidos.

15.  En cuanto al articulo 7, se considera insuficiente la informacion
recibida acerca de los esfuerzos realizados en la ensefianza y la educacién
para combatir los prejuicios conducentes a la discriminacién racial y para
promover la comprension, la tolerancia y la amistad, como requiere este
articulo.

16. Es lamentable que en el presente informe no se hayan
facilitado datos cuantitativos respecto de la composiciéon étnica de la
poblaciéon, las zonas geogréaficas donde estin concentradas las
comunidades minoritarias, su nivel de vida y otros indices educacionales
y sociales. Esa informacién es esencial para que el propio Gobierno pueda
detectar posibles pautas de discriminacién y para que el Comité pueda
vigilar eficazmente la aplicaciéon de la Convencién.

E. Sugerencias y recomendaciones

17.  El Comité insta al Gobierno a que considere su obligacién de
tipificar como delito todas las formas de discriminacién racial, segtin se
especifica en el articulo 4 de la Convencién. A este respecto, observa con
satisfacciéon la indicacién de que el Gobierno agradecerfa asistencia
técnica con ese fin. El Comité recomienda que el Gobierno recurra a los
servicios de cooperacién técnica del Centro de Derechos Humanos de las
Naciones Unidas.

18. El Comité recomienda que en el préximo informe, que
deberia ser un informe de actualizaciéon centrado en las cuestiones y
temas de interés planteados por el Comité durante el examen del presente
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informe, se proporcione informacién respecto de la composiciéon étnica de
la poblacién, las zonas geogrédficas donde estdin concentradas las
comunidades minoritarias, su nivel de vida y otros indices educacionales
y sociales. Asimismo pide que en el préximo informe se incluyan datos
sobre las comunidades indigenas afectadas por el trafico de drogas y la
forma en que afectan a esos grupos las politicas y los programas de
Gobierno. Se agradeceria que la informacién incluyera la superficie de
tierra donde se ha eliminado la produccién de coca, la superficie de tierra
donde se sigue produciendo coca, el ntimero de personas afectadas y el
origen étnico de esa parte de la poblacién, asi como los efectos de los
programas del Gobierno sobre su nivel de vida. Si se considera
conveniente obtener asistencia en esa esfera, el Comité recomienda que el
Gobierno solicite asistencia técnica al Centro de Derechos Humanos para
la reunién y el analisis de datos.

19. El Comité recomienda que el préximo informe periédico
contenga informacién detallada acerca del proyecto de ley de reforma
agraria. Pide que en el informe se explique cémo se concilian en el
proyecto de ley las necesidades de desarrollo sostenible, promocién de la
agricultura y proteccion de los derechos de los indigenas y las
comunidades rurales.

20. El Comité insta a que se preste atenciéon de inmediato al
desarrollo de las zonas rurales donde viven muchas comunidades
indigenas. Alienta al Gobierno a que considere la ampliacién de la
infraestructura econémica y social para poder suministrar a esas
comunidades agua potable, energia, atencién médica, educacién y otros
servicios esenciales y, en este sentido, sefiala especialmente la situaciéon
del pueblo guarani. El Comité alienta al Gobierno a que solicite asistencia
internacional con este fin.

21.  El Comité recomienda encarecidamente que en el préximo
informe periédico se resefnien todas las medidas que se adopten para
remediar los problemas descritos en el informe en relacién con las
sentencias judiciales. En particular, el Comité solicita que en el préximo
informe periédico se presente informacién acerca del ntimero de
denuncias presentadas por motivos de discriminacién racial y se den
ejemplos de las sentencias pronunciadas para poder entender mejor la
forma en que el sistema judicial aplica las obligaciones del Estado en
virtud de la Convencién.

22.  El Comité recomienda que en el proximo informe periédico se
incluyan datos sobre los efectos que tendran la Ley de reforma universitaria
y otras medidas afines para las comunidades y estudiantes minoritarios.
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23.  El Comité recomienda que el Estado Parte estudie la forma
de aplicar las disposiciones del articulo 7 y de incluir en los programas de
estudios y en la capacitacion del personal de la administracién ptblica
instruccion adecuada para combatir eficazmente los prejuicios y
promover la tolerancia.

24. El Comité recomienda que el Estado Parte ratifique las
enmiendas al parrafo 6 del articulo 8 de la Convencién aprobadas en la
14? reunion de los Estados Partes.

25.  El Comité recomienda que el préximo informe periédico del
Estado Parte, que deberd presentarse a mas tardar el 22 de octubre de
1997, contenga informacién actualizada y se refiera a todas las cuestiones
planteadas en estas observaciones finales.
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Comité para la Eliminacién de la Discriminacién Racial
Informe sobre el trigésimo noveno periodo de sesiones
Suplemento No. 18 (A/39/18), 1984

168. Los informes periédicos quinto, sexto y séptimo de Bolivia,
presentados en un tinico documento (CERD/C/107/Add.1) y la informacion
suplementaria (CERD/C/107/Add.5) fueron examinados por el Comité
conjuntamente con la declaracién introductoria formulada por el
representante del Estado informante, quien sefiald6 que la actual
Constitucién de Bolivia, aprobada en 1967, consagraba la igualdad de todos
los ciudadanos sin distincién de raza o credo religioso. Afirmé que en
octubre de 1982, Bolivia habia retornado a un sistema democratico de
gobierno en el cual los derechos humanos y las libertades fundamentales
estaban garantizados. De sus 5.8 millones de ciudadanos, el 60% vivia en
zonas rurales y el 40% en zonas urbanas. Segin el Censo de 1976, el 17%
de la poblacién hablaba solamente quechua, el 8% s6lo aimard y el 30%
s6lo espariol, y el 43% era bilingtie, mientras que el 2% hablaba varios
idiomas, fundamentalmente de raiz guarani. La distincion de lenguas no
significaba distincién racial. El espafiol, el aimara y el quechua eran los
idiomas oficiales del pais, dichos idiomas se utilizaban en el Parlamento,
en las escuelas y en los medios de comunicacién. El representante de
Bolivia admiti6 que, si bien no habia discriminacion racial en el pais,
existian desigualdades en cuanto a las posibilidades de utilizar los servicios
publicos, debido a los problemas de desarrollo que enfrentaba el pais. Por
eso el Gobierno estaba proyectando hacer importantes inversiones
durante los préximos tres afios en programas sociales destinados a elevar
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el nivel de vida. Agregé6 que Bolivia siempre habia repudiado el apartheid
y habia ratificado en 1983 la Convencién Internacional sobre la Represion
y el Castigo del Crimen de Apartheid y la Convencién sobre la esclavitud.

169. El Comité encomi6 al Gobierno de Bolivia por la sinceridad
de su informe y subray¢ la necesidad de que continuara su dialogo con el
Comité. Agradecié al representante de Bolivia por las importantes
aclaraciones y la informacién adicional que habia proporcionado en su
declaracién introductoria y pidié que ese tipo de informacién, asi como
los datos sobre la composicién étnica de la poblacién, se incluyeran en el
proximo informe de Bolivia. El Comité observé que, si bien el informe
contenfa informaciéon completa sobre la aplicacién del articulo 5, omitia
proporcionar datos sobre la aplicacién de los articulos 2, 3, 4, 6 y 7 de la
Convencién.

170. En relacién con el articulo 4, el Comité record6 que en 1978
habia comunicado al Gobierno de Bolivia su obligacién de incorporar a su
legislaciéon disposiciones penales que previeran los actos de
discriminacién racial y la incitacién a ellos. Se subray6 que el articulo 4 de
la Convencién no tenifa efecto inmediato y que los Estados partes debian
adoptar leyes en las que se indicaran los actos punibles y las penas.

171. En lo relativo al articulo 5, el Comité hizo notar que no
resultaba claro en el informe si las comunidades indigenas eran libres de
establecer sindicatos o si existia un solo sindicato organizado por el
Estado. El Comité pidi6 mayores informaciones sobre la participaciéon de
las comunidades indigenas en los programas establecidos en su beneficio.
En particular, deseaba informacién adicional sobre la aplicaciéon del
articulo 125 del Decreto Ley No. 03464, que parecia imponer restricciones
a las comunidades campesinas. El Comité sefialé que un enfoque de ese
tipo introducia un elemento de discriminacién y pregunt6 si existian
obstaculos que impidieran la plena participacién de las comunidades
rurales en su propio desarrollo.

172. Respondiendo a preguntas sobre la composicion
demografica de la poblacién, el representante del Estado informante
explicé que la distribucién de la poblacién sobre la base de diferencias
culturales y étnicas no era muy precisa y que, a partir de 1952, habia
existido la tendencia de dividir la poblacién en urbana y rural. En
términos generales, se solia clasificar a los trabajadores de las zonas
rurales como aimara o quechua.

173. Con respecto al articulo 3, el representante de Bolivia
informé al Comité de que ese pais no tenia relaciones culturales ni
comerciales con Sudéfrica.
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174. En relacién con preguntas acerca de la aplicacion del articulo
4 afirmé que, si bien no existian leyes concretas para castigar los intentos
de justificar o promover el odio racial o las teorfas de superioridad racial,
el Estado poseia suficientes medios juridicos con arreglo a la Constituciéon
de Bolivia, y en particular a su articulo 6, para obligar al cumplimiento del
principio de igualdad. Bolivia habfa incorporado ese instrumento a su
legislaciéon y toda persona que sufriera discriminacién racial podia
invocar la Convencién al recurrir ante los tribunales.

175. Con referencia a las preguntas relativas al articulo 5, el
representante de Bolivia afirmé que a la sazén los sindicatos tenian
independencia total y se organizaban en federaciones como parte de la
Central Obrera Boliviana (COB). Tras la reforma agraria, se habian
distribuido mas de 400.000 titulos de propiedad; no obstante, cada
comunidad era propietaria de la tierra de comunidad, que representaba el
sector mayor de la antigua hacienda; con el producto de la tierra de
comunidad se sufragaban los gastos de las escuelas y los servicios
sanitarios y de otra indole. Un elemento fundamental de la politica del
Gobierno era fomentar arreglos conjuntos de gestién y propiedad con los
trabajadores. Existia el propodsito de que en el futuro los trabajadores de
las zonas rurales participaran en la planificacién de todos los proyectos
rurales. Si bien el 36% del producto nacional bruto provenia de las zonas
rurales, en el nuevo programa de desarrollo se destinaria a esas zonas el
74% de las inversiones. Explicoé que los ciudadanos y los extranjeros
residentes en el pais tenfan plena libertad para establecerse en cualquier
parte del territorio nacional. Por motivos de seguridad, los extranjeros
que no eran residentes de Bolivia no podian tener propiedades a menos
de 50 kilémetros de distancia de la frontera de Bolivia con ningtn otro pais.
Bolivia se interesaba en el problema de los refugiados y habia abierto sus
puertas a personas en busca de asilo procedentes de otros paises, sin
aplicar restricciones étnicas o raciales en relaciéon con su entrada al pais.
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Comité para la Eliminacién de la Discriminacién Racial
Informe sobre el trigésimo tercer periodo de sesiones
Suplemento No. 18 (A/33/18), 1978

128. El Comité examiné el cuarto informe periédico de Bolivia
juntamente con la informacién suministrada por el representante del
Estado informante en su declaracién introductoria.
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129. Se recordard que, cuando examiné el informe inicial de
Bolivia en su cuarto periodo de sesiones, el Comité decidié pedir a ese
Estado que presentara otro informe que contuviera informacién adicional
distribuida segun las directrices establecidas por el Comité. En su décimo
periodo de sesiones, cuando el Comité examiné la comunicacién que
habia recibido en respuesta a esa solicitud, que decia: “no hemos
considerado necesario enviar dicho informe dado que en Bolivia no
existen conflictos ni problemas en esta materia”, decidié pedir una vez
mas al Gobierno de Bolivia que presentara un informe de conformidad
con las disposiciones del parrafo 1 del articulo 9 de la Convencién
(A/9618, parrs. 178 y 179). En su 11° periodo de sesiones, el Comité llegod
a la conclusién de que el segundo informe periddico de Bolivia no
contenia informacién sobre la mayoria de las disposiciones sustantivas de
la Convencion, y la representante boliviana dio seguridades al Comité de
que su Gobierno “no tendria inconveniente en presentar informacién mas
completa en los informes subsiguientes”.” El tercer informe periédico, que
consistfa en la afirmaciéon de que “no se ha dictado ningtn tipo de
disposiciones, en razén de que en Bolivia no existen, ni nunca han
existido, problemas raciales”, fue examinado por el Comité en su 13°
periodo de sesién y este 6rgano pidié una vez al Gobierno de Bolivia que
le proporcionara informacién sobre la aplicacién de los articulos 2, 4, 5, 6
y 7 de la Convencién, asi como la informacién mencionada en las
recomendaciones generales III y IV. El representante de Bolivia dijo al
Comité que “reconocia que su Gobierno no habia cumplido con todas sus
obligaciones y debia presentar al Comité un informe mas detallado” y se
comprometié a “recomendar a su Gobierno que preparara... un informe
complementario” antes del 14° periodo de sesiones (A/31/18 y Corr.],
pérrs. 32 a 39).

130. Ante estos antecedentes, algunos miembros del Comité
expresaron su pesar por el hecho de que el cuarto informe periédico de
Bolivia no suministrara informacién concreta y meramente volviera a
manifestar que “en Bolivia no hay una norma legal para la eliminacién de
la discriminacién racial” y afirmara que, dado que “el boliviano recibe
igual trato” y “dicha igualdad estd contemplada en la Constituciéon
Politica del Estado”, y “como no ha habido discriminacién ni oficial ni
extraoficial, tampoco ha sido necesario eliminar regimenes ni costumbres
sobre esta materia”.

131. Los miembros del Comité recordaron las disposiciones
obligatorias de la Convencién, incluso aquellas que los Estados partes se
habian comprometido a aplicar, existiera o no realmente la discriminacién
racial en sus territorios. Se observé que la supuesta inexistencia de

*

Ibid., trigésimo periodo de sesiones, Suplemento N°. 18 (A/30/18), parrs. 83 a 85.
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algunas actividades delictivas no excusaba a un gobierno de la obligacién
de promulgar leyes que prohibieran esas actividades. Asimismo se
reafirmé que las disposiciones constitucionales relativas a la igualdad y
otras normas carecian de sentido a menos que existieran medidas
legislativas para aplicar las mencionadas normas.

132. Algunos miembros del Comité tomaron nota con satisfaccién
de la informacién suministrada por el representante boliviano en su
exposicién inicial, pero expresaron la esperanza de que el préximo
informe periédico de Bolivia se referiria a esa informacién y la ampliarfa.
Se observo, sin embargo, que la presentacién de informacién oral por
intermedio del representante de un Estado parte no podia sustituir a un
informe correctamente presentado. Se pregunt6 también por qué razén el
Gobierno de Bolivia no habia incluido en su informe la informacién oral
proporcionada por su representante al Comité.

133. El representante de Bolivia reafirmé que su Gobierno no
habia promulgado legislacién contra la discriminacién racial porque en
Bolivia no existia discriminacion racial de ninguna clase. Observando que
algunos miembros del Comité aparentemente deseaban que el Gobierno
boliviano suministrara una lista de las leyes y disposiciones promulgadas
para ocuparse de delitos inexistentes, recordé que los Estados estaban en
libertad de elegir sus propios métodos y sistemas para asegurar el respeto
por las disposiciones de sus leyes fundamentales y el cumplimiento de
ellas. Finalmente, manifesté que transmitiria a su Gobierno las opiniones
expresadas en el Comité.
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Comité para la Eliminacién de la Discriminacién Racial
Informe sobre el trigésimo primer periodo de sesiones
Suplemento No. 18 (A/31/18), 1976

32.  El tercer informe periédico de Bolivia consisti6 en la afirmacién
de que “no se ha dictado ningtn tipo de disposiciones, en razén de que en
Bolivia no existen, ni nunca han existido, problemas raciales”.

33. El Comité recordé que, al examinar el segundo informe
periédico de Bolivia, habia tomado nota de que el Gobierno del Estado
informante no habia proporcionado en este informe (ni en su informe
inicial) informacién alguna sobre la aplicacién de los articulos 2 (parrs.
1c)y2),4,5 6y 7 dela Convencién ni la informacién prevista en las
recomendaciones generales III y IV. El Comité recordé también que, en
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esa ocasion, el representante del Gobierno de Bolivia habia dicho que su
Gobierno “no tendria objecién alguna a suministrar informacién mas
completa en informes ulteriores”. Por consiguiente, el Comité lament6
que en el tercer informe periddico de Bolivia no figurara la informacién
solicitada en virtud del articulo 9 de la Convencién o prevista en las
recomendaciones generales pertinentes del Comité, especialmente dado
que el Comité ya habia solicitado dicha informacién al examinar los
informes anteriores de Bolivia.

34. El Comité pidié una vez mas al Gobierno de Bolivia que le
proporcionara informacién detallada y concreta sobre las medidas
legislativas, judiciales, administrativas y de otra indole que se hubieran
adoptado para hacer efectivas las disposiciones de los articulos 2, 4, 5, 6 y 7
de la Convencion, asi como la informacién mencionada en las
recomendaciones generales III y IV. Ademads, algunos miembros
expresaron el deseo de que en el préximo informe de Bolivia figurara
informacién acerca de las medidas adoptadas para resolver los problemas
econémicos que causan desigualdades entre los ciudadanos bolivianos.

35. Se sugiri6 que se pidiera al Gobierno de Bolivia que
preparara un informe suplementario, para que el Comité lo examinara en
su 14° periodo de sesiones, en el que hubiera, ademas de la informacién
ya solicitada, respuestas a las cuestiones planteadas por algunos miembros
del Comité durante el examen de los sucesivos informes de Bolivia.

36. En su declaraciéon ante el Comité, el representante del
Gobierno de Bolivia hizo observaciones generales acerca de la aplicacion
en su pais de los articulos 2 (parrafo 1 c)), 4, 5 y 6 de la Convencién.
En lo que respecta a la informaciéon demografica prevista en la
recomendacion general IV, informé al Comité de que préximamente iba a
levantarse un censo general que haria posible que su Gobierno obtuviera,
y transmitiera al Comité, informacién sobre la composicion étnica de la
poblacién. Reafirmé la declaracién que figuraba en el informe de su
Gobierno en el sentido de que no habia discriminacién racial alguna en su
pais y afiadi6 que —como consecuencia de una gran pobreza— existian
desigualdades sociales que su Gobierno intentaba combatir con medidas
que aceleraban el desarrollo y lograran una mejor distribucién de la
riqueza.

37.  El representante del Gobierno de Bolivia dijo que “reconocia
que su Gobierno no habfa cumplido con todas sus obligaciones y debia
presentar al Comité un informe mas detallado”. Se comprometié a
“recomendar a su Gobierno que preparara, antes del préximo periodo de
sesiones del Comité, un informe complementario”.
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38.  El Comité decidi6 tomar nota del propésito del representante
del Gobierno de Bolivia de recomendar a su Gobierno que preparara un
informe adicional para el préximo (14°) periodo de sesiones.

39. Sin embargo, al término del 14° periodo de sesiones no se
habia recibido el informe esperado.
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Comité para la Eliminacién de la Discriminacién Racial
Informe sobre el trigésimo periodo de sesiones
Suplemento No. 18 (A/100/18), 1975

83. La mayoria de los miembros del Comité observaron que el
segundo informe periddico de Bolivia contenia mas informaciéon que el
inicial y que la subsiguiente comunicaciéon de Bolivia, que se habia
examinado en los periodos de sesiones cuarto y décimo, respectivamente.
Sin embargo, afirmaron que buena medida de la informacién contenida
en el segundo informe periédico guardaba, en el mejor de los casos, una
relacién indirecta con las disposiciones de la Convencién, en tanto que
faltaba la mayor parte de la informacién requerida en virtud del articulo 9
de la Convencién. Salvo el texto del articulo 6 de la Constitucién, no se
proporcionaba informacién sobre las medidas legislativas, judiciales,
administrativas o de otra indole que se hubieren adoptado para hacer
efectivas las disposiciones de la Convencién. El informe no contenia
informacién alguna que indicara el cumplimiento por el Estado
informante de sus obligaciones en virtud de los articulos 2, parrafos 1 c) y
2, 4, parrafos a) y b), 5, 6 y 7 de la Convencién. No se proporcionaba la
informacion prevista por el Comité en las recomendaciones generales III
(sobre relaciones con los regimenes racistas) y IV (sobre la composicion de
la poblacién). El informe tampoco tomaba en cuenta las observaciones
hechas por miembros del Comité en su décimo periodo de sesiones,
oportunidad en que se habfa examinado una comunicacién de Bolivia.”
Finalmente, el informe no estaba organizado segin las pautas generales
establecidas por el Comité en su primer periodo de sesiones.

84.  Varios miembros hicieron comentarios sobre la declaraciéon
inicial del informe, segiin la cual “en Bolivia, no existe ninguna
disposicion legal que sancione la discriminacién, ya que no existe la
discriminacién racial en ningin aspecto”. En opinién undnime de esos
miembros, atn la existencia de una situacién de facto satisfactoria no
excluia la necesidad de que se sancionara ciertas leyes, particularmente en

Ibid., vigésimo noveno periodo de sesiones, Suplemento N°. 18 (A/96/18), parrs. 178 'y 179.




92 BOLIVIA

relacién con determinados articulos de la Convencién, como el articulo 4, que
son obligatorios y requieren la adopcién de medidas legislativas positivas.

85. La representante de Bolivia indic6 que transmitiria las
observaciones de los miembros del Comité al Gobierno de su pais, “el cual
no tendria inconveniente en presentar informacién mas completa en los
informes subsiguientes”.
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Comité para la Eliminacién de la Discriminaciéon Racial
Informe sobre el vigésimo noveno periodo de sesiones
Suplemento No. 18 (A/96/18), 1974

178. Como se recordara, cuando el Comité examiné en su cuarto
periodo de sesiones el informe inicial de Bolivia no lo considerd
satisfactorio (véase A/8418 y Corr.2, parr. 35). En su 69° sesion (cuarto
periodo de sesiones), celebrada el 30 de agosto de 1971, el Comité decidi6
pedir al Gobierno de Bolivia que presentara un nuevo informe siguiendo
las directrices impartidas en la comunicacion CERD/C/R.12 (véase
A/8027, anexo III, seccién A), con tiempo suficiente para que el Comité
pudiera examinarlo en su quinto periodo de sesiones, que debia
inaugurarse el 14 de febrero de 1972. No se recibi6 el informe solicitado por
el Comité. No obstante, en su décimo periodo de sesiones, el Comité tuvo
ante si una comunicacién de fecha 20 de marzo de 1974 en la que decia lo
siguiente: “... no hemos considerado necesario enviar dicho informe dado
que en Bolivia no existen conflictos ni problemas en esta materia, ya que la
Convencion se observa sin restricciones ni dificultades de ninguna indole”.

179. Recordando que, de conformidad con el parrafo 1 del
articulo 9 de la Convencion, la obligacion de presentar informes sobre las
medidas que sirvieran para hacer efectivas las disposiciones de la
Convencién era una obligaciéon imperativa que se debia cumplir,
existieran o no problemas de discriminacién racial en el pais de que se
tratara, en su 201° sesién (décimo periodo de sesiones), celebrada el 13 de
agosto de 1974, el Comité decidi6é pedir al Gobierno de Bolivia que, de
conformidad con las disposiciones del pérrafo 1 del articulo 9 de la
Convencién, presentase un informe lo antes posible, y en todo caso antes
de la celebracién del 11° periodo de sesiones del Comité.
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3. BRASIL

Comité para la Eliminacién de la Discriminaciéon Racial
CERD/C/64/CO/2, 28 de abril de 2004

1. El Comité examind en sus sesiones 1632 y 1633%
(CERD/C/SR.1632 y 1633), celebradas los dias 5 y 8 de marzo de 2004, los
informes periédicos 14° a 17° del Brasil, que debian haberse presentado el
4 de enero de 1996, 1998, 2000 y 2002, respectivamente, y que se
presentaron en un solo documento (CERD/C/431/Add.8). En su 1641*
sesion, celebrada el 12 de marzo de 2004, el Comité aprobo las siguientes
observaciones finales.

A. Introduccién

2. El Comité acoge con satisfaccion el informe presentado por el
Estado Parte y expresa su agradecimiento por la oportunidad de entablar
un didlogo franco y constructivo con el Estado Parte.

3. Aunque observa que el informe no se ajusta plenamente a las
directrices relativas a la presentacion de informes, al Comité le satisface el
tono autocritico y el hecho de que el Estado Parte haya abordado algunos
de los motivos de preocupacién y recomendaciones expresados por el
Comité en sus anteriores observaciones finales (CERD/C/304/Add.11).

B. Aspectos positivos

4. El Comité acoge con satisfaccion la aprobacién, en 2002, del
Programa Nacional de Accién Afirmativa, que constituye un importante
mecanismo para aplicar la Declaracién y Programa de Accién de Durban,
asi como el segundo Programa Nacional de Derechos Humanos.

5. El Comité encomia la entrada en vigor, en enero de 2003, del
nuevo Cédigo Civil, que es acorde con la Constitucién de 1988 y elimina
las restricciones discriminatorias del ejercicio de los derechos civiles de las
poblaciones indigenas que figuraban en el antiguo Cédigo Civil de 1916.

6. El Comité toma nota de la promulgaciéon de la Ley N° 9459
de 13 de mayo de 1997, que modifica la Ley N° 7716 de 1989 haciendo
extensivo su dmbito de aplicacién no sélo a los actos de discriminacién
por motivos de raza o color sino también a la discriminacién fundada en
la pertenencia étnica, la religién o la nacionalidad.

7. El Comité observa la creaciéon de instituciones especializadas
para luchar contra la discriminacién racial, lo que demuestra el
compromiso del Estado Parte en esta esfera, como son el Consejo Nacional



94 BRASIL

de Lucha contra la Discriminacién creado en 2001, que en 2004 se convertira
en el Consejo Nacional de Promocién de la Igualdad Racial, y la Secretaria
Especial para la Promocién de la Igualdad Racial creada en 2003.

8. El Comité celebra que en 2002 el Estado Parte haya hecho la
declaracién facultativa prevista en el articulo 14 de la Convencién.

9. El Comité observa con satisfaccion la entrada en vigor en
agosto de 2003 del Convenio N° 169 de la OIT sobre pueblos indigenas y
tribales en paises independientes.

10. El Comité constata con satisfaccién la invitacién hecha a
todos los relatores tematicos de la Comisiéon de Derechos Humanos para
que visiten el Brasil cuando lo deseen.

11.  El Comité también expresa su satisfaccion ante la declaraciéon
de que se consulté a las organizaciones no gubernamentales para
preparar el informe.

C. Motivos de preocupacién y recomendaciones

12.  El Comité reitera la preocupacién expresada en sus
anteriores observaciones finales (CERD/C/304/Add.11) acerca de la
persistencia de desigualdades profundas y estructurales que afectan a las
comunidades negra y mestiza y las poblaciones indigenas.

El Comité recomienda que el Estado Parte intensifique sus
esfuerzos para luchar contra la discriminacién racial y eliminar las
desigualdades estructurales y que presente informacién sobre la
aplicacién de las medidas adoptadas, en particular las previstas en
el segundo Programa Nacional de Derechos Humanos y en el
Programa Nacional de Accién Afirmativa.

13. Al Comité le preocupa la segregacion racial de hecho que
afecta a algunas poblaciones negras, mestizas e indigenas en zonas rurales
y urbanas, como las conocidas “favelas”, y lamenta que el Estado Parte no
haya aportado informacién suficiente al respecto.

A la luz de su Recomendacién general N° XIX, el Comité recuerda
al Estado Parte que la segregacion racial puede surgir sin ninguna
iniciativa o participacion directa de las actividades ptblicas e invita
al Estado Parte a que siga vigilando todas las tendencias que
puedan dar lugar a la segregacion racial o étnica y a que se esfuerce
por erradicar las consecuencias negativas que puedan tener. El
Comité invita asimismo al Estado Parte a que informe sobre las
medidas adoptadas para atajar este problema.
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14.  El Comité toma nota del nuevo Estatuto de las Sociedades
Indigenas (Estatuto da Sociedades Indigenas) que estd redactando el
Congreso Nacional.

El Comité recomienda que el Estado Parte facilite informacién
actualizada a este respecto.

15.  Si bien el Comité toma nota del objetivo del Estado Parte de
finalizar la demarcacién de las tierras indigenas para 2007 y considera que
es un paso importante encaminado a garantizar los derechos de las
poblaciones indigenas, le preocupa que la posesion y utilizacién efectivas
de las tierras y recursos indigenas continden viéndose amenazadas y
restringidas por las agresiones reiteradas contra las poblaciones indigenas.

A la luz de la Recomendacién general N° XXIII sobre los derechos
de las poblaciones indigenas, el Comité recomienda que el Estado
Parte finalice la demarcaciéon de las tierras indigenas para 2007.
Asimismo, el Comité recomienda que el Estado Parte adopte
medidas urgentes para reconocer y proteger en la practica el
derecho de las poblaciones indigenas a poseer, explotar, controlar y
utilizar sus tierras, territorios y recursos. En este sentido, el Comité
invita al Estado Parte a que informe sobre la solucién de los casos
de intereses contrapuestos en relacion con tierras y recursos
indigenas, en particular aquellos en que se ha desplazado a grupos
indigenas de sus tierras.

16. Al Comité le preocupa que sé6lo se hayan reconocido
oficialmente unas pocas comunidades conocidas como quilombos y que
aun sea menor el namero de dichas comunidades que ha recibido titulos
de propiedad permanente de sus tierras.

El Comité recomienda que el Estado Parte acelere el proceso de
identificacién de las comunidades quilombos y sus tierras y de
distribucién de los correspondientes titulos de propiedad a todas
esas comunidades.

17. Al Comité le preocupan las denuncias de discriminacién
sufrida por los gitanos en relacién con la inscripcién de los nacimientos y
la escolarizacién de sus hijos.

A la luz de la Recomendacién general N° XXVII sobre la
discriminacién de los romanies (gitanos), el Comité invita al Estado
Parte a que aclare esta cuestion.

18. Al Comité le preocupa que, a pesar del caradcter generalizado
de los actos de discriminacién, al parecer, raramente se aplican las
disposiciones juridicas de la legislacién nacional contra los delitos racistas.



96 BRASIL

El Comité recomienda que el Estado Parte facilite estadisticas de los
procesos iniciados, y las sanciones impuestas, en los casos de
infracciones relacionadas con delitos racistas y en los que se hayan
aplicado las disposiciones pertinentes de la legislaciéon nacional
vigente. Asimismo recomienda que el Estado Parte mejore los
programas de sensibilizacién y formacién sobre la existencia y el
tratamiento de los delitos racistas destinados a quienes se ocupan
de la administracién de justicia, como jueces, fiscales, abogados y
funcionarios encargados de hacer cumplir la ley.

19.  El Comité se muestra preocupado por el creciente ntimero de
organizaciones racistas, como los grupos neonazis, y la extensiéon de la
propaganda racista en Internet.

El Comité recomienda que el Estado Parte aclare mejor el contenido
y la aplicaciéon de las disposiciones pertinentes de la legislacion
nacional que se refieren a la existencia y la actividad de las
organizaciones racistas, asi como las que prohiben la propaganda
racista en Internet.

20. El Comité reitera su preocupacién expresada ya en sus
anteriores observaciones finales por el hecho de que los ciudadanos
analfabetos, que pertenecen sobre todo a los grupos indigenas, negros o
mestizos, no tengan derecho a ser elegidos para cargos publicos.

A la luz del apartado c) del articulo 5 de la Convencién, el Comité
recomienda que el Estado Parte adopte medidas adecuadas para
luchar contra el analfabetismo y permita a todos los ciudadanos
disfrutar de todos los derechos politicos, en particular el derecho a
ser elegidos para ocupar cargos publicos.

21. El Comité toma nota de que el informe no ha aportado
suficiente informacién sobre los derechos culturales de las personas
pertenecientes a las minorias, en el contexto del articulo 5 de la
Convencioén. En particular, no figura mencién alguna del derecho de los
grupos minoritarios y étnicos a recibir educacién en su propio idioma.

El Comité recomienda que el Estado Parte presente mas
informacioén a este respecto.

22.  El Comité toma nota de que el Instituto Brasilefio de
Geografia y Estadisticas (IBGE) estd estudiando la posibilidad de
introducir cambios en la metodologia que utiliza para clasificar a los
diversos grupos de poblacion.

El Comité invita al Estado Parte a que presente informacién
actualizada al respecto.
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23. El Comité alienta al Estado Parte a que durante la
preparacion de los informes periédicos siga celebrado consultas con las
organizaciones de la sociedad civil que se ocupan de la lucha contra la
discriminacién racial.

24.  El Comité insta al Estado Parte a que ratifique las enmiendas
al parrafo 6 del articulo 8 de la Convencién, aprobadas el 15 de enero de
1992 en la 14? reunién de los Estados Partes en la Convencién y ratificadas
por la Asamblea General en su resoluciéon 47/111. A este respecto, el
Comité se remite a la resolucién 57/194 de la Asamblea General de 2002,
en la que la Asamblea insta encarecidamente a los Estados Partes a que
aceleren sus procedimientos internos de ratificacién de la enmienda y a
que con prontitud notifiquen por escrito al Secretario General su
aceptaciéon de la enmienda. En la resolucién 58/160 de la Asamblea
General se reitera un llamamiento similar.

25. El Comité recomienda al Estado Parte que divulgue
ampliamente la informacién sobre los recursos internos disponibles
contra los actos de discriminacién racial, sobre los medios juridicos para
obtener reparacién en los casos de discriminacién y sobre el
procedimiento de presentaciéon de denuncias por particulares previsto en
el articulo 14 de la Convencion.

26.  El Comité recomienda que los informes del Estado Parte se
pongan a disposicién del publico tan pronto como se presenten y que se
publiquen asimismo las observaciones del Comité al respecto.

27.  El Comité recomienda que el Estado Parte presente
conjuntamente sus informes peridédicos 18°, 19° y 20° en un solo
documento, a mas tardar el 4 de enero de 2008, en calidad de informe
actualizado que aborde todas las cuestiones planteadas en las presentes
observaciones finales.
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Comité para la Eliminacién de la Discriminacién Racial
CERD/C/304/Add.11, 27 de septiembre de 1996

1. El Comité examiné los informes periédicos 10°, 11°, 12° y 13°
del Brasil, presentados en un documento tnico (CERD/C/263/Add.10),
en sus sesiones 11577, 1158% y 1159* (CERD/C/SR.1157 a 1159), celebradas
los dias 5 y 6 de agosto de 1996, y en su 1177 sesién, celebrada el 19 de
agosto de 1996, aprob¢ las siguientes observaciones finales.
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A. Introduccién

2. El Comité celebra que se haya reanudado el didlogo con el
Gobierno brasilefio después de nueve afios de interrupciéon y expresa su
satisfaccién al Estado Parte por el informe sincero que ha presentado y las
explicaciones proporcionadas por la delegacién. No obstante, lamenta que
el informe presentado sélo contenga unos pocos datos concretos sobre la
aplicacién de la Convencién en la practica. En este sentido, el Comité
toma nota de la declaraciéon de la delegacion brasilefia segtn la cual el
Estado Parte esta dispuesto a continuar el dialogo en un futuro préximo y
a proporcionarle informaciones mas amplias sobre las medidas adoptadas
para aplicar la Convencion.

3. Se toma nota del hecho de que el Estado Parte no ha
efectuado la declaracién prevista en el articulo 14 de la Convencién;
algunos miembros del Comité pidieron que el Brasil estudiara la
posibilidad de efectuar esa declaracion.

B. Factores y dificultades que obstaculizan la aplicacion
de la Convencion

4. Se reconoce que el Brasil es un pais de dimensiones
geograficas y demogréficas muy importantes que, durante el decenio
pasado, experimenté profundas transformaciones tanto a nivel politico y
econdémico como social. A pesar de las numerosas reformas estructurales,
politicas, econémicas y sociales, las autoridades no han logrado acabar
con la pobreza endémica, lo que agrava las desigualdades sociales que
afectan en particular a la poblacién indigena negra y mestiza, y favorece
la aparicion de una cultura de la violencia.

C. Aspectos positivos

5. Se acogen con satisfaccion las medidas legislativas e
institucionales adoptadas recientemente por el Gobierno del Brasil para
asegurar una mayor concordancia de la legislacién nacional con la
Convencién y mejorar la proteccién de los derechos fundamentales de las
comunidades mas vulnerables. En este sentido, se toma nota
especialmente de la aprobacion, en 1988, de la nueva Constitucién y de la
creacion reciente de una comisién de derechos humanos, un grupo de
trabajo interministerial para la promocioén de la poblacién negra y un
ministerio de la reforma agraria, asi como de la promulgacién del plan
nacional de derechos humanos. Es de destacar asimismo la creacién a
titulo experimental de una comisarfa de policla que se ocupa
especialmente de los casos de discriminacién racial.
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6. La voluntad manifestada por la delegacién de ratificar en
breve el Convenio N° 169 de la OIT sobre pueblos indigenas y tribales en
paises independientes constituye un elemento positivo que es de esperar
que se concrete lo antes posible.

7. La participaciéon activa de representantes de la sociedad civil
en la redaccién del informe del Estado Parte es una iniciativa digna de
encomio, al igual que lo es la voluntad manifestada por las autoridades
brasilenas de difundir ampliamente ese informe y las conclusiones del
Comité.

D. Principales motivos de preocupacion

8. Los datos estadisticos y cualitativos relativos a la
composicién demogréfica de la poblacién brasilefia y al disfrute de los
derechos politicos, econémicos, sociales y culturales publicados en el
informe del Estado Parte, demuestran de manera evidente que las
comunidades indigena, negra y mestiza sufren desigualdades profundas
y estructurales y que las medidas adoptadas por el Gobierno para
combatir eficazmente esas disparidades siguen siendo insuficientes.

9. Se toma nota de que el informe no contiene datos sobre los
“indicadores” de las dificultades especiales a que hacen frente en el plano
social las poblaciones mas vulnerables, en particular las poblaciones
indigena, negra y mestiza.

10. Segun diversas fuentes de informacién coincidentes, las
actitudes discriminatorias respecto de las comunidades indigena, negra y
mestiza persisten en la sociedad brasilefia y se manifiestan a diversos
niveles en la vida politica, econémica y social del pais. Esas actitudes
discriminatorias conciernen, entre otros, al derecho a la vida y a la
seguridad de las personas, la participacién politica, las posibilidades de
acceso a la educacién y el empleo, el acceso a los servicios publicos
basicos, el derecho a la salud, el derecho a una vivienda digna, la
propiedad de la tierra, la utilizacién del suelo y la aplicacién de la ley.

11. Se manifiesta especial preocupaciéon por la suerte de las
poblaciones més vulnerables: indigena, negra y mestiza.

12.  En el marco de la aplicacién del articulo 2 de la Convencién,
se observa con preocupacién la lentitud de determinadas reformas
legislativas, en particular la del Cédigo Penal. Se observa también con
preocupacion la pervivencia del articulo 6 del Cédigo Civil del Brasil de
1916, que limita de manera discriminatoria el ejercicio de los derechos
civiles de la poblacién indigena y que estd en contradiccién con la
Constitucion brasilefia de 1988, a pesar de que esa disposicién se
considere caducada segin las explicaciones del representante del Brasil.
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13. El hecho de que los ciudadanos analfabetos de las
poblaciones indigena, negra y mestiza o de otros grupos vulnerables no
puedan ser candidatos en las elecciones politicas no se ajusta al espiritu al
parrafo c) del articulo 5 de la Convencién.

14.  Se pone de manifiesto especialmente que la poblacién indigena
es objeto de graves discriminaciones en lo concerniente al disfrute de sus
derechos civiles, politicos, econdmicos, sociales y culturales. Se expresa
especial preocupacién por el trato desigual que recibe la poblacién indigena
en los procesos de demarcacién y distribucion de tierras, por la solucién
violenta e ilegal de numerosos conflictos por la tenencia de tierras y por la
violencia e intimidacién de que es victima esa poblacién a manos de milicias
privadas y a veces incluso de miembros de la policfa militar. Se expresa
asimismo inquietud en relacién con la proteccién social de esa poblacién y
con las discriminaciones de que es objeto en los dmbitos de la salud, la
educacion, la cultura, el empleo, el acceso a las funciones ptblicas y la vivienda.

15. En lo que respecta a la aplicaciéon del articulo 6 de la
Convencién, se constatd con pesar que la informacién proporcionada
sobre los casos en que las victimas de actos de discriminacién racial
habian interpuesto recursos judiciales era insuficiente y no permitia hacer
una evaluacién adecuada.

E. Sugerencias y recomendaciones

16.  El Comité espera que el Estado Parte prosiga e intensifique
sus esfuerzos por mejorar la eficacia de las medidas y los programas
destinados a garantizar a todos los grupos de la poblacién el disfrute
integro de sus derechos politicos, econémicos, sociales y culturales. El Comité
recomienda igualmente al Estado Parte que preste la atencién necesaria al
desarrollo de programas de sensibilizacién sobre los derechos humanos y la
tolerancia, a fin de evitar la discriminacién y los prejuicios sociales y raciales.

17.  El Comité pide al Gobierno brasilefio que presente en su
proximo informe periédico informaciones e “indicadores” precisos
concernientes a las dificultades sociales a que hacen frente las poblaciones
indigena, negra y mestiza, en particular a las tasas de desempleo,
encarcelacién, alcoholismo, consumo de estupefacientes, delincuencia y
suicidio. El Comité sefiala también a la atenciéon del Estado Parte la
necesidad de elaborar “indicadores” que permitan evaluar las politicas y
los programas destinados a proteger y promover los derechos de los
sectores vulnerables de la poblacién.

18.  El Comité recomienda al Estado Parte que no escatime
esfuerzos para acelerar las reformas legislativas en curso y, en particular,
para enmendar el articulo 6 del Cédigo Civil del Brasil de 1916, que esta
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en contradicciéon con la Constitucion brasilefia de 1988. El Estado Parte
deberia también adoptar medidas para permitir a los ciudadanos
analfabetos procedentes de los grupos de poblacién mas desfavorecidos
ser elegidos en las elecciones politicas.

19. El Comité recomienda al Gobierno del Brasil que dé una
expresion practica mds enérgica a su voluntad de defender los derechos
fundamentales de los indigenas, los negros, los mestizos y los miembros
de otros grupos vulnerables de la poblacién, victimas habituales de
graves intimidaciones y violencias que a veces han acarreado la muerte.
El Comité exhorta a las autoridades interesadas a que persigan
sistemdticamente a los autores de tales delitos, ya sean éstos miembros de
milicias privadas o del Estado, y que adopte medidas preventivas
eficaces, en particular mediante la formacién profesional de los miembros
de la policfa militar. Ademas, el Estado Parte debe velar por que las
victimas de tales actos sean indemnizadas y rehabilitadas.

20.  El Comité recomienda encarecidamente al Estado Parte que
adopte soluciones justas y equitativas para la demarcacioén, la distribuciéon
y la restitucion de tierras. Con este fin, en lo que concierne a los conflictos
por la tenencia de tierras, se deberian adoptar todas las medidas
necesarias para evitar las discriminaciones contra los indigenas, los
negros o los mestizos por parte de los grandes terratenientes.

21.  El Comité alienta al Estado Parte a que ratifique el Convenio N°
169 de la OIT sobre pueblos indigenas y tribales en paises independientes.

22.  El Comité recomienda que el préximo informe periédico del
Brasil incluya informaciones detalladas sobre las denuncias presentadas
por las victimas de actos de discriminacién racial y sobre el curso judicial
que se ha dado a las mismas.

23.  El Comité recomienda al Estado Parte que asegure que se dé
publicidad a escala nacional a su 13° informe periédico y a las
observaciones finales del Comité.

24. El Comité recomienda al Estado Parte que ratifique las
modificaciones del pérrafo 6 del articulo 8 de la Convencién, que fueron
aprobadas por la 14* reunién de los Estados Partes.

25.  El Comité recomienda que el préximo informe periédico del
Estado Parte, que se espera para el 4 de enero de 1998, incluya una
actualizaciéon del informe anterior y aborde todas las cuestiones
planteadas en las presentes observaciones.

kkhkhkkkhkkk
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Comité para la Eliminacién de la Discriminacién Racial

Informe sobre el cuadragésimo segundo periodo de sesiones
Suplemento No.18 (A/42/18), 1987

544. En su sesién 788a., celebrada el 10 de marzo de 1987
(CERD/C/SR.788), el Comité examind los informes periédicos octavo
y noveno del Brasil, presentados en wun solo documento
(CERD/C/149/Add.3).

545. Present6 el informe el representante del Brasil, quien informé
al Comité de que en noviembre de 1986 el pueblo brasilefio habia elegido
la Asamblea Constituyente, que tendria a su cargo la elaboracién de una
nueva constitucién federal. Se refirié también a las partes pertinentes del
informe y sobre todo a las relativas a las politicas indigenistas de su
Gobierno.

546. Los miembros del Comité manifestaron su complacencia por
la gran calidad del informe, que contenia amplia informacién y reflejaba
la importancia que tenia para el Brasil la continuacién de un didlogo
significativo con el Comité. Encomiaron ademas la pronta respuesta dada
por el Gobierno del Brasil a las diversas preguntas formuladas durante el
examen del informe anterior. Se subray6 la importancia de la nueva
legislacion promulgada con el fin de eliminar la discriminacién racial. Sin
embargo, se sefial6 que los Estados partes también debian examinar la
eficacia de esas medidas para determinar si se requerian otras que no
fuesen de carécter legislativo.

547. En lo que respecta a la aplicacién del articulo 2, en
conjuncién con el articulo 5 de la Convencién, los miembros del Comité
encomiaron la politica del Gobierno y sus medidas destinadas a mejorar
la situacion de las poblaciones indigenas. Sin embargo, observaron que se
requeria todavia un esfuerzo considerable para garantizar a los
aborigenes una posicién de igualdad con los demas ciudadanos. Algunos
miembros preguntaron de qué modo la importante deuda externa del
Brasil repercutia en la economia nacional y en la aplicacion de la
Convencién. En particular, preguntaron si las dificultades de la deuda
externa afectarfan la nueva politica del Gobierno de distribucién de tierras
y en qué medida los grupos organizados de terratenientes eran un
obstaculo a la aplicacion de ese programa.

548. En relacion con la demarcacién de las tierras indigenas, de
conformidad con el Estatuto del Indio, algunos miembros preguntaron si
existian disposiciones que permitiesen prestar asesoramiento y asistencia
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juridica en general a los indios que apelasen ante los tribunales contra la
demarcacién de esas tierras o de su asignacién, por ejemplo, a empresas
de explotacién minera. Preguntaron si se habian registrado casos de
sanciones impuestas por el Gobierno a las empresas mineras por
infraccién del Decreto No. 88985, destinado a proteger el patrimonio y el
bienestar de los indios y si las empresas mineras habian reaccionado a la
aplicaciéon de ese Decreto. Se pregunté si el significado del término
“demarcacién” era que los indios tenfan derecho a vivir en la zona
demarcada o que se transferian a los indios los titulos de propiedad de las
tierras indigenas. También se pidié una aclaracién sobre las diferencias
entre el régimen aplicable a las zonas pertenecientes a los indios y las del
patrimonio de la Unién.

549. Los miembros del Comité solicitaron informaciéon adicional
sobre la explotacion del subsuelo en las zonas de propiedad de los indios.
Preguntaron si ésta explotacion se efectuaba con la aprobacién de la
poblaciéon indigena; si ésta daba su aprobacién directamente o por
conducto de sus 6rganos representativos; si se registraban casos en que se
hubiese entregado a los indios las utilidades procedentes de la
explotacién del subsuelo de las zonas de su propiedad o en que se les
hubiese pagado indemnizacién o derechos por la ocupacién de su tierra;
en caso afirmativo, cudl era la suma total pagada a los indios por ese
concepto y, en caso de conflicto, si prevaleceria el interés de las empresas
que percibian esos ingresos o la tradiciéon indigena.

550. Algunos miembros observaron que los bosques tropicales
amazonicos eran de importancia considerable no sélo para los indios que
vivian en ellos sino también para el equilibrio climatico mundial. Por lo
tanto, era conveniente que se dispusiera de informacién actualizada
acerca de las actividades de las empresas transnacionales que procedian a
la deforestacién de amplias extensiones. Se observé que para impedir que
en nombre de los intereses privados se despojara a los indios de sus
tierras era muy importante que se acelerara el proceso de demarcacién a
fin de garantizar la supervivencia fisica y cultural de las comunidades
indigenas. Se sugirié que la prospeccién y explotacién mineras debian
reservarse a las empresas estatales y que las utilidades procedentes de la
explotacion del subsuelo debian reservarse a los indios exclusivamente.

551. Se solicit6 mayor informacién acerca del sistema de tutela
impuesto a los indios para el disfrute de sus derechos civiles y politicos.
Se pregunt6 por qué no se concedian los derechos civiles y politicos a los
indios capaces de ejercerlos y cudles eran las ventajas del sistema de tutela
(segun el informe, ningtn indio habfa pedido que se le liberase de ese
sistema).
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552. Algunos miembros del Comité deseaban conocer el nivel de
participaciéon de los indios en la gestion de los asuntos ptblicos.
Preguntaron si era politica del Gobierno tener en cuenta la sabiduria e
inteligencia de los aborigenes en la construcciéon del pais y si habia
ingenieros y técnicos entre los aborigenes; también se pregunté si en la
Céamara de Diputados habia otros indios aparte del jefe indio sefialado en
el informe anterior.

553. Se solicité aclaraciéon acerca del papel desempenado en el
Brasil por los misioneros cristianos y, en particular, sobre la diferencia de
enfoque entre los catélicos europeos y los protestantes fundamentalistas
de los Estados Unidos de América en lo que respecta a las costumbres y
modos de vida de los indios amazénicos, y se pregunté si las autoridades
brasilefas ejercian algin control sobre las actividades de los misioneros.
Interesaba asimismo saber cudl era la situacién de Leonardo Boff después
de que el Vaticano habia censurado la teologia de la liberacién.

554. Los miembros del Comité observaron que el ntimero de
indios que proseguia sus estudios mas alld de la escuela elemental era
muy bajo y expresaron la esperanza de que se lograra un pronto progreso
en esa esfera. Pidieron que se explicaran las causas de la disminucién del
nimero de estudiantes indios en las escuelas elementales, que habia
pasado de unos 20.000 en 1983 a 4.536 en 1985. Solicitaron mas
informacién sobre el ntimero total de indigenas en el Brasil y sobre la
composiciéon y el crecimiento de esa poblaciéon. También se solicit6
informacién sobre el ntimero de lenguas indigenas que se hablaba en el
pais y su importancia relativa.

555. Los miembros del Comité deseaban saber si habia algtn
programa a largo plazo para integrar las poblaciones indigenas a la vida
nacional y de qué modo se conciliaba el interés del Gobierno por
preservar la cultura de esas poblaciones y su interés en integrarlas a la
vida nacional. Por ejemplo, se pregunté si los métodos indigenas de
cultivo de la tierra eran compatibles con la aplicacién de la ciencia y la
tecnologia a la produccién agricola.

556. En lo que respecta a la poblacién afrobrasilefia, algunos
miembros del Comité preguntaron si constitufan un grupo étnico
diferente; si vivian principalmente en las ciudades; si formaban parte de
la clase obrera y cudl era su nivel de educacion. Tomaron nota de las
importantes medidas adoptadas por el Gobierno en el sector de la
educacioén a fin de promover la cultura afrobrasilefia. Se pregunté si habia
personas de raza negra en la marina del Brasil y si se habia realizado
algtin estudio sobre la representaciéon equitativa de los diversos grupos
étnicos de la poblaciéon en la marina y la administracién publica.
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Se solicit6 informacién adicional acerca de la politica del Gobierno del
Brasil en lo que respecta a la equidad en el empleo en la administracién
publica.

557. En lo que concierne al articulo 3 de la Convencién, los
miembros del Comité felicitaron al Gobierno del Brasil por las nuevas
medidas adoptadas para aplicar esa disposicion. Sin embargo, lamentaron
que las directrices dadas por las autoridades del Brasil no fuesen
obligatorias para los particulares y las empresas privadas. Deseaban saber
cudl era la posicién del Gobierno en lo que respectaba a las sanciones
obligatorias impuestas a Sudéafrica por el Consejo de Seguridad y si el
Gobierno garantizaba que las personas y las empresas privadas diesen
cumplimiento a las sanciones econémicas. Se pregunté si se habia
aplicado alguna vez el Decreto No. 91.524, que prohibia el intercambio
cultural, artistico y deportivo con Sudafrica asi como la venta de petréleo
y armas a ese pais. Los miembros del Comité deseaban saber si el Brasil
mantenia relaciones diplomaticas con Sudafrica y si la compaifiia aérea
brasilena Varig mantenia sus vuelos a Sudéfrica. Se pidi6 también mas
informacién acerca de un seminario celebrado en Rio de Janeiro bajo el
patrocinio de la Comisién de Empresas Transnacionales de las Naciones
Unidas. Los miembros del Comité manifestaron la esperanza de que el
Brasil rompiese en definitiva todas sus relaciones con el régimen racista
de Sudafrica.

558. En lo que respecta a la aplicacién de los articulos 4 y 6 de la
Convencién, los miembros del Comité expresaron su preocupacién por
una informacién comunicada por Amnistia Internacional acerca de un
incidente en el que 261 indios patax6é ha-ha-hae, del Estado de Bahia,
habian sido asesinados por la policia militar y mercenarios a sueldo de los
terratenientes. Deseaban saber qué medidas se habian adoptado para
evitar que se repitieran incidentes de ese tipo y si ese incidente se habia
comunicado al Consejo para la Defensa de los Derechos Humanos.

559. Los miembros del Comité deseaban saber si la pena aplicable
al crimen de genocidio (12 a 30 afios de reclusién) equivalia a la pena
maxima prevista en la legislacién penal, como era normalmente la regla
para los delitos mas graves; si la Ley No. 7.437 de 1985 era aplicable a los
actos de discriminacién cometidos tanto por particulares como por
funcionarios publicos; si esa Ley habia sido promulgada y aplicada en los
tribunales y, de no ser asi, cudndo se promulgaria; si esa Ley era aplicable
también en el caso de que en la propaganda no se emplease la fuerza sino
otros medios, como la difamacién. También se pregunto si al funcionario
de la administracién publica reconocido culpable en caso de discriminaciéon
se le aplicaba sélo una sancién administrativa o también una sancién
penal; si se habia invocado en algtn caso la legislacion que prohibia la
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discriminacién en el empleo y, de ser asi, qué tipos de casos se habian
planteado en los tribunales y cudles eran los recursos de que se disponia.
Ademas, se solicitaron pormenores acerca de la composicién del Consejo
para la Defensa de los Derechos Humanos; se pregunté si en él
participaban representantes de los distintos sectores de la poblacion,
sobre todo de la Iglesia Catolica, que mostraba especial preocupacién por
la causa de los derechos humanos, y cudl era el método para la
designacién de los miembros y la autoridad encargada de designarlos.
Se expreso la esperanza de que con motivo de la aprobacion de la nueva
Constitucién el Gobierno adoptase también las medidas legislativas
necesarias para dar pleno vigor a las disposiciones del articulo 4 de la
Convencién.

560. En respuesta a las preguntas y los comentarios formulados
por los miembros del Comité, el representante del Brasil sefialé6 que su
Gobierno tenia plena conciencia de que la proteccién y promocién de los
derechos de la poblacién indigena distaba mucho de ser una realidad. La
expansion de la frontera agricola y las actividades de prospeccién de oro
eran causa de tensiones en el Brasil y, lamentablemente, se habian
producido varias muertes. Sin embargo, el Departamento de Policia
Federal y el Ministerio de Justicia hacian todos los esfuerzos posibles por
solucionar el problema y por enjuiciar a toda persona cuya
responsabilidad quedase establecida. Las cifras que figuraban en el
informe sobre los indios y la educacién primaria indicaban un fuerte
retroceso en 1985 en comparaciéon con 1984. La cifra correspondiente a
1985 abarcaba sin duda una parte del afio solamente y se corregiria en el
informe siguiente. En la actualidad, de una poblaciéon total de 130
millones, los indios del Brasil sumaban 220.000. Su habitat era una gran
extension de tierra que el Gobierno procuraba ampliar todavia més. En el
Brasil se hablaban unas 205 lenguas y dialectos indios. El portugués era el
tnico idioma comun.

561. Enlo que respecta a la deuda externa, el representante sefialé
que el Brasil habia decidido declarar una moratoria que le permitiria el
tiempo necesario para reajustar su economia interna. El Brasil no podia
aceptar las condiciones de ciertas instituciones financieras internacionales
pues su primera prioridad era el desarrollo nacional.

562. El Gobierno reconocia profundamente la labor de los
misioneros y la muy valiosa asistencia proporcionada a los indios. El
problema suscitado tultimamente en relacién con la teologia de la
liberacién era una cuestion interna que sélo atafifa a la Iglesia.

563. En cuanto a la inexistencia de personas de raza negra en el
servicio diplomatico y la marina, el orador recordé una rebelién que habia
estallado en Rio de Janeiro en 1893, encabezada por un almirante negro
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(Revolta da Armada). Para el Gobierno del Brasil, el numero de
matrimonios mixtos inscritos revestia gran importancia, pues era fuente
de una nueva raza y una nueva cultura.

564. En lo que respecta al articulo 3 de la Convencién, senalé que
el Brasil mantenia relaciones diplomaticas con Sudafrica y que su
representante en ese pafs era sélo un secretario auxiliar. El Gobierno del
Brasil no alentaba el comercio o las relaciones de otra indole con
Sudafrica. Varig mantenia sus vuelos a Sudéfrica pero se trataba de una
empresa privada.

565. En lo que respecta a la aplicaciéon del articulo 4 de la
Convencioén, el representante informé al Comité de que el texto de la
nueva ley habia sido remitido al Ministro de Justicia designado en marzo
de 1986. En el Brasil no existia pena de muerte o de reclusién a
perpetuidad. La pena maxima era de 30 afios de reclusién. El Consejo
para la Defensa de los Derechos Humanos no era un 6rgano nuevo sino
que habia sido completamente reestructurado a fines de 1985 a fin de que
atendiese mejor las necesidades actuales de la sociedad brasilefia.
Dependia del Ministerio de Justicia y estaba integrado por miembros de
ese Ministerio, el Ministerio de Relaciones Exteriores, el Departamento de
Policia Federal, el Congreso (partidos de la mayoria y de la oposicién) y
por personalidades de la prensa, del sector de la educacién y de la
abogacia. Actualmente se estaba revisando esa composicion.

566. El representante informé ademds que gran parte de la
legislacion en vigor en el Brasil se revisaria en un futuro cercano a raiz de
la aprobacién de la nueva Constitucién. Por lo tanto, el informe siguiente
contendria todavia mas informacién relativa a la aplicacién de la
Convencion y reflejarfa la preocupaciéon del Gobierno por atender a las
observaciones y preguntas del Comité que, siendo numerosas y complejas
mostraban la importancia que el Comité asignaba a los informes del Brasil.
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Comité para la Eliminacién de la Discriminacién Racial
Informe sobre el trigésimo octavo periodo de sesiones
Suplemento No. 18 (A/38/18), 1983

251. El Comité examiné el séptimo informe peridédico del Brasil
(CERD/C/91/Add.25) junto con la presentaciéon del representante del
Estado informante, quien limit6 sus observaciones a la cuestion relativa a
la legislacién nacional referente a la Convencién y se refirié6 a los
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elementos principales de las respuestas que se daban en el informe a las
preguntas planteadas anteriormente por el Comité con respecto a la
aplicaciéon de algunos articulos de la Convencién y a la protecciéon de la
poblacién indigena.

252. Los miembros del Comité felicitaron al Brasil por su informe,
que reflejaba la determinacién cada vez més firme del Gobierno de aplicar
la Convencién, y celebraron el hecho de que el Congreso Nacional
estuviese considerando la promulgacién de una nueva ley para establecer
penas mas severas en los casos de discriminacién racial.

253. El Comité centro su atencién en las cuestiones de la politica y
las medidas practicas adoptadas por el Gobierno en relacién con la
protecciéon de la poblacién indigena, atendiendo a lo dispuesto en el
articulo 1, el parrafo 4 del articulo 2 y el pérrafo 2 del articulo 5 de la
Convencién. Se senalé que las siete directrices generales del Plan de
Accién de la FUNAI adoptado el 18 de febrero de 1981, podrian ser ttiles
para otros paises que también tenfan poblaciones indigenas que era
preciso proteger. Sin embargo, algunos miembros del Comité expresaron
interés en recibir mas informacién sobre la demarcaciéon y la
reglamentacion de las tierras indigenas y sobre la forma en que se
clasificaba como indigenas a las personas; si esa clasificacién se basaba en
la raza o en su adhesiéon a un determinado grupo por consideraciones
sociales o econdmicas; hasta qué punto se permitia la colonizacién de
tierras indigenas por inmigrantes procedentes de otras regiones del pais;
si los contratos a que se referia el informe habian sido concertados entre la
poblacién indigena y los nuevos inmigrantes en las regiones mencionadas
y si esos contratos estaban de acuerdo con la politica oficial de la FUNAL
Puesto que entre las actividades principales de la FUNAI figuraban la
adquisicion de titulos para las tierras en las zonas indigenas habitadas por
poblaciones no indigenas y el reasentamiento de las personas extrafias
fuera de las tierras indigenas, se pregunto si el Gobierno habia establecido
algin fondo para indemnizar a las personas no indigenas que habian
realizado inversiones en tierras indigenas y qué penas se aplicaban en el
caso de incursiones de personas no indigenas en zonas reservadas para
los indios.

254. El Comité expres6 ademads interés en saber si existia algin
organismo administrativo o consultivo administrado por la poblacién
indigena en su propio interés, similar a los congresos de pueblos
indigenas que eran tradicionales en otras partes de América Latina y, de
ser asi, qué relaciéon tenia esa entidad con las nuevas organizaciones
establecidas por el Gobierno, tales como la FUNAIJ si los dirigentes de las
poblaciones indigenas estaban representados en algin nivel de la
administraciéon de la FUNAI y, de ser asi, a qué niveles estaban
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representados. Se pidié informacién sobre la situacion en los casos en que
habia habido ya una anexién parcial o completa de un territorio por parte
de intereses econdmicos nacionales o multinacionales y ya se habia
iniciado la explotacién de minerales; se preguntd si los indios tenian
derecho a algtin beneficio derivado de la explotacién de sus recursos
naturales y si en el sistema de tutela se preveia alguna forma de
asistencia, indemnizacién o subsidio para esos casos. Se pregunté si el
sistema de tutela entrafaba restricciones no solamente de derechos civiles
sino también de derechos politicos, si los grupos indigenas sujetos al
sistema de tutela podian votar y participar en la vida civil y, de ser asi, a
qué condiciones estaba sujeto su derecho a votar.

255. Ademas, algunos miembros del Comité pidieron informacién
acerca de la experiencia del Brasil con respecto a las escuelas bilingties, a
los programas de educacién y capacitaciéon para los grupos indigenas, a
las lenguas oficialmente reconocidas o que se estaban reconsiderando, asi
como a los resultados de las campafnas de alfabetizaciéon entre la
poblacién indigena. Con referencia al articulo 5 e) de la Convencién, un
miembro del Comité pregunto si la poblacién indigena estaba integrada
en la fuerza de trabajo de las empresas y, de ser asi, si habia en sus
condiciones de empleo normas encaminadas a proteger a los indigenas
del extrafiamiento y si el empleo daba como resultado mejores
condiciones de vida para ellos. Se expres6 asimismo la esperanza de que,
en el préximo informe, el Gobierno suministrase al Comité datos sobre el
desarrollo socioeconémico de las poblaciones indigenas y sobre las
instituciones tradicionales que participaban en programas socioeconémicos,
y de que informase si el Brasil habia ratificado o no el Convenio No. 107
de la OIT de 1957 relativo a la proteccién y la integraciéon de las
poblaciones indigenas y tribales. Se pidi6 al Gobierno que incluyese en su
proximo informe informacioén, con cifras concretas, sobre la composicién
de la poblacién indigena y estadisticas sobre la escasez de viviendas
rurales y urbanas, el analfabetismo y la mortalidad infantil entre los
indios.

256. Con respecto al articulo 3 de la Convencién, algunos
miembros del Comité elogiaron los esfuerzos del Gobierno por ayudar al
pueblo de Sudafrica que padecia a causa del apartheid. Sin embargo,
expresaron sorpresa ante el hecho de que el Brasil mantuviese una
presencia diplomaética en Pretoria y pidieron al Gobierno del Brasil que
reconsiderase su posicion. En relacién con esto, se pregunté qué
magnitud tenia el comercio del Brasil con Sudafrica y qué posibilidades
habia de reducir los vinculos comerciales y diplomaticos con el régimen
de Pretoria.
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257. Con respecto a la declaracién contenida en el informe de que
el Consejo para la Defensa de los Derechos Humanos no habia tenido
nunca que examinar un acto de discriminacién racial, se pregunto si se
habian planteado casos ante los tribunales con arreglo a las leyes Nos.
5250, 6620 y el articulo 25 del Cédigo Penal, que se referian al articulo 4 de
la Convencion.

258. Respecto del articulo 5 de la Convencién, algunos miembros
del Comité indicaron su interés en recibir mas detalles sobre el plan del
Gobierno de adquirir viviendas construidas especialmente para personas
de bajos ingresos. Observando que el articulo 178 de la Constitucién
obligaba a las empresas a proporcionar educacién a sus empleados y a los
hijos de los empleados, se pregunté cuantos extranjeros se habian
beneficiado de esa disposicion; si realmente era obligatoria la educacién
entre los 7 y los 14 afios de edad; y si el plan de ensefianza del Gobierno
se esforzaba por crear conciencia entre los grupos indigenas y no
indigenas acerca de las culturas e identidades étnicas de otros grupos.
Se pidi6 explicaciones de por qué no se habia suministrado informacién
sobre la aplicacién del inciso vii) del parrafo d) del articulo 5, relativo al
derecho a la libertad de pensamiento, conciencia y religién, y del inciso
viii) del parrafo d) del mismo articulo, sobre la libertad de opinién y de
expresion.

259. Con respecto al articulo 6 de la Convencién, un miembro del
Comité senal6 a la atencion el articulo 92 de la Ley No. 4215, citado en el
informe, y pregunté cudles podian considerarse “motivos justificados”
para que el abogado designado dejase de defender a una persona
necesitada y qué autoridad estaba facultada a decidir si las razones del
abogado designado eran “justificadas”. Se pidi6 también que se aclarara el
sentido del articulo 1547 del Coédigo Civil, que preveia penas
considerablemente més severas para los casos de lesién moral que para
los casos de dafios fisicos o materiales.

260. Con respecto al articulo 7 de la Convencién, se pregunté qué
medidas habia adoptado el Gobierno del Brasil para incluir en los
programas de estudios escolares informacién encaminada a que los
jovenes adquiriesen conciencia de los fines y propdsitos de la Convencion.

261. Respondiendo a preguntas de miembros del Comité, el
representante del Brasil manifest6 que, de acuerdo con la Ley No. 6001 de
19 de diciembre de 1973, se consideraba indigena a una persona de origen
o ascendencia precolombina e identificada como perteneciente a un grupo
étnico separado; una comunidad indigena estaba constituida por un
grupo de familias indigenas que vivian aisladas o que mantenian
contactos intermitentes o permanentes con el mundo exterior, pero que no
estaban integradas en el cuerpo social de la nacién. Respecto de las
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directrices impartidas a la FUNAI, manifest6 que ellas estaban inspiradas
en la Ley No. 6001, que constituia el documento basico que regia la
politica oficial en la materia, y que la finalidad principal de la Ley era
regular la condicién juridica de los indigenas con miras a promover su
integracién armonica en la sociedad nacional y preservar al propio tiempo
sus valores culturales. El lento proceso de integracién se hacia atin més
dificil a causa de la lejania e inaccesibilidad de algunas de las regiones
habitadas por indigenas. La FUNAI estaba encargada de delimitar las
tierras indigenas, proceso en el que participaban representantes de la
poblacién indigena. La FUNAI se ocupaba también de prestar asistencia
basica y de promover la integraciéon y el desarrollo socioeconémico. Una
vez logrado cierto nivel de integracion y desarrollo, los indigenas
disfrutarian probablemente de beneficios materiales. En cuanto al sistema
de tutela, explic6 que, aunque dicho sistema limitaba la capacidad civil de
los indigenas, la reciente elecciéon de un jefe indigena para integrar la
Céamara de Diputados demostraba el alto nivel de representacién que
podian obtener los indigenas. Dentro del marco del sistema brasilefio de
representaciéon proporcional y teniendo en cuenta que habia 200.000
indigenas en una poblacién total de aproximadamente 120 millones, la
presencia de un indigena en la Cdmara de Diputados tenia una
importancia considerable. El representante sefial6 que en julio de 1965 el
Brasil habia ratificado el Convenio No. 107 de la OIT, de 1957, relativo a la
proteccién y la integracion de las 